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La investigación presenta el efecto cuantificado que tendrá la aplicación de los 
estándares internacionales de contabilidad referidos a los pasivos pensionales en el Balance 
del Sector Público Colombiano y específicamente en la empresa estatal ECOPETROL S.A., 
exponiendo en un orden cronológico el desarrollo teórico conceptual alrededor del tema y 
los debates surgidos con el reconocimiento, medición, presentación y revelación del pasivo 
pensional, a nivel internacional y nacional. 
En la investigación se analizan las normas internacionales y nacionales de contabilidad 
vigentes sobre el tema pensional, la estructura del sistema de seguridad social en pensiones 
del país y muestra el impacto en las cifras a presentar y revelar en la aplicación de la nueva 
normatividad expedida por la Contaduría General de la Nación, como entidad encargada de 
regulación contable del sector público. 
El trabajo insinúa que la regulación acogida por la Contaduría General de la Nación 
(CGN) en materia de pensiones, es parcialmente concordante con los preceptos establecidos 
en la regulación internacional para el sector público, en la medida que el tratamiento contable 
de los cálculos actuariales de las entidades empleadoras corresponden a pasivos a reconocer 
en el Balance, como lo establece la norma internacional, y para los fondos de reservas, que 
corresponden a conceptos de beneficio social, al no existir un referente contable 
internacional, se tratan como pasivos contingentes, a revelar en cuentas de orden, como lo 
señala  el FMI. No obstante, en los fondos de reservas la CGN incluye a entidades cuyo 
tratamiento contable debería corresponder al de entidades empleadoras, por ejemplo: las 
prestaciones del personal de las fuerzas militares y de policía, y de los maestros en el sector 
educativo, quienes tienes sus propios fondos de pensiones, pero que corresponden a 
empleados del Gobierno. 
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The research present the quantified effect that will have the application of international 
accounting standards related to pension liabilities in the balance sheet of the Colombian 
Public Sector and specifically in the government corporation ECOPETROL S.A., exposing 
in a chronological order the conceptual theoretical developments around the issue, and 
debates encountered with the recognition, measurement, presentation and disclosure of 
pension liabilities, in a national and international level. 
In the research are analyzed the current international and national accounting standards 
about the pension issue, the structure of the social security system in pension of the country 
and shows the impact on the figures presented and disclosed in the application of the new 
regulations issued by the National General Accounting Office, as the institution responsible 
for public sector accounting regulation. 
The work suggests that the host regulation by the General Accounting Office ( CGN ) 
on pensions, is partially consistent with the principles established in international regulation 
for the public sector, to the extent that the accounting treatment of actuarial calculations 
employing units correspond to liabilities recognized in the balance sheet as required by the 
international standard, and for reserve funds, which correspond to concepts of social benefit, 
the absence of an international accounting reference, are treated as contingent liabilities, to 
disclose in memorandum accounts, as noted by the FMI. However, reserve funds CGN 
includes entities whose accounting treatment should correspond to that of employing 
entities, e.g. staff benefits of the military and police, and teachers in the education sector, 
who have their own pension funds, but which correspond to government employees. 
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Colombia estructuró, a partir de la Ley 100 de 1993, un sistema pensional con dos 
regímenes mutuamente excluyentes, pero que coexisten: el Régimen de Prima Media con 
Prestación Definida (RPM) y el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad (RAIS). El 
primero financiado y administrado por el Estado, a través del extinto Instituto de los Seguros 
Sociales (ISS), hoy Colpensiones, y el segundo, administrado por el sector privado, por las 
Administradoras de Fondos de Pensiones. Ambos regímenes cuentan con la garantía por 
parte del Estado. 
El reconocimiento contable del pasivo pensional en el país viene siendo regulado a través 
de normas expedidas por el gobierno, en primer lugar, el Decreto 2649 de 1993 para el sector 
privado, y el Régimen de Contabilidad Pública para el sector público, en segundo lugar. En 
general, estas normas coinciden en su tratamiento contable al definir que el ente económico 
o ente contable público que posee una carga pensional para atender, disponga o estructure el 
respectivo cálculo actuarial, para ser reconocido de manera diferida, a través de su 
amortización en un plazo hasta el año 2029, con el fin de no afectar patrimonialmente al 
respectivo ente. 
Con el proceso de convergencia a estándares internacionales de contabilidad establecido 
con la Ley 1314 de 2009, el país avanza hacia la adopción de las normas del IASB para el 
sector privado y del IPSASB para el sector público, reguladores internacionales que han 
expedido normas definidas como “beneficios a empleados”, en las cuales se trata el tema de 
las obligaciones pensionales. 
El presente trabajo de investigación se propone cuantificar el efecto en el Balance del 
Sector Público Colombiano y en forma específica en la empresa estatal ECOPETROL, SA., 
por la aplicación de la nueva regulación contable, referida al pasivo pensional,  pero inicia 
con una descripción sucinta de los desarrollos y debates conceptuales sobre el tema a nivel 
internacional, y presenta los principales apartes de las normatividad internacional y nacional 
vigentes, para partir de ahí, revelar las cifras del pasivo pensional con el impacto 
determinado por la adopción de los nuevos desarrollos contables. 
La investigación se plantea como objetivos específicos el estudio cronológico del 
pensamiento contable en materia de pensiones, con los reguladores internacionales y 
nacionales, la estructura y organización del sistema pensional colombiano, sus regímenes, 
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componentes, y el impacto patrimonial por la aplicación de los estándares internacionales de 
contabilidad. 
Esta investigación presenta aportes importantes para el conocimiento de la estructura del 
sistema pensional colombiano y la regulación contable aplicable, define los conceptos que 
subyacen en materia de seguridad social, describe el modelo vigente, establece los 
reguladores contables internacionales y nacionales, y muestra las diferencias de las normas 
acogidas en el proceso de convergencia para el sector público. 
El trabajo se estructura por capítulos: El primero señala los fundamentos de la 
investigación, con el problema a investigar, sus objetivos y metodología a seguir, marco de 
referencia teórico y conceptual, realidad observada; el segundo y tercero presentan los 
desarrollos del pensamiento contable en materia de pensiones y normas vigentes a nivel 
internacional; el cuarto se refiere al desarrollo de la normatividad contable nacional sobre 
pensiones; el quinto y sexto recogen los impactos patrimoniales por la aplicación de estas 





Capítulo I  
Fundamentos de la investigación 
 
La presente investigación realizará una exploración conceptual sobre la evolución del 
llamado “pasivo pensional en las organizaciones” a nivel mundial, para resaltar los debates 
teóricos que alrededor de este tema se han presentado, referidos especialmente a la forma de 
calcularlo, de reconocerlo y presentarlo en los estados financieros y, a partir de ahí, 
determinar el efecto que tendría en el sistema pensional colombiano la aplicación de las 
actuales normas internacionales sobre pensiones, tomando como referente específico de 
estudio el caso de la Empresa Colombiano de Petróleos – ECOPETROL. 
En el estudio se presentarán en forma cronológica los primeros trabajos realizados sobre 
los planes de pensiones, apoyándose en los documentos emitidos, principalmente en los 
Estados Unidos de América, país pionero en el proceso de normalización contable, que en 
éste tema presenta una amplia normatividad y estudios realizados. 
De igual manera, se hará una exploración del tema en Colombia, para destacar las 
características que tiene el sistema pensional vigente y la normatividad aplicable al sector 
público, expedida por la Contaduría General de la Nación (CGN), como organismo 
normalizador y regulador de la contabilidad del sector público. 
Del análisis de regulación contable internacional y nacional sobre pensiones se 
determina su aplicabilidad en el país, dadas las características del sistema pensional, para 
cuantificar el efecto en el Balance del Sector Público y específicamente en ECOPETROL, 
con base en la información contable que la Contaduría General de la Nación consolida. 
La empresa ECOPETROL S.A., está constituida como una sociedad de economía mixta, 
cuyo principal o mayor accionista es el gobierno central nacional, en cabeza del Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público, empresa que registra en su información un pasivo pensional. 
Siendo Ecopetrol S.A. una empresa con aporte de capital mayoritario del Estado, debe 
aplicar la regulación contable señalada por el Contador General de la Nación, y en este 
sentido que empezó a aplicar las Normas Internacionales de Información Financiera (NIIF) 
a partir del año 2014, como periodo de transición y de preparación del Estado de Situación 
Financiera de Apertura – ESFA, y como periodo de aplicación, a partir del 1º de enero de 
2015, en cumplimiento de la regulación nacional, aunque debe señalarse que para participar 
en los mercados internacionales, especialmente en el norteamericano ha venido aplicando 
los USGAAP.  
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El trabajo se enfoca en mostrar el efecto financiero en esta empresa por la aplicación de 
las NIIF, acogidas por la Contaduría General de la Nación (CGN) mediante la Resolución 
743 de 2013, para las empresas estatales que cotizan en el mercado de valores y/o que captan 
ahorro del público. 
1.1. El problema a investigar 
1.1.1. Síntomas 
La organización del sistema pensional en Colombia ha sufrido cambios importantes en 
los últimos 22 años, hasta derivar en la existencia de dos regímenes mutuamente 
excluyentes: El Régimen de Prima Media (RPM), administrado por el Estado y el Régimen 
de Ahorro Individual (RAIS), administrado por particulares. En estos regímenes se presentan 
varios mecanismos para acceder a la pensión y un importante volumen de entidades y fondos 
que administran los recursos y determinan el reconocimiento de la obligación pensional para 
la entidad responsable, y del derecho a la pensión para la persona beneficiaria.  
El reconocimiento del pasivo pensional se realiza aplicando la normatividad nacional 
expedida por diferentes instancias: en el sector privado, la regulación está contenida, 
especialmente, en el Decreto 2649 de 1993 reglamentada por las diferentes 
Superintendencia,  y en el sector público, en el Régimen de Contabilidad Pública expedido 
por la CGN; pero no se encuentran estudios específicos y suficientes en el país que señalen 
cuál es el origen y la evolución de esta compleja normatividad y los métodos utilizados para 
el cálculo de esta obligación, que atiende al concepto de la protección social y de la seguridad 
social, para determinar el efecto en la estructura del pasivo pensional del sector público 
colombiano y en especial de la Empresa ECOPETROL. 
Es de resaltar que existe una discusión académica y práctica en el sentido de establecer 
si las Normas Internacionales de Información Financiera – NIIF, tales como las NIC 19-
Beneficios a los Empleados y la NIC 26- Contabilización e Información Financiera sobre 
Planes de Beneficio por Retiro, en lo referente al reconocimiento del pasivo pensional, van 
a cambiar el actual esquema contable que se tiene en Colombia sobre las obligaciones 
pensionales, dadas las características específicas del sistema pensional. 
En Colombia existen empresas, tanto del sector público como privadas, que tienen 
obligaciones pensionales, por pensionados que aún atienden directamente en el pago de sus 
mesadas, o por el reconocimiento de cuotas partes o bonos pensionales. De igual forma, el 
Estado arrastra una obligación pensional al ser garante de los sistemas pensionales vigentes, 
tanto para el Régimen de Prima Media con Prestación Definida-RPM, como del Régimen de 
Ahorro Individual con Solidaridad-RAIS. 
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Para las empresas privadas que aún poseen pasivos pensionales, la Superintendencia de 
Sociedades expidió la Circular Externa Número 100-002 del 5 de marzo de 2008, la cual, en 
los puntos segundo y cuarto, dispone lo siguiente: 
2. OBLIGATORIEDAD DE ELABORAR LOS CÁLCULOS ACTUARIALES POR 
PENSIONES DE JUBILACIÓN, BONOS Y/O TÍTULOS PENSIONALES. Hasta tanto el 
empleador efectúe una conmutación pensional total o redima los bonos y/o títulos 
pensiónales, la obligación por estos conceptos continuará a su cargo y, por lo tanto, 
deberá elaborar al cierre de cada ejercicio, un estudio actuarial que incluya la totalidad 
de las pensiones actuales y eventuales, bonos y/o títulos pensiónales, con el propósito de 
establecer el valor presente de sus obligaciones futuras, utilizando los procedimientos 
establecidos por las normas vigentes. En los casos de normalización del pasivo 
pensional, deberá informarse a la Superintendencia el mecanismo escogido y efectuar 
los registros contables a que haya lugar”. 
1.1.2. Causas 
El Sistema pensional colombiano tiene características que lo diferencian de otros 
modelos a nivel mundial, siendo un caso atípico al tener un pilar en el cual coexisten dos 
regímenes mutuamente excluyentes de beneficio definido y contribución definida. 
Este modelo es adoptado a partir de la expedición de la Ley 100 de 1993, que crea el 
Régimen de Prima Media con Prestación Definida-RPM, administrado por el sector público, 
y el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad-RAIS, administrado por empresas 
financieras privadas.   Ambos regímenes cuentan con la garantía por parte del Estado, en 
caso de situaciones financieras que impidan el cumplimiento de las obligaciones pensionales 
derivadas.  
Actualmente, en América Latina y muchos países en el mundo, cuentan con un sistema 
multipilar de pensiones, el cual busca dividir la responsabilidad de optimizar el ahorro, 
redistribución y seguro para la vejez entre varios pilares, basados en dos o tres pilares, uno 
público de beneficios definidos que se financia con impuestos y se limita a la población más 
pobre, un pilar de contribución definida obligatorio, y un tercer pilar de ahorro voluntario 
para proveer protección a personas de altos ingresos que deciden cotizar. 
Para la administración de estos regímenes pensionales en Colombia y para garantizar el 
reconocimiento de las pensiones a quienes tienen el derecho de acceder al disfrute de esta 
prestación, se han creado fondos pensionales tanto públicos como privados, y entidades 
públicas, que frente a la dispersión y variedad de funciones se vuelve compleja la 
comprensión del mismo sistema para el afiliado, como de las ventajas o desventajas de 
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pertenecer a uno u otro régimen. Tampoco se ha determinado con alguna precisión 
cuantificada el efecto de aplicar las nuevas normas contables, es decir, las NIIF para las 
empresas que cotizan y las Normas Internacionales de Contabilidad del Sector Pública, para 
las entidades de Gobierno General frente al monto actualmente reconocido en la 
contabilidad. 
Dada esta particularidad del sistema colombiano y teniendo en cuenta la normatividad 
vigente para el reconocimiento contable del pasivo pensional por parte del sector público, 
que incluye a las empresas de propiedad estatal o de aquellas sociedades de economía mixta 
con una participación mayoritaria1 del Estado, que se permite un reconocimiento gradual o 
diferido de este pasivo, no se cuenta con análisis específicos que determinen el impacto que 
tendría la aplicación de esta nueva normatividad. 
1.1.3. Sistematización del problema 
Frente a lo planteado como síntomas y causas del problema se estructuran las siguientes 
preguntas para sistematizar el problema a investigar: 
¿Cómo ha sido el desarrollo de la normatividad contable a nivel mundial y nacional para 
el cálculo y reconocimiento de las obligaciones pensionales derivadas de la evolución de la 
seguridad social?   
¿Cuál es el efecto en el valor del pasivo pensional del Balance General del Sector Público 
Colombiano y en especial en la empresa ECOPETROL y en su patrimonio al aplicar las 
normas internacionales de información financiera? 
1.1.4. Planteamiento del problema 
Con base en lo señalado anteriormente, el problema de investigación se plantea con la 
siguiente pregunta:  
¿Cuál es el efecto de la aplicación de las normas internacionales de información financiera 
en la medición, reconocimiento y presentación del pasivo pensional del sector público 
colombiano, específicamente en la empresa Ecopetrol S.A.? 
Como parte del desarrollo de la investigación, se indagará sobre: ¿cuáles son los 
antecedentes de la normatividad contable en materia de pensiones? ¿Qué debates teóricos se 
han planteado a nivel mundial en relación a esta compleja situación, derivada de los 
esquemas de protección social a la humanidad?  
                                                           
1 En Colombia, las empresas de economía mixta cuya participación del Estado es del 50% o más, se rigen por la regulación contable 




Teniendo en cuenta el planteamiento del problema de investigación, el pronóstico 
señalaría que la falta de estudios específicos en el país no han permitido establecer con 
claridad el efecto de la aplicación de las NIIF en el cálculo del pasivo pensional del sector 
público, especialmente de las empresas del Estado que tienen a su cargo obligaciones en 
materia de pensiones, lo cual traería como consecuencia, una inadecuada planeación 
financiera estatal y la aplicación indebida de la normatividad. 
No se visualiza el impacto que tendría la aplicación de estos estándares internacionales 
en el tamaño del pasivo pensional actual de las empresas colombianas que aún reconocen 
pensiones, tanto del sector público como privado, lo cual traerá consecuencias insospechadas 
o no advertidas, con la suficiente claridad, cuando se estén aplicando estos estándares en el 
país. 
La falta de estudios concretos sobre los impactos no ha permitido el desarrollo de 
propuestas claras que señalen la modificación de la normatividad aplicable, desde lo 
administrativo o desde lo tributario, lo cual traerá como consecuencia una situación compleja 
en la aplicación de estándares contables que pueden estar en contraposición con la 
normatividad jurídica y tributaria del país, y que podrían entrar en contradicciones con dicha 
regulación, presentándose  dificultades de índole operativo y costos incrementales en las 
empresas para atender las diferentes regulaciones. 
1.1.6. Control al pronóstico 
Con el pronóstico así planteado, se requieren de soluciones eficaces que permitan 
visualizar el efecto patrimonial contable por la aplicación de las NIIF en el balance del 
gobierno y en el de las empresas de propiedad del Estado. 
Este trabajo de investigación aportará elementos específicos que permitirá analizar las 
modificaciones que en materia de normatividad administrativa y tributaria se requiere, para 
que las empresas colombianas no se vean incursas en procesos de liquidación, por el efecto 
patrimonial del reconocimiento del pasivo pensional con los nuevos estándares contables. 
1.2. Objetivos de la investigación 
1.2.1. Objetivo General 
Determinar el efecto contable patrimonial en el sistema pensional del sector público 
colombiano por la aplicación de los estándares internacionales de contabilidad, tomando 




1.2.2. Objetivos específicos 
 Presentar los antecedentes y la evolución del análisis teórico y conceptual de la 
normatividad contable en materia de pensiones a nivel internacional. 
 Presentar las Normas Internacionales de Información Financiera (NIIF) y la Norma 
Internacional de Contabilidad del Sector Público (NICSP) vigentes, referidas al 
pasivo pensional de las empresas públicas o privadas. 
 Resaltar la estructura y organización del sistema pensional en Colombia, sus 
regímenes, entidades y funciones. 
 Determinar el impacto en las cifras del pasivo pensional del Balance General del 
Sector Público Colombiano, y específicamente en Ecopetrol como caso de estudio 
aplicado. 
1.3. Variables de la investigación 
1.3.1. Variables independientes 
Para la investigación se han definido las siguientes variables independientes: la 
regulación legislativa del país, las normas contables nacionales y las normas internacionales 
de información financiera.  
En el ámbito nacional en materia legislativa y de regulación contable están: a) La 
Constitución Política, leyes expedidas por el Congreso de la República, Jurisprudencia, el 
Plan Único de Cuentas para comerciantes aprobado por el Decreto 2649 de 1993 y el 
Régimen de Contabilidad Pública de la Contaduría General de la Nación.  
En el ámbito internacional se cuenta con: Las Normas Internacionales de Información 
Financiera – NIIF y la NIIF para Pymes expedidas por el IASB, el Manual de Estadísticas 
de las Finanzas Públicas del FMI y las Normas Internacionales de Contabilidad para el 
Sector Público expedidas por el IPSASB.  
Todos los referentes contables tanto nacionales como internacionales tienen definidos sus 
propios principios para el procesamiento de la información financiera y contable referidos a 
los pasivos pensionales. 
1.3.2. Variables dependientes 
Corresponden al estudio de los antecedentes de la normatividad contable pensional, los 
debates en cuanto a la medición, reconocimiento y presentación del pasivo, a la estructura y 
organización del Sistema Pensional en Colombia, la normatividad contable nacional e 
internacional sobre el reconocimiento del pasivo pensional y la medición del impacto en la 
masa patrimonial del sector público y particularmente de la Empresa Ecopetrol S.A. 
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1.4. Sujeto de investigación 
1.4.1. Universo y muestra de investigación 
 Universo: Antecedentes y evolución de la normatividad contable en materia 
pensional a nivel internacional, y su impacto en el sistema pensional colombiano. 
 Muestra: El pasivo pensional de la empresa colombiana de petróleos Ecopetrol 
S.A, y su tratamiento contable vigente y su impacto con la aplicación de los 
estándares internacionales. 
1.4.2. Descripción y definición del sujeto 
El sujeto principal de la presente investigación es el pasivo pensional del sector público 
colombiano y su impacto por la aplicación de las normas internacionales de información 
financiera, y el sujeto secundario o el que se toma como caso específico es la empresa estatal 
Ecopetrol S.A.  
El Sistema Pensional Colombiano está conformado por dos regímenes: a) El Régimen de 
Prima Media con Prestación Definida – RPM, administrado por el sector público, y b) el 
Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad-RAIS, administrado por empresas privadas. 
Los dos regímenes garantizan el derecho fundamental a la seguridad social en pensiones a 
la que tienen derechos las personas afiliadas y cumplen los requisitos señalados por las 
diferentes normas que regulan esta prestación social. 
Ecopetrol S.A., según se señala en su página WEB es una Sociedad de Economía Mixta, 
de carácter comercial, organizada bajo la forma de sociedad anónima, del orden nacional, 
vinculada al Ministerio de Minas y Energía, de conformidad con lo establecido en la Ley 
1118 de 2006, regida por los Estatutos Sociales que se encuentran contenidos de manera 
integral en la Escritura Pública No. 5314 del 14 de diciembre de 2007, otorgada en la Notaría 
Segunda del Círculo Notarial de Bogotá D.C., modificados por la Escritura Pública No. 560 
del 23 de mayo de 2011, otorgada en la Notaría Cuarenta y Seis del Círculo Notarial de 
Bogotá D.C., la Escritura Pública No. 666 del 7 de mayo de 2013, otorgada en la Notaría 
Sesenta y Cinco del Círculo Notarial de Bogotá D.C. y la Escritura Pública No. 1049 del 19 
de mayo de 2015, otorgada en la Notaría Segunda del Círculo Notarial de Bogotá D.C. 
1.4.3. Caracterización del sujeto 
Con la Ley 100 de 1993 se crea un sistema de seguridad social integral, en el cual el 
Estado es quien lo dirige, coordina y controla; tiene como propósito procurar el bienestar y 
el mejoramiento de la calidad de vida del individuo y la comunidad, mediante la protección 
de las contingencias que los afectan, especialmente las que menoscaban la salud y la 
capacidad económica.  
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El artículo 10 de la Ley 100/93 señala que el Sistema General de Pensiones (SGP), tiene 
como objeto el de garantizar a la población el amparo contra las contingencias derivadas de 
la vejez, la invalidez y la muerte, mediante el reconocimiento de las pensiones y prestaciones 
señaladas en la ley, así como procurar la ampliación progresiva de la cobertura a los 
segmentos de población no cubiertos con un sistema de pensiones.  
Para el cumplimiento de este objeto la ley organiza el sistema bajo la existencia de dos 
regímenes solidarios excluyentes pero que coexisten: (i) el régimen solidario de prima media 
con prestación definida - RPM y (ii) el régimen de ahorro individual con solidaridad - RAIS, 
con la afiliación libre y voluntaria a cualquiera de los dos, pero eligiendo únicamente uno de 
ellos, con posibilidad de traslados entre uno y otro, cumpliendo  los requisitos señalados en 
el literal e) del artículo 13 de la Ley 100 de 1993. 
Como lo señala la empresa en su página WEB: “Actualmente Ecopetrol S.A. es la 
empresa más grande del país con una utilidad neta de $15,4 billones registrada en 2011 y 
la principal compañía petrolera en Colombia. Por su tamaño, pertenece al grupo de las 40 
petroleras más grandes del mundo y es una de las cuatro principales de Latinoamérica”.  
1.5. Objeto de la investigación 
1.5.1. Definición objeto de la investigación 
El objeto de la investigación es el efecto contable patrimonial en el sistema pensional del 
sector público colombiano por la aplicación de las Normas Internacionales de Información 
Financiera referidas al pasivo pensional, con un análisis conceptual y teórico de los 
antecedentes de esta compleja regulación contable. 
Hace parte del objeto de la presente investigación, medir el impacto patrimonial en el 
Balance General del Sector Público y en una empresa colombiana que presente carga 
pensional en su información contable, para lo cual se tomará como referencia una empresa 
colombiana del sector público, como es Ecopetrol S.A., que permita visualizar el cambio 
patrimonial que se produce con la aplicación de la normatividad internacional contable. 
1.6. Justificación de la tesis 
1.6.1. Justificación práctica 
 La investigación presentará los antecedentes de la regulación en materia pensional a 
nivel internacional, los grandes debates presentados para calcular esta obligación, su 
reconocimiento y presentación en los estados financieros; adicionalmente, integrará la 
normatividad contable vigente, tanto de los estándares internacionales del IASB como la 
regulación nacional, y todo el proceso de armonización y adopción que viene llevando a 
cabo en el país. 
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La investigación se justifica en la medida que es necesario presentar la estructura del 
sistema pensional del país, conformada por una gran cantidad de entidades, organismos y 
fondos que participan de su proceso, situación que trae como consecuencia la falta de 
comprensión de lo que cada una de ellas realiza dentro del sistema, y la norma contable que 
se debe aplicar con la adopción de los estándares internacionales.  
La investigación establecerá en términos prácticos el impacto patrimonial de la aplicación 
de las NICSP 25 y 26 denominadas: “beneficios a los empleados” y “planes de beneficio por 
retiros”, respectivamente, en el Balance General del Sector Público Colombiano y, en forma 
específica, el impacto en la empresa estatal ECOPETROL S.A, por la aplicación de las 
Normas Internacionales de Información Financiera, NIC 19 – Beneficios a empleados, en lo 
relacionado con el pasivo pensional. 
1.6.2. Justificación metodológica 
La investigación realizará una exploración bibliográfica del origen o génesis de esta 
normatividad en materia pensional, señalando los organismos internacionales que se han 
preocupado por el tema, sus debates conceptuales y dificultades teóricas, y presentará los 
modelos de reconocimiento vigentes en las normas actuales, definidos en las normas del 
IASB tales como las NIC 19 - Beneficios a los empleados y NIC 26 – Contabilización e 
Información de Planes de Beneficios por retiro, que aplicarían a Ecopetrol S.A. De igual 
forma se presentará el modelo del IPSASB, específicamente la NICSP-25-Beneficios a 
Empleados que aplica a las entidades de gobierno, distintas a las empresas. 
 A partir de estos referentes se hará la medición del impacto patrimonial en el Balance 
del Sector Público y en el de la Empresa Ecopetrol S.A., tomando la información contable 
reportada y consolidada por la CGN. 
1.6.3. Justificación teórica 
La aportación teórica de la presente tesis es el conocimiento detallado de los antecedentes 
de la regulación contable pensional, a través de la exploración de los estudios que 
organismos internacionales, especialmente de los Estados Unidos de América han realizado 
sobre el tema.  
De igual manera es un aporte importante de la investigación conocer el impacto 
patrimonial en el Balance del sector público colombiano y de Ecopetrol en particular, que 
permita una planeación financiera adecuada para atender estas obligaciones fiscales que 
impactan el presupuesto nacional. 
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El presente estudio brindará herramientas reales para determinar si las normas de 
contabilidad internacionales referidas a obligaciones pensionales de largo plazo, tienen 
incidencia en el patrimonio de las empresas colombianas. 
1.6.4. Justificación ética 
El estudio pretende mostrar la realidad de la organización del sistema pensional y contable 
de las obligaciones pensionales en el país, la incidencia patrimonial de las normas 
internacionales de información financiera, sin entrar a hacer juicios de valor en el caso 
específico de las empresas seleccionadas. Por ello, guardando una dimensión ética se 
presentará la información que se ajuste a las necesidades de la tesis, sin pretender causar 
ningún inconveniente por lo manifestado. 
1.7. Limitaciones de la investigación 
1.7.1. Descripción de las limitaciones 
Por tratarse de una investigación de corte teórico y práctico, sus resultados y conclusiones 
son aplicables tanto para el gobierno como para cualquier empresa privada o pública que 
tenga a su cargo el reconocimiento de una obligación pensional, en apego a las normas 
vigentes. No obstante, será un gran reto disponer de suficiente información para realizar este 
tipo de investigaciones, siendo esta la principal limitación. 
1.7.2. Fundamentación de las limitaciones 
En primer lugar, las empresas estatales y las entidades de gobierno revelan muy poca 
información en las notas a los estados financieros sobre este tipo de obligaciones 
pensionales, como se observan en los diferentes reportes que se presentan a la CGN y algunas 
son renuentes a suministrar información solicitada con fines académicos, lo cual puede 
dificultar el desarrollo de la investigación. No obstante, será un propósito de la investigación 
allegar toda la información posible para realizar un trabajo importante que sirva de sustento 
teórico y práctico a las empresas que tienen dentro de sus obligaciones de largo plazo, el 
reconocimiento de pensiones, y como un soporte para futuras modificaciones a la estructura 
y organización del sistema pensional en Colombia. 
De otra parte, dado el sistema pensional adoptado en Colombia, después de la Ley 100 
de 1993, son escasas las empresas que aún conservan pasivos pensionales, por cuanto 
realizaron la normalización pensional a través de conmutaciones pensionales que la Ley 550 
de 1999 y el Decreto 1260 de 2000, les permitió realizar.  
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1.8. Metodología de la investigación  
1.8.1. Definición y fundamentos del método del caso 
Teniendo en cuenta  el planteamiento del problema y los objetivos del mismo, la 
investigación a desarrollar, de tipo cuantitativo, utilizará una combinación de los métodos 
exploratorio, descriptivo y explicativo, de un conjunto de situaciones alrededor del tema de 
la regulación del pasivo pensional a nivel internacional y en el país, su evolución y 
organización actual, para establecer el impacto patrimonial que puede tener la aplicación de 
las normas internacionales de información financiera referidas al tema, dadas las diferencias 
existentes en el reconocimiento contable. 
Se trata de una investigación que utilizará adicionalmente la metodología de caso, para 
observar los planteamientos teóricos expuestos y comprobar en forma cuantitativa la 
incidencia en el patrimonio de una empresa, en particular, las diferencias en el 
reconocimiento de las obligaciones pensionales entre la norma local y las normas 
internacionales de información financiera. 
El alcance del caso, se puede catalogar de genérico en la medida que sirve para un análisis 
ilustrativo de lo que puede acontecer en las empresas colombianas. 
Se mostrarán los resultados de una empresa del sector público, como es el caso de 
Ecopetrol, que permitan visualizar los impactos o efectos en el patrimonio con la aplicación 
de las normas internacionales de información financiera. 
1.8.2. El Método de Caso en la investigación 
El estudio de caso se utiliza como una estrategia de investigación para comprender las 
dinámicas presentes en contextos singulares, desempeñando un papel importante que 
permite obtener un conocimiento más amplio de los fenómenos actuales y para generar 
nuevas teorías. 
Un estudio de caso es “una investigación empírica que estudia un fenómeno 
contemporáneo dentro de su contexto de la vida real, especialmente cuando los límites entre 
el fenómeno y su contexto no son claramente evidentes. (…) Una investigación de estudio 
de caso trata exitosamente con una situación técnicamente distintiva en la cual hay muchas 
más variables de interés que datos observables; y, como resultado, se basa en múltiples 
fuentes de evidencia, con datos que deben converger en un estilo de triangulación; y, también 
como resultado, se beneficia del desarrollo previo de proposiciones teóricas que guían la 
recolección y el análisis de datos”. (Yin, 2009, p.13) 
El caso que se analiza con la presente investigación es de mucha actualidad y tiene que 
ver con el proceso de convergencia contable que se adelanta en el país, y de este estudio se 
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pueden establecer importantes conclusiones para las empresas en Colombia que tienen 
dentro de su situación financiera una carga pensional derivada del ordenamiento jurídico 
colombiano, pero que no era reconocida contablemente, de la forma que hoy lo exigen los 
estándares internacionales aplicables en cada caso. 
1.8.3. Discusión del Método de Casos en la investigación 
Las sociedades de economía mixta con participación mayoritaria del Estado, se rigen 
contablemente por las disposiciones o normas contables expedidas por el Contador General 
de la Nación, por cuanto hacen parte del sector público, como es el caso de la Empresa 
ECOPETROL S.A, cuyas normas a aplicar están contenidas en el Régimen de Contabilidad 
Pública.  
Al Régimen de Contabilidad Pública fueron incorporadas las NIIF para su aplicación por 
las empresas estatales que cotizan en un mercado de valores, mediante la Resolución 743 de 
2013, como es el caso de Ecopetrol S.A, quien las viene aplicando a nivel local a partir del 
1º de enero de 2014 en transición y partir del 1º de enero de 2015 en aplicación plena, como 
se señaló anteriormente. 
Si se compara el marco normativo contable anterior y el de las NIIF, se advierten 
diferencias en los criterios de reconocimiento, medición, revelación y presentación de la 
información contable, y utilizando el método de casos se hará un análisis crítico a estas 
diferencias que permita establecer los impactos en la posición financiera de la empresa 
analizada, para adoptar las decisiones financieras y contables que sean pertinentes para 
acoplarse a estos nuevos lineamientos contables a aplicar. 
1.8.4. Técnicas e Instrumentos de investigación 
Para el desarrollo de la presente investigación se utilizan diversos instrumentos, así: 
 Fuentes Primarias. Corresponden a información relacionada con la evolución de la 
regulación en materia pensional a nivel internacional; la regulación que permitan 
describir la organización y estructura del sistema pensional colombiano; los informes 
financieros, informes de gestión, notas a los estados financieros presentados por la 
empresa analizada; el análisis de las NIC 19 y 26, la Sección 28 – NIIF para Pymes, 
la NICSP 25; de los Decretos 2649 y 2650 de 1993 y el Régimen de Contabilidad 
Pública. 
 Fuentes Secundarias. Se utilizarán técnicas como son la recopilación documental y 
de datos a través del análisis estadístico de los mismos. La recopilación documental 
se refiere a que se han allegado diversos artículos y estudios sobre el tema, 
especialmente sobre los antecedentes del tema pensional en Colombia, su 
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organización y desarrollo. De igual manera se han recopilado textos que muestran la 
situación pensional en otros países que describen diferencias con el modelo 
colombiano. 
1.8.5. Tratamiento de los resultados 
El resultado de la investigación será entregado a la Universidad Libre para ser objeto de 
publicación, con el propósito de darlo a conocer tanto a los organismos emisores de normas 
contables, al Consejo Técnico de la Contaduría Pública, a la Contaduría General de la Nación 
y a la academia en general, para servir de documento para futuras investigaciones sobre el 
tema. 
1.9. Marco de Referencia 
La Ley 1314 de 2009 marcó un hito importante en el desarrollo de la contabilidad en 
Colombia, introduce al país en el proceso de convergencia contable internacional que se 
viene dando a nivel mundial, como respuesta a la necesidad de contar con información 
comparable y preparada sobre bases uniformes, para atender los procesos de globalización 
económica. 
Este trabajo se desarrolla tomando como base las teorías de contabilidad internacional, 
con énfasis en las características de los sistemas contables, referidos a las obligaciones 
pensionales de las empresas, en cuyo tratamiento contable juega un papel determinante la 
organización de los sistemas pensionales de cada país. 
1.9.1. Antecedentes de la regulación contable internacional 
Diferentes estudios comparativos realizados de las prácticas contables entre países 
determinaron la existencia de una diversidad contable, en aspectos como la revelación de la 
información, metodologías de valoración, estructuras de los estados financieros, 
reconocimiento de intangibles, provisiones, entre otros.  (Ivanovich, Peña, & Torres, 2011). 
A medida que los mercados comenzaron a expandirse y ser más globales, las diferencias 
se fueron convirtiendo en un problema para las operaciones entre las empresas de diferentes 
países, surgiendo así la necesidad de conciliaciones entre la información financiera 
preparada con normas locales en cada país y los US GAAP de Estados Unidos, por ser de 
las principales economías del mundo, y quien tenía estructurado un sistema contable 
altamente normado y cuya práctica profesional y sus agremiaciones alrededor de la profesión 
tienen gran influencia en el desarrollo económico del país.  (Ivanovich, Peña, & Torres, 
2011). 
La necesidad de tener principios de contabilidad consensuados que fuesen utilizados por 
las empresas que tienen actividades internacionales y que permitan los ejercicios de 
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comparabilidad entre empresas de diferentes jurisdicciones, con criterios comunes para los 
inversores, reguladores y supervisores se empieza a organizar grupos de trabajo para este 
propósito. A finales de la década de 1960 los organismos que dictaban normas contables en 
Estados Unidos, en Gran Bretaña y en Canadá organizaron un grupo de trabajo para estudiar 
la posibilidad de acordar unos principios contables comunes.  
Esta labor realizada por este grupo condujo a la creación del Comité de Normas 
Internacionales en el mes de junio de 1973, conocido como el International Accounting 
Standards Committe – IASC, como una entidad privada e independiente, con el objetivo de 
publicar estándares de contabilidad de uso obligatorio en la preparación de los estados 
financieros. 
Este organismo trabajó en la preparación y discusión delas Normas Internacionales de 
Contabilidad – NIC, que hasta el año 2001 había publicado 41 Normas. A pesar de este gran 
trabajo técnico, y algunos países europeos y Estados Unidos se mostraban reacios a aceptar 
las NIC como sustitutas legítimas de sus propios principios o como alternativas viables. La 
SEC se mostraba particularmente recelosa al IASC, porque le preocupaba que fuera 
demasiado vulnerable a las influencias políticas, especialmente de la Comisión Europea. 
(Davies & Green, 2008).  
Con el propósito de lograr mayor confianza en el trabajo el IASC entra en un periodo de 
diseño de una nueva estructura que le permitiera aislar las influencias políticas que podían 
darse en las personas que debían señalar los principios contables internacionales. Fue así 
como se estableció la Fundación IASC en marzo de 2001, quien debía actuar como la matriz 
de un nuevo Consejo de Normas Internacionales de Contabilidad, el IASB por sus siglas en 
inglés del International Accounting Standard Board, dotado de recursos y con sede en 
Londres. 
El IASB está comprometido en el desarrollo, para el interés público, de un conjunto de 
normas generales de contabilidad de elevada calidad, que exijan transparencia y 
comparabilidad dentro de la información contenida en los estados financieros con propósito 
de información general.  (IFRS Foundation, 2013). 
Se estableció en el 2001 como uno de los componentes del Fundación del Comité de 
Normas Internacionales de Contabilidad, denominada hoy Fundación IFRS. Consta de 16 
miembros de tiempo completo NIIF.  Tiene como responsabilidad la aprobación de las 
Normas Internacionales de Información Financiera (NIIF) y los documentos que se 
relacionan con ellas, tales como el Marco Conceptual para la Preparación y Presentación de 
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los Estados Financieros, los proyectos de norma y otros documentos de discusión. (IFRS 
Foundation, 2013). 
1.9.2. Antecedentes normativos nacionales 
1.9.2.1. Sector privado 
Hablar de los antecedentes normativos contables del país, es hacer un ejercicio de 
retrospección histórica de la evolución de la economía colombiana y de la misma sociedad, 
en la medida que, como lo señala el profesor Sierra, “la contabilidad no se debe ver como 
una variable aislada de la sociedad, sino que emerge en un contexto cambiante que involucra 
aspectos económicos, sociales, políticos y culturales”. (2006) 
Algunos autores y entidades que han realizado estudios sobre la evolución de la 
contabilidad en Colombia coinciden en señalar que la metodología adecuada para abordar 
este tema es a través de identificar los principales acontecimientos o hitos contables por los 
que ha transitado la regulación contable del país, la cual obedece a situaciones coyunturales 
internas o a desarrollos de la disciplina a nivel internacional. 
Así por ejemplo, el profesor Ernesto Sierra (2006), propone cuatro periodos para analizar 
la evolución de la contabilidad en Colombia: a) Periodo Hispánico, que abarca 
cronológicamente desde el descubrimiento de América y las primeras normas adoptadas en 
estas tierras colonizadas hasta la expedición del primer Código de Comercio a mediados del 
siglo XIX, año 1853; b) Periodo Patrimonialista, desde 1853 hasta 1918, año en el cual se 
establece el impuesto de renta en el país; c) Periodo Fiscalista, desde 1918 hasta 1986, año 
de expedición del Decreto 2160, primera norma autónoma en materia contable, y d) Periodo 
de Normalización Contable, dese 1986 hasta la fecha.  
Como un aporte a la investigación se hará referencia a los principales acontecimientos 
que se describen en estos periodos, que van desde las ordenanzas de Bilbao, hasta lo que se 
denomina el periodo de normalización contable. 
Periodo Hispánico. Caracterizado por la forma medieval de cultura y economía 
predominante en España, con su sistema feudal, que adaptado a nuevas condiciones se 
traslada a las tierras colonizadas. Por ello, en un principio actuaron en América las leyes e 
instituciones de este país colonizador, que como característica fundamental se tiene el 
proceso de recopilación de leyes de acuerdo con los intereses de los estamentos superiores 
de la Colonia, referidos a la burocracia, altos cargos militares y alto clero. 
Dentro de este proceso de recopilación de normas se estableció el reglamento para 
comerciantes en España de los siglos XVI y XVII, con influencia en América, el cual 
correspondió a las primeras reglamentaciones contables, entre las cuales sobresalen las 
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“Pragmáticas de Cigales”, que establecen llevar los libros de caja y manual, en lengua 
castellana y por partida doble, la guarda de los libros, su valor probatorio y las sanciones a 
comerciantes que incumpliesen las ordenanzas. 
En 1737 aparecen las Ordenanzas de la Universidad Casa de Contratación y Consulado 
de la Ciudad de San Sebastián de Bilbao, conocidas como las “Ordenanzas de Bilbao”, por 
las nuevas condiciones de tipo administrativo y políticas que existían en España, dado el 
cambio de dinastía, con grandes reformas para estimular a la empresa privada, la libertad de 
comercio y restructuración del régimen administrativo y fiscal en las colonias. En materia 
contable, se describen los procedimientos para los mercaderes y tratantes al por mayor y los 
libros que deben llevar, los datos que se deben anotar y las formalidades de estos libros. 
Las Ordenanzas de Bilbao, son consideradas como las precursoras de los códigos de 
comercio, por el valioso aporte al derecho mercantil.  
La llegada de la independencia en América y el establecimiento de la República no 
originaron, en principio, cambios fundamentales de tipo socioeconómico, continuándose con 
el derecho hispano, consagrado en la Constitución, ratificando las Ordenanzas de Bilbao, 
cuya existencia legal prácticamente se da hasta el año 1853, cuando con las nuevas ideas 
económicas liberales se buscó una nueva dirección para la economía del país y una 
adaptación de la legislación mercantil, que exigió la expedición del primer código de 
comercio. 
Periodo Patrimonialista. Marca la evolución del derecho contable colombiano, siendo 
lo importante, la medición del patrimonio del comerciante, y con el Código de Comercio se 
da la ruptura con el periodo colonial, para empezar un proyecto de modernidad para la 
economía del país, implantándose las ideas del liberalismo económico clásico, las ideas 
revolucionarias de la igualdad ante la ley y la liberta de comercio. 
El Código de Comercio, obliga a los comerciantes a llevar “cuenta y razón” de las 
operaciones al menos en tres libros: diario, mayor y de inventarios con el cual formaría el 
balance general, complementando sus registros con libros auxiliares de acuerdo a su 
necesidad de ordenación y claridad en sus operaciones. Se adopta el sistema de contabilidad 
por partida doble y por causación, se señalan sanciones mercantiles y pecuniarias, y los libros 
son medios de prueba en juicios mercantiles. 
La legislación mercantil colombiano continúa atada a la española, la cual también tiene 
influencia de los códigos napoleónicos, inspirados en los principios de libertad, igualdad y 
solidaridad en las relaciones.  
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En 1887 y con la Constitución que consagra al país como un estado unitario y centralista 
se acoge el Código de Comercio del Estado de Panamá como el que regiría en toda la nación, 
pero que corresponde al Código de Comercio Español, con avances con relación al anterior 
en aspectos tales como, los libros de contabilidad como prueba en litigios mercantiles, 
ajustes al libro diario y registro del libro mayor, aparece el libro de inventarios y balances, 
libro de cuentas corrientes. 
La contabilidad tiene una concepción patrimonialista, que parte de la premisa que solo al 
dueño o los accionistas de las empresas les interesa la información contable, por ello, el 
secreto de la contabilidad, y la evolución de la contabilidad en aquel periodo está sujeta a 
situaciones políticas del momento, caracterizadas por una gran inestabilidad en ese orden. 
En 1918 aparece el impuesto a la renta, que caracteriza al periodo fiscalista. 
Periodo Fiscalista. La evolución contable a través de la fiscalidad se centra en el control 
de las rentas y el patrimonio de los contribuyentes con el propósito de cumplir con las 
obligaciones de carácter tributario. 
El país se encuentra frente a un nuevo ideario en lo económico y organizacional, por la 
consolidación de las teorías del intervencionismo del Estado, que exige el fortalecimiento de 
la tributación directa, buscando eficiencia en el recaudo de los impuestos y un mayor control, 
que permitiesen una solución a los desequilibrios fiscales que se enfrentaba, por las guerras 
internas y por la reducción del comercio internacional, para lo cual, la contabilidad jugará 
un papel importante. 
En 1923 llega al país la misión Kemmerer, con expertos en temas fiscales, administrativos 
y bancarios. Esta misión presentó diez proyectos de ley, algunos relacionados con el 
desarrollo contable, de los cuales fueron aprobados ocho, destacando las leyes 42 y 45, sobre 
organización de la contabilidad nacional y la creación de los departamentos de contabilidad 
y contraloría, la primera, y sobre establecimientos bancarios, la segunda.  
Con la crisis mundial de depresión económica de los años 30, el gobierno amplía el 
crédito privado y del Banco de la República buscando la reactivación de los sectores 
agrícola, industrial y de servicios, lo cual favorece, en su crecimiento, a las sociedades 
anónimas, y en 1931 se crea la Superintendencia de Sociedades con la Ley 58, para el control 
de ellas. Las normas sobre estas sociedades señalaban la obligación de conformar sus 
métodos de contabilidad, sus libros y sus balances. Se le autoriza a la Superintendencia de 




El control del impuesto a las ventas, las retenciones en la fuente, exige llevar cuentas 
especiales con técnicas contables incluidas en las normas tributarias.  
En conclusión del periodo fiscalista es de señalar que, a diferencia del modelo 
patrimonialista en el cual la regulación contable se limita a la actuación de dos agentes – el 
propietario y los acreedores- para medir su patrimonio, en el modelo fiscalista interviene un 
tercer agente, el Estado, que buscará defender sus intereses y la recaudación efectiva de los 
impuestos, para lo cual expide normas fiscales, reacomoda la legislación mercantil, señala 
la forma de llevar la contabilidad y los libros necesarios a sus intereses, apoyándose en los 
principios contables, como elementos sustantivos de la contabilidad, para expresar la 
realidad de los hechos económicos en forma transparente. En este contexto, la contabilidad 
formal y sustantiva se consolida a través de la norma fiscal. 
Con la aparición de la primera norma autónoma en el ámbito contable, el Decreto 2160 
de 1986, se empiezan a manifestar ambivalencias e incompatibilidades entre la norma fiscal 
y la contable, originando corrientes de opinión de la debida separación entre la base tributaria 
y la contable, o la adecuación del sistema contable al tributario, o la complementación entre 
las dos. Con este decreto se da inicio a la etapa de normalización contable en el país. 
Periodo de normalización contable. Con la expedición del Decreto 2160 de 1986 se 
inicia a la etapa de normalización contable en Colombia, porque marca el comienzo de la 
autonomía de la contabilidad frente a la fiscalidad y a su ordenamiento, y es punto de partida 
de la evolución de los procesos de normalización y planificación contable en el país, que 
tienen que ver con los procesos de globalización que se vienen impulsando a nivel 
internacional.  
En Colombia significó el paso del modelo sustitutivo de importaciones a uno de libertad 
de mercados, lo cual hace necesaria la flexibilización de los mercados de bienes y servicios, 
el laboral y el de capitales, proceso que inicia entre 1986 y 1995 cuando se expiden las 
grandes reformas en los aranceles, en lo laboral y el sistema de seguridad social, con la 
expedición de la Ley 100 de 1993. 
Con la normalización contable se busca la uniformidad en los sistemas contables y un 
consenso entre la profesión sobre normas más o menos refrendadas por el uso posterior. Por 
tanto, aparecen dos conceptos el de normalización y regulación, el primero es el todo que 
busca armonizar el campo de actuación, el segundo se reduce a la emisión de normas y reglas 
para la práctica de la contabilidad. La normalización aparece condicionando el modelo 
contable y su planificación. 
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En Colombia siempre ha existido una fuerte influencia de las normas internacionales, 
desde las primeras facultades de Contaduría Pública en el país en la década de los cincuenta, 
especialmente por la difusión de literatura contable proveniente de las doctrinas 
norteamericanas. La primera norma autónoma de contabilidad que se promulga bajo este 
criterio es el Decreto 2160 de 1986, fiel reflejo de la obra del profesor Paul Grady, al 
transcribir los presupuestos básicos de las cualidades de la información financiera y las 
normas de contabilidad que constituyen el marco conceptual de la contabilidad, con 
influencia de los modelos continental europeo y anglosajón.  
Otra norma de importancia es el Decreto 2649 de 1993, que reglamenta la contabilidad 
en general y se expiden los principios o normas de contabilidad generalmente aceptados en 
Colombia, convirtiéndose en una aproximación a un estatuto contable, con la totalidad de 
las normas contables expedidas, y viene a ser un paso más en el proceso de la regulación 
contable, sin considerarse una legislación acabada, por cuanto los desarrollos económicos se 
verán reflejados en la normatividad, y por sus características propias este sistema contable 
colombiano se va a diferenciar de esquemas utilizados en otros países.  
Por estos años, en América Latina se empieza a sentir la influencia de la Normas 
Internacionales de Contabilidad – NIC, promulgadas por el International Accounting 
Standards Committee (IASC), a pesar de los niveles de desarrollo de los diferentes países. 
Pero el nivel de internacionalización de la economía y la complejidad para el intercambio va 
a exigir un alto nivel de uniformidad en el manejo de la información con el propósito de 
alcanzar la mejor comprensión de la práctica contable en los diferentes países. 
Se empiezan a desarrollar acuerdos entre organizaciones internacionales responsables de 
la emisión y la auditoría de la información para elaborar un modelo de contabilidad que sea 
aplicable en todo el mundo, para dotar de mayor agilidad a los mercados y evitar obstáculos 
a las empresas que acuden a las bolsas. 
En Colombia la etapa de planificación, como parte del proceso de armonización contable 
evoluciona desde la aparición del Decreto 2195 de 1992, con el cual se define la primera 
versión de un Plan Único de Cuentas conforme a los principios contable de general 
aceptación, el cual se integra por un catálogo de cuentas, con descripciones y dinámicas par 
el uso de las cuentas, con una codificación decimal, el cual se modifica con el Decreto 2650 
de 1993. Con el desarrollo de la actividad económica se van introduciendo cuentas y 
conceptos a través de los decretos 2894 de 1994, 2116 de 1996 y 95 de 1997. 
A través del fenómeno de la globalización, que se extiende por el mundo y abarca todas 
las actividades de tipo económico, financiero y social, hace que la contabilidad adquiera una 
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dimensión desde la teoría de la normalización a través de las fases de regulación, 
planificación y armonización internacional, que lleva a que Colombia piense en reestructurar 
su modelo contable, tanto a nivel privado como en la esfera gubernamental. 
 
Otro referente para el análisis de los antecedentes de contabilidad en Colombia, es el libro 
publicado por la Contaduría General de la Nación titulado “Evolución del proceso de 
planificación contable en Colombia”, con la investigación de los profesores Colmenares, 
Franco y Pulgarín, quienes, en el tema específico de la evolución histórica de la contabilidad 
en Colombia, dividen en tres etapas este desarrollo: etapa prehispánica, del virreinato y la 
República (2008). 
En esta publicación se señala que el proceso de regulación contable en el mundo es de 
larga historia, las entidades están en una constante evolución, así como sus necesidades de 
información; por lo cual los modelos contables y financieros han debido adecuarse a las 
cambiantes exigencias de gestión, control, toma de decisiones y rendición de cuentas. El país 
no ha sido ajeno a esta evolución y la contabilidad ha presentado desarrollos importantes 
desde la época prehispánica hasta la fecha, y a pesar de los errores cometidos, tales como la 
improvisación y la provisionalidad, también se han tenido aciertos. 
Se afirma en esta publicación que la regulación contable, lejos de ser una moda constituye 
una vieja práctica, es así como los desarrollos regulativos de la contabilidad, originados en 
las funciones de vigilancia y control estatal, inician el camino por la emisión de normas 
generales, avanzando al establecimiento de formularios oficiales de información, para 
concluir, en la adopción de planes únicos de cuentas. En Colombia la regulación contable 
constituye una larga tradición originada en el intervencionismo de Estado y el ejercicio de 
sus funciones de control y vigilancia. 
La etapa prehispánica, analiza la función contable de las comunidades indígenas 
americanas, y sus formas de intercambio originadas por la producción de excedentes, entre 
tribus. La etapa del virreinato comienza con el descubrimiento de América y se extiende 
durante el periodo de dominación de España, hasta la independencia. En este periodo se 
impuso la cultura española en las colonias americanas y por tanto las costumbres mercantiles 
y las prácticas contables vigentes en dicho país, con instituciones socioeconómicas que 
marcan el carácter feudal con que se inicia y mantiene la economía durante la Colonia, como 
por ejemplo la “encomienda”, o el pago de tributos denominados “demora”, complementado 
con relaciones de esclavismo, por la importación masiva de negros de África. 
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La época de la República, se inicia con la independencia, la cual en principios no implicó 
modificaciones en las estructuras sociales de la Colonia, por cuanto la aristocracia 
terrateniente no dejó cambiar las formas económicas vigentes, y tomó el control del 
Gobierno ocupando los puestos y privilegios hasta entonces de la Corona, con una gran 
influencia de la ilustración francesa.  
Se presenta un recuento cronológico de los principales acontecimientos que tuvieron 
influencia en el desarrollo contable del país, especialmente en el tema de la creación de 
universidades o escuelas para la enseñanza de los temas mercantiles o de comercio. Los 
principales hechos descritos tienen similitud con lo señalado por el profesor Sierra en el 
documento descrito anteriormente. 
Para finalizar el tema de la evolución contable en Colombia, en el año 2009 el Congreso 
expide la Ley 1314, denominada ley de convergencia a normas internacionales, con la cual 
se plantea un proceso para que el país adopte las  mejores prácticas en materia de 
contabilidad internacional, tema que se desarrolla en el siguiente numeral referido al modelo 
contable nacional que actualmente se encuentra vigente y en desarrollo del proceso de 
armonización con las normas internacionales de información financiera. 
1.9.2.2. Sector Público 
Siguiendo al profesor Ernesto Sierra, en Colombia el proceso de difusión e implantación 
de las normas de contabilidad pública fue de difícil ejecución, dado el conflicto de intereses 
entre lo público y privado y la poca preparación de los miembros de los gobiernos locales y 
las dificultades técnicas para implantar las doctrinas contables a realidades específicas. 
El profesor Sierra, en el libro Contabilidad Gubernamental, publicado por la Escuela 
Superior de Administración Pública – ESAP (2008), identifica cuatro periodos de evolución 
de la contabilidad pública: 1) el periodo colonial y republicano, atado al pasado colonial, 
que comprende desde la llegada de los españoles a América y el registro de las transacciones 
efectuadas por ellos con el sistema de cargo, hasta 1847 con las ideas liberales de la naciente 
burguesía y que representa una ruptura de las ataduras coloniales; 2) el periodo de 
consolidación de la república que abarca desde 1847, año que se considera la ruptura de la 
tradición normativa de la contabilidad pública de la colonia, hasta 1923 con la creación del 
departamento de contraloría, de ascendencia anglosajona, propuesta por la misión 
Kemmerer, y la desaparición de la corte de cuentas de origen francés.; 3) el periodo de 
modernización del Estado, propuesta de la misión Kemmerer sobre la organización de la 
contabilidad nacional, comprende desde la promulgación de la Ley 42 de 1923, hasta la 
expedición del primer Plan General de Contabilidad Pública – PGCP, modelo 
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eminentemente patrimonialista en el año 1995; y 4) La contabilidad patrimonialista en el 
sector público, que comienza con la expedición del primer PGCP en el año 1995, 
materialización de la propuesta de la reforma constitucional de 1991 sobre la creación de la 
figura del Contador General de la Nación, hasta el presente. 
A partir de 1991, se empieza a desarrollar el modelo contable del sector público en 
Colombia, con la creación de la figura del Contador General de la Nación, a quien la 
Constitución de dicho año le encargó la misión de expedir la regulación contable de este 
sector, labor que ha venido desarrollando con la creación a partir de 1996 de la institución 
Contaduría General de la Nación, con la Ley 298. 
El desarrollo de la contabilidad del sector público a partir de la Constitución de 1991 se 
presenta en el siguiente numeral, cuando se hace un análisis somero del modelo contable 
nacional, y las principales normas referidas al tema de la investigación, es decir el de la 
seguridad social en pensiones, su tratamiento contable y el impacto en la información 
financiera del sector público colombiano. 
1.9.3. Marco Teórico 
Sin dudas, el estudio de la normativa contable internacional es uno de los temas que 
mayor interés ha despertado para la investigación contable, tanto a nivel internacional como 
en el país. Para la presente investigación se ha escogido el tema del “pasivo pensional”, por 
considerarlo de mucha trascendencia, en la medida que la forma como está organizado el 
Sistema Pensional en Colombia, obliga a mirar el efecto de la aplicación de los estándares 
internacionales de contabilidad en las entidades que hacen parte de este sistema, 
especialmente del sector público. 
Para el sector público es importante, porque tiene que ver con el tema de la seguridad 
social, tema que ha sido incorporado en la regulación expedida por la Contaduría General de 
la Nación, desde la expedición del primer Plan General de Contabilidad Pública en el año 
1995, y que hasta el día de hoy genera discrepancias e incertidumbres su tratamiento 
contable. 
1.9.3.1. Modelo contable internacional  
Las normas internacionales de información financiera expedidas hasta la fecha, enmarcan 
el concepto de “Beneficios a los empleados”, en el cual incluyen el tema del pasivo 
pensional, agrupándole en el denominado “Beneficios post-empleo”.  
Las normas de contabilidad internacional referidas al pasivo pensional, tienen una gran 
evolución, desde los años 40, especialmente en los Estados Unidos de América donde 
tuvieron un fuerte debate conceptual y teórico que se traslada hasta la transformación 
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creación del IASC al IASB en el 2001. La investigación retomará estos debates para 
enriquecer los fundamentos conceptuales contables en torno al tema del pasivo pensional. 
Las normas vigentes corresponden a la NIC 19-Beneficios a los empleados, la NIC 26 - 
Contabilización e Información Financiera sobre Planes de Beneficio por Retiro Estas normas 
han sido expedidas por el IASB, con un interés específico para el sector empresarial privado 
y empresas estatales. De igual manera, se tiene la NICSP 25 – Beneficios a los empleados, 
norma expedida por el IPSASB del IFAC, para el sector de entidades de gobierno, distintas 
a las empresas. 
Es importante destacar el aporte realizado por el Fondo Monetario Internacional – FMI 
en el Manual de Estadísticas de las Finanzas Públicas, al definir un tratamiento contable 
especial, como contingencias, para el tema de las obligaciones pensionales, y les pide a los 
países miembros este tratamiento al preparar el Balance del Gobierno General a efectos 
estadísticos. 
Cada una de estas normas y orientaciones será presentada en cuanto a su estructura, 
objetivos, alcance, reconocimiento, medición, presentación y revelación en los siguientes 
capítulos correspondientes. Por ahora, interesa conocer sobre estos organismos reguladores 
en materia contable. 
1.9.3.2. Modelo contable nacional 
Es importante señalar que, en los indicios de adopción de las normas internacionales de 
contabilidad, en Colombia se presentan con la promulgación de la Ley 550 de 1999, 
conocida como ley de Intervención Económica, que en su artículo 63 establece:  
Armonización de las normas de contabilidad, auditoría y revisoría fiscal con los usos y 
reglas internacionales. Para garantizar la calidad, suficiencia y oportunidad de la información 
que se suministre a los asociados y a terceros, el gobierno nacional revisará las normas 
actuales en materia de contabilidad, auditoría, revisoría fiscal y divulgación de información, 
con el objeto de ajustarlo a los parámetros internacionales y proponer al Congreso las 
modificaciones pertinentes. (Congreso de la República, 2015). 
El 13 de julio de 2009, el Gobierno colombiano sanciona la Ley 1314, la cual regula la 
convergencia de las normas contables nacionales hacia normas internacionales y el 
aseguramiento de la información financiera. Con esta ley, el gobierno colombiano le asignó 
al Consejo Técnico de la Contaduría Pública (CTCP), la importante labor de normalización 
contable, para que identifique las mejores prácticas contables a nivel internacional, y que 
mediante un debido proceso y  conjuntamente con las universidades del país, organismos 
estatales, empresas del sector privado y contadores independientes, presente un estudio que 
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oriente el camino que se debe seguir frente a la convergencia hacia normas internacionales 
de contabilidad, y presente la recomendación que considere pertinente para la convergencia. 
El CTCP, después del análisis respectivo y la participación de diferentes actores, 
consideró que las normas que reúnen las características de mejores prácticas a nivel mundial 
son Normas Internacionales de Información Financiera – NIIF, expedidas por el IASB, las 
cuales han sido acogidas por los reguladores: Ministerio de Comercio, Industria y Turismo 
y el de Hacienda y Crédito Público, quienes las han acogido a través de los decretos 2784 de 
2012 y 2706 de 2012, 3019, 3022 y 3024 de 2014, con sus respectivas modificaciones. 
Aunque la investigación se dirige al impacto en el sector público, se hará una breve reseña 
del contexto de la regulación contable del sector privado con el fin de comparar los 
desarrollos presentados en el tema del pasivo pensional. 
Para el sector público colombiano, la Contaduría General de la Nación es la entidad que 
tiene la responsabilidad constitucional y legal para expedir la normatividad contable que 
deben aplicar las entidades que hacen parte de la estructura del Estado, incluyéndose la 
normativa referente al pasivo pensional.  
Mediante el artículo 354 de la Constitución Política de 1991 se crea el cargo de Contador 
General de la Nación, el cual señala: “Habrá un Contador General, funcionario de la rama 
ejecutiva, quien llevará la contabilidad general de la Nación y consolidará esta con la de sus 
entidades descentralizadas territorialmente o por servicios, cualquiera que sea el orden al 
que pertenezcan, excepto la referente a la ejecución del Presupuesto, cuya competencia se 
atribuye a la Contraloría. Corresponden al Contador General las funciones de uniformar, 
centralizar y consolidar la contabilidad pública, elaborar el balance general y determinar las 
normas contables que deben regir en el país, conforme a la ley. (…)”. 
Con la Ley 298 de 1996 se desarrolla el artículo constitucional referido y se crea la 
institución denominada Contaduría General de la Nación como una Unidad Administrativa 
Especial adscrita al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, con personería jurídica, 
autonomía presupuestal, técnica, administrativa. En el artículo 4, se señala como una función 
básica para esta entidad: “a. Determinar las políticas, principios y normas sobre contabilidad, 
que deben regir en el país para todo el sector público (…)”. 
Un recuento normativo indica que desde 1995 el Plan General de Contabilidad Pública 
incorporó las cuentas necesarias para el reconocimiento y revelación del pasivo pensional a 
cargo de las entidades contables públicas. En 1998, con el apoyo del Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público se expidió la Circular Externa 024, con la cual se modificó el Catálogo 
General de Cuentas y se definieron los criterios de registro que deben seguir las entidades 
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públicas para el reconocimiento de sus pasivos pensionales, introduciendo aspectos como la 
separación de riesgos.  
A partir del 1º de enero de 2007 cuando entra en vigencia el Régimen de Contabilidad 
Pública, se aplica el “Procedimiento contable para el reconocimiento y revelación del pasivo 
pensional, de la reserva financiera que lo sustenta y de los gastos relacionados”, el cual 
desarrolla con mayor análisis y precisión el tratamiento contable del pasivo pensional en las 
entidades empleadoras y en los fondos de reservas; la conmutación pensional y la reserva 
financiera actuarial. Con la expedición de la Resolución 585 de 2009, se introduce el 
tratamiento contable de los recursos del FONPET que administra el Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público.  
A finales del año 2014 la CGN expide tres normas referidas al tema pensional, las cuales, 
para el caso de las empresas estatales, tendrán vigencia, mientras entran en aplicación los 
marcos normativos que adoptan las normas internacionales de contabilidad: 
a) Resolución 633 que establece el Procedimiento contable para el 
reconocimiento y revelación del pasivo pensional y de los recursos que lo 
financian en las entidades responsables del pasivo pensional.  
b) Resolución 634 que señala el Procedimiento contable para el 
reconocimiento y revelación de los hechos relacionados con los fondos de 
reservas de pensiones. 
c) Resolución 635 que prescribe el Procedimiento contable para el 
reconocimiento y revelación de los hechos relacionados con la gestión de 
pensiones de la Unidad de Gestión Pensional y Parafiscales – UGPP.  
La Contaduría General de Nación viene expidiendo la normatividad contable armonizada 
a Estándares Internacionales de Contabilidad aplicables a las entidades que conforman el 
sector público colombiano, en la cual el tema pensional ocupa un importante papel, dadas 
las características del sistema pensional colombiano. Esta normatividad está contenida en 
las Resoluciones 743 de 2013 que aplica a las empresas estatales que cotizan en el mercado 
de valores y/o que captan o administran ahorro del público, 414 de 2014, aplicable para las 
empresas estatales que no cotizan en el mercado de valores y no captan ahorro del público, 
y la 533 de 2015, que aplica a las entidades gubernamentales. 
En este sentido la investigación hará un análisis detallado de regulación expedida para el 
tema de pensiones y su concordancia con los desarrollos internacionales en esta materia, 
para luego evaluar el impacto o efecto que se presentaría en el Balance del Sector Público y 
de la Empresa Colombiano de Petróleos – Ecopetrol S.A. 
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1.9.3.3. Investigaciones previas 
Las investigaciones en materia pensional que se han realizado en el país se han enfocado 
a describir la situación de crisis del sistema y a proponer alternativas de solución para el 
gobierno, y muy pocas se han detenido a observar el tratamiento contable actual y su impacto 
con los estándares internacionales de contabilidad. 
Dentro de los documentos que apuntan a este primer esquema de investigaciones se 
resaltan en orden cronológico: 
1. La Encrucijada del Sistema Pensional Colombiano: causas de la crisis y 
perspectivas de solución. Fernando Tobón B. Revista Perfil de coyuntura 
económica. Universidad de Antioquia. Octubre de 2003. 
2. Aspectos Sociales y Económicos del Pasivo Pensional Colombiano. Alba Luz 
Ramírez A., María Sulena Ceballos R. y Judy Elena Rodríguez O. Revista Digital 
de Investigación Universitaria-REDIU. Año 1. No. 2. Noviembre de 2006. 
3. El Sistema Pensional en Colombia: retos y alternativas para aumentar la 
cobertura. Fedesarrollo. Abril de 2010.  
4. Las Reformas del Sistema Pensional Colombiano. Cristina Isabel Arrieta 
Mendoza. Fescol. Diciembre de 2011. 
5. Evolución y Alternativas del Sistema Pensional en Colombia. Mauricio 
Santamaría Salamanca y Gabriel Piraquive Galeano. DNP Archivos de 
Economía. Documento 398 de julio de 2013. 
6. El pasivo pensional de Colombia: cálculo de su valor presente neto y 
sensibilidades paramétricas. Documento realizado por ANIF. Septiembre de 
2013. 
Algunos de los trabajos de investigación contable a destacar y referidos al tema pensional 
que apuntan a señalar las diferencias conceptuales entre la normatividad local y las 
establecidas por los estándares internacionales son: 
1. El Sistema Pensional Colombiano: muchas reformas y pocas soluciones, artículo 
publicado por Contraloría General de la República, en la Revista Economía 
Colombiana No. 338, en el año 2013.  
2. Estrategia de convergencia de la regulación contable pública hacia Normas 
Internacionales de Información Financiera (NIIF) y Normas Internacionales de 
Contabilidad del Sector Público (NICSP), texto publicado por la Contaduría 
General de la Nación, en el año 2013. 
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3. Análisis comparativo entre el Régimen de Contabilidad Pública y las NIIF, NIIF 
Pymes y NICSP, Anexo 3, documento publicado por Contaduría General de la 
Nación, en el año 2013. 
4. El ABC de las NIIF, Libro publicado por Ricardo Vásquez y Wilmar Franco 
Franco, por la editorial Legis, en el año 2013. 
Como se ha señalado a partir de julio del 2009, con la Ley 1314, el gobierno colombiano 
le encarga al Consejo Técnico de la Contaduría Pública, el proceso de liderar las propuestas 
sobre emisión de normas para la convergencia a estándares internacionales, lo cual ha 
despertado el interés general en las organizaciones profesionales de contadores públicos y 
en las instituciones de educación superior sobre los impactos de la convergencia a normas 
internacionales de contabilidad. Algunos de esos trabajos tienen en cuenta el tema de 
Beneficios a Empleados, en el cual se incluyen el pasivo pensional, en forma somera y sin 
mucha profundidad, por lo cual, el objeto de la presente investigación es llenar este vacío 
conceptual.  
Un ejemplo de estos trabajos lo constituye el documento publicado por la Pontificia 
Universidad Javeriana, titulado: Comparación entre la norma internacional de información 
financiera para pequeñas y medianas entidades (NIIF para Pyme) y la normativa colombiana, 
en el año 2009, en la Revista Cuadernos de Contabilidad número 27. 
1.9.4. Marco Conceptual 
1.9.4.1. Seguridad social y protección social 
El concepto de seguridad social presenta variaciones y se define teniendo en cuenta los 
objetivos que se persiguen y de su contenido. Son varias las definiciones que se pueden 
establecer sobre este concepto. Para Sir William Beveridge, un plan de seguridad social se 
dirige a derrotar la necesidad en el hombre, lo que puede involucrar una obligación del 
Estado, si se trata de un Estado estructurado constitucional y legalmente en razón del 
beneficio y la protección que pueda proporcionar a sus asociados.  (Puyana, 2010). 
Para J. Pérez Leñero, la seguridad social “es la parte de la ciencia política que, mediante 
adecuadas instituciones técnicas, de ayuda, de previsión o asistencia, tiene por fin defender 
y propulsar la paz y la prosperidad general de la sociedad a través del bienestar individual 
de todos sus miembros”. (Puyana, 2010) 
José María Rengifo, define la seguridad social como “el conjunto de medidas empleadas 
por el Estado para proporcionar paz y bienestar al hombre y liberarle de las contingencias 
sociales que puedan crear un estado de necesidad.”. (Puyana, 2010). 
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Desde el punto de vista de política económica, se afirma que la seguridad social puede 
actuar como un mecanismo idóneo para realizar una redistribución de la riqueza, por cuanto 
busca el desarrollo del hombre, a través del principio de solidaridad nacional, y debe 
cimentar su sostenibilidad en la contribución de los miembros de la comunidad que disponen 
de ingresos y no únicamente de los sectores productivos. 
 Seguridad social desde la Constitución. El artículo 48 de la Constitución 
Nacional señala: 
La Seguridad Social es un servicio público de carácter obligatorio que se prestará 
bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de 
eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos que establezca la Ley. Se 
garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la Seguridad Social (…). 
El Estado garantizará los derechos, la sostenibilidad financiera del Sistema 
Pensional, respetará los derechos adquiridos con arreglo a la ley y asumirá el pago 
de la deuda pensional que de acuerdo con la ley esté a su cargo. Las leyes en materia 
pensional que se expidan con posterioridad a la entrada en vigencia de este acto 
legislativo, deberán asegurar la sostenibilidad financiera de lo establecido en ellas. 
Sin perjuicio de los descuentos, deducciones y embargos a pensiones ordenados de 
acuerdo con la ley, por ningún motivo podrá dejarse de pagar, congelarse o reducirse el valor 
de la mesada de las pensiones reconocidas conforme a derecho (…).  (Chavarro, 2012). 
Del artículo constitucional se puede señalar que la seguridad social en Colombia tiene 
una especial protección por parte del Estado, siendo un servicio obligatorio, y está 
considerado como un derecho social irrenunciable, para el cual se garantizan los recursos 
necesarios que permitan su atención, sobre todo lo relacionado con el sistema pensional. 
 Seguridad social desde la jurisprudencia. En la sentencia C-258 de 2013 la Corte 
Constitucional señala que: “(…) la seguridad social (i) es un servicio público de 
carácter obligatorio que se debe prestar bajo la dirección, coordinación y control 
del Estado, con sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, 
y (ii) es a su vez un derecho constitucional fundamental, a cuyo cumplimiento se 
compromete el Estado, según se infiere del siguiente texto ‘Se garantiza a todos 
los habitantes el derecho irrenunciable a la seguridad social’ en concordancia con 
varios instrumentos del bloque de constitucionalidad”. 
La Sala destaca particularmente la definición propuesta por el Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales -intérprete autorizado del PIDESC- en su Observación 
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General 19, porque recoge los elementos más importantes de la regulación internacional. De 
acuerdo con este documento: 
El derecho a la seguridad social incluye el derecho a obtener y mantener prestaciones 
sociales, ya sea en efectivo o en especie, sin discriminación, con el fin de obtener protección, 
en particular contra: a) la falta de ingresos procedentes del trabajo debido a enfermedad, 
invalidez, maternidad, accidente laboral, vejez o muerte de un familiar; b) gastos excesivos 
de atención de salud; c) apoyo familiar insuficiente, en particular para los hijos y los 
familiares a cargo. (Corte Constitucional, 2013). 
Los sistemas de protección social – FMI. Según el FMI, los gobiernos realizan 
intervenciones sistemáticas en la búsqueda de reducir la carga que representa para 
los hogares e individuos el conjunto de riesgos sociales a los que están expuestos, 
que pueden afectar negativamente el bienestar de los hogares, por las demandas 
adicionales que se generan sobre sus recursos o por la reducción de sus ingresos, 
destinando recursos económicos para la creación de sistemas de protección social, ya 
sean con dinero en efectivo o con recursos en  especie, en forma de prestaciones 
sociales. 
Los sistemas de protección social se clasifican como: a) sistemas contributivos o no 
contributivos, b) sistemas obligatorios o voluntarios, o c) sistemas en que el empleador 
provee cobertura para sus empleados o sistemas en que un gobierno provee cobertura para 
la población general. 
Los sistemas contributivos requieren el pago de contribuciones sociales por parte de los 
beneficiarios o de otras partes en nombre de los beneficiarios con el fin de asegurar el 
derecho a las prestaciones. Estos sistemas se denominan sistemas de seguro social y las 
prestaciones pagadas a través de estos sistemas son las prestaciones de los seguros sociales.  
En el caso de los sistemas no contributivos, el derecho a recibir prestaciones sociales no 
está condicionado al pago de contribuciones por parte de los beneficiarios, ni de otras partes 
en su nombre. Sin embargo, pueden existir otros criterios de elegibilidad, como la prueba de 
necesidad, es decir, que la asistencia se condiciona al nivel de recursos del beneficiario. Estos 
sistemas se denominan sistemas de asistencia social y los beneficios que se pagan a través 
de ellos son las prestaciones de asistencia social. 
Los sistemas de protección social pueden organizarse como sistemas de asistencia social, 
sistemas de seguridad social, o sistemas de seguro social del empleador.  (FMI,  2002). 
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1.9.4.2. Sistema Pensional 
La Ley 100 de 1993, estableció el Sistema de Seguridad Social Integral, formado por un 
conjunto de entidades públicas y privadas, así como por regímenes generales establecidos 
para pensiones, salud, riesgos profesionales y servicios sociales complementarios. 
Al formalizarse dicho régimen se eliminó el monopolio que el Estado ejercía en la 
prestación de los servicios de la seguridad social y se estableció un sistema competitivo, en 
el cual cada individuo puede elegir voluntariamente la entidad que le prestará la atención 
médica o la que le gestionará sus aportes para pensiones. 
La Ley estableció el Sistema General de Pensiones, que tiene como objetivo garantizar a 
la población el amparo contra las contingencias derivadas de la vejez, invalidez o muerte, 
mediante el reconocimiento de una pensión y prestaciones determinadas, así como propender 
por la ampliación progresiva de cobertura a los segmentos de población no cubiertos con el 
Sistema. 
Este sistema está compuesto por el Régimen Solidario de Prima Media con Prestación 
Definida que es administrado por el Instituto de Seguro Social (ISS) y por el de Ahorro y 
Capitalización Individual con Solidaridad, que está a cargo del sector privado representado 
por los Fondos de Pensiones. 
1.9.4.3. Pensión de jubilación 
Antes de entrar en vigencia la Ley 100 de 1993 en materia de pensiones, la 
expresión pensión de jubilación, tenía relación con las prestaciones reconocidas a: (i) los 
empleados públicos, cuyos derechos pensionales eran reconocidos y pagados por Cajanal, 
por cajas especiales; o a (ii) los trabajadores privados cuyas pensiones eran reconocidas y 
pagadas por sus empleadores, siempre que cumplieran con los requisitos exigidos que hacían 
referencia específicamente al “tiempo de servicio”, mientras que la expresión pensión de 
vejez, era un término relacionado con las prestaciones reconocidas por el Instituto de Seguros 
Sociales a los trabajadores privados afiliados a él y cuyos requisitos hacían referencia 
a “semanas cotizadas”, que era el sistema de cómputo previsto en las normas. 
Al entrar en vigencia el Sistema General de Pensiones previsto en la Ley 100 de 1993, 
fueron derogados los anteriores ordenamientos legales, quedando vigentes solamente para 
quienes fueran beneficiarios del Régimen de Transición previsto en el artículo 36 de la 
misma ley.  
De esta forma el sistema de pensiones se unificó para los trabajadores públicos y privados, 
y a partir de su entrada en vigor la contingencia de la vejez sería cubierta por una prestación 
que en todos los casos se denomina pensión de vejez, sin considerar si se trata de empleados 
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públicos o de trabajadores privados, desapareciendo con ello del ordenamiento jurídico 
colombiano en la materia de pensiones la expresión pensión de jubilación. (Corte 
Constitucional, 2010). 
1.9.4.4. Obligación pensional 
El parágrafo 1 del artículo 1 de la Ley 549 de 1999 señala: “Entiéndase por pasivo 
pensional las obligaciones compuestas por los bonos pensionales, el valor correspondiente a 
las reservas matemáticas de pensiones y las cuotas partes de bonos y de pensiones”. 
Según el Decreto Reglamentario 2649 de 1993, artículo 77, el pasivo pensional es el 
conjunto de obligaciones o deudas correspondientes a las reservas de pensiones. Dichas 
deudas pensionales están representadas por las pensiones de jubilación  a favor de personas 
pensionadas o que estén próximas a serlo. 
En el sector púbico, las entidades territoriales, por ejemplo, los municipios y 
departamentos se   encargan de administrar los pasivos pensionales, ya que éstas contemplan 
los recursos estimados que deben tener para pagar a las personas que ya están pensionadas 
y las que están por adquirir ese derecho en los próximos 20 años. 
1.9.4.5. Otras definiciones 
 Beneficios a empleados. Es un concepto establecido desde las normas 
internacionales de contabilidad, las cuales señalan que los beneficios a los 
empleados comprenden todos los tipos de retribuciones que la entidad proporciona a 
los trabajadores a cambio de sus servicios, incluidos administradores y gerentes. 
Una entidad deberá reconocer el costo de todos los beneficios a los que tengan derecho 
sus empleados como consecuencia de los servicios prestados a la entidad durante el periodo 
en forma de gasto; a menos que otra norma determine que el costo debe reconocerse como 
parte del costo de un activo, como por  
 Planes de beneficios post-empleo. Son acuerdos, formales o informales, en los 
cuales una entidad se compromete a suministrar beneficios a uno o más empleados 
tras la terminación de su periodo de empleo. 
 Planes de aportaciones definidas. Son planes de beneficios post-empleo, en los 
cuales la entidad realiza aportaciones de carácter predeterminado a una entidad 
separada (un fondo) y no tiene obligación legal ni implícita de realizar aportaciones 
adicionales, en el caso de que el fondo no tenga suficientes activos para atender los 
beneficios a los empleados que se relacionen con los servicios que éstos han prestado 
en el periodo presente y en los anteriores. 
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 Planes de beneficios definidos. Son planes de beneficios post-empleo diferentes de 
los planes de aportaciones definidas. 
 Pasivo (activo) por beneficios definidos neto. Es el déficit o superávit, ajustado por 
los efectos de limitar un activo por beneficios definidos neto a un techo del activo. 
El déficit o superávit es el valor presente de las obligaciones por beneficios definidos 
menos el valor razonable de los activos del plan (si los hubiera). 
 Ganancias o pérdidas actuariales. Son cambios en el valor presente de la 
obligación por beneficios definidos procedentes de: a) los ajustes por experiencia 
(los efectos de las diferencias entre las suposiciones actuariales previas y los sucesos 
efectivamente ocurridos en el plan); y b) los efectos de los cambios en las 
suposiciones actuariales. 
 Planes de prestaciones por retiro. Son acuerdos en los que una empresa se 
compromete a suministrar prestaciones a sus empleados, en el momento de terminar 
sus servicios o después, ya sea en forma de renta periódica o como pago único, 
siempre que tales prestaciones, o las aportaciones a los mismos que dependan del 
empleador, puedan ser determinadas o estimadas con anterioridad al momento del 
retiro, ya sea a partir de las cláusulas establecidas en un documento o de las prácticas 
habituales de la empresa.  
 Aportaciones a un fondo. Es el proceso de transferencia de los activos del plan a 
una entidad separada (el fondo), para atender al pago de las obligaciones derivadas 
del plan de prestaciones por retiro. 
1.10. Modelo de referencia de la investigación 
1.10.3. Definición y fundamentos del modelo 
Para esta investigación no aplica un marco de referencia explícito, por ser un cambio de 
modelo contable al que debe enfrentarse el país con el proceso de convergencia a estándares 
internacionales, proceso que está apenas en el inicio de su implementación, por tanto, no se 
dispone de suficiente información que amerite tener un marco de referencia con estudios 
concretos sobre este tema. 
Ahora bien, desde lo teórico, se puede señalar que el modelo de referencia de la 
investigación correspondería a un Modelo de Regulación Contable, por cuanto define la 
estructura del sistema, sus componentes y la normatividad jurídica y contable que le aplica 
a cada uno en desarrollo de sus funciones relacionadas con el tema pensional. 
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1.10.4. Presentación del modelo 
En Colombia el modelo de regulación contable es de carácter público, es decir, lo 
confeccionan y velan por su aplicación los estamentos gubernamentales al servicio del 
Estado en forma directa. La regulación contable ha estado en manos de autoridades 
gubernamentales, tales como los organismos de control. No es un solo ente, cada cual ha 
venido expidiendo estándares contables, de acuerdo con sus necesidades y su forma de 
entender el proceso regulatorio, lo que en la práctica ha originado una asimetría en la 
información contable.  (Cano, 2009).   
En el caso del modelo de regulación IASB, se caracteriza así: El IASB impulsa el modelo 
de regulación contable como un conjunto único de normas de carácter mundial de alta 
calidad. La mencionada acción se realiza en favor de la comparabilidad y transparencia de 
la información financiera en el ámbito internacional. La estrategia de IASB y de quienes 
conforman la corriente internacionalista de la contabilidad, es forzar la aceptación del 
modelo de regulación.  (Herrera, 2012). 
Para el sector privado, la regulación estará a cargo de los Ministerios de Hacienda y 
Crédito Público y de Comercio, Industria y Turismo, obrando conjuntamente. El Consejo 
Técnico de la Contaduría Pública, actúa como organismo de normalización técnica. 
Para el sector estatal, la regulación contable le corresponde a la Contaduría General de la 
Nación, de acuerdo con la competencia señalada en el artículo 354 de la Constitución 
Política, la Ley 298 de 1996 y el Decreto 143 de 2004, quien actúa como regulador y 
normalizador. 
1.11. Representación empírica 
1.11.3. Descripción de la observación de la realidad 
La investigación considera como realidad observada las normas internacionales de 
contabilidad referidas al pasivo pensional y su aplicación en el Sistema Pensional en 
Colombia, especialmente el impacto patrimonial del Balance del Sector Público. 
Se presenta una referencia puntual a los organismos e instancias que conforman el sistema 
pensional en el país y a la función que cumplen dentro del sistema.  
Así mismo, se presenta una descripción de la Empresa Colombiana de Petróleos, 
ECOPETROL S.A., como el caso específico a evaluar, señalando los aspectos relacionados 




1.11.4. Representación de la realidad observada: el caso 
Se hará referencia a la estructura del sistema pensional en Colombia, señalando las 
entidades que reconocen pensiones, las que establecen políticas de regulación y 
administración de los recursos pensionales y los fondos especiales que administran recursos 
pensionales. 
A partir de la estructura del sistema pensional, se tomarán las cifras del balance del sector 
público y se medirá el impacto de la aplicación de las normas internacionales. 
Como caso específico, se hará la presentación de la Empresa Ecopetrol, la evolución de 
su situación jurídica, para establecer finalmente el impacto en los estados financieros por la 




Capítulo II  
Desarrollo de la normatividad contable sobre pensiones a nivel internacional 
 
2.1. Los Planes de Pensiones 
El desarrollo de los planes de pensiones se ha dado según el tipo de Seguridad Social 
vigente en cada país, si se tiene en cuenta que las características de estos sistemas son las 
que pueden fomentar o pueden imponer restricciones al desarrollo de los planes de 
pensiones. Tradicionalmente se conocen dos sistemas generales de seguridad social: el 
Sistema Universal y el Profesional o Continental. (Rojas Tercero, 1993). 
En el Sistema Universal, conocido como Atlántico, las prestaciones son realizadas a todo 
el colectivo de la población del país, cubriendo necesidades muy básicas, lo cual contribuye 
a que proliferen los planes privados de pensiones que buscarán cubrir las necesidades que 
no están cubiertas en este sistema. Este es el caso de los países anglosajones, especialmente 
Estados Unidos de América, en donde han surgido los Planes de Pensiones, acentuándose 
una necesidad de emisión de regulación económica-financiera sobre ellos, con lo cual se 
desarrolla la necesidad de emitir normas contables de aplicación sobre estas figuras de los 
planes de pensiones. 
 En el Sistema de Seguridad Social Profesional o Continental, el colectivo cubierto es 
menor y, por tanto, las prestaciones ofrecidas tienen unas cuantías mayores que en el sistema 
Universal, lo cual hace que sea menor el desarrollo de los planes privados de pensiones, en 
la medida que su interés estará en la población no cubierta. Es el caso del Continente 
Europeo, donde el desarrollo de los planes de pensiones es más reciente, por ejemplo, en 
España, por consiguiente, la emisión de normas contables tiene esta característica de la 
novedad. (Rojas Tercero, 1993) 
Lo anterior, señala que la normatividad sobre los planes de pensiones se ha desarrollado 
de forma desigual, según el sistema de seguridad social elegido; no obstante, la problemática 
del registro contable existe en el ámbito internacional y varios organismos que tienen 
incidencia mundial han tratado esta problemática, como por ejemplo el IASC, creado en 
1.973, la ONU, a través de su Comisión de Empresas Transnacionales creada en 1.974, y la 
OCDE, a través de su Comité de Inversiones Internacionales y Empresas Multinacionales 
creado en 1.977, señalando eso sí, que estos últimos para desarrollar su labor se han apoyado 
en los desarrollos del IASC. 
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También existen organismos de alcance “regional” que tratan de darle orden a la profesión 
contable, emitiendo normas que sean necesarias para la preparación de información contable, 
como, por ejemplo: 
 La Interamerican Accounting Association 
 La Confederation of Asian an Pacif Accountants 
 La Uniòn Europèenne des Experts Contables, Economiques et Financiers (UEC). 
Órgano consultivo de la Comunidad Económica Europea. 
Se hará un análisis del desarrollo normativo relacionado con los planes de pensiones, 
tomando, en algunos casos, un ámbito local o nacional, regional o internacional y mundial.  
Para delimitar conceptualmente los planes de pensiones se acudirá a las normas 
internacionales de información financiera, concretamente la NIC 19 que especifica que “son 
compromisos formales o informales, por los que una empresa proporciona prestaciones a los 
empleados al término de sus vida activa (pago de un capital) o después (pensión), cuando 
tales prestaciones puedan ser determinadas o estimadas con anterioridad a la jubilación, 
partiendo de las cláusulas de un documento o de la práctica de la empresa” (IASC, 1984). 
La adopción por parte de la empresa de un plan de pensiones hace necesaria la realización 
de una serie de estimaciones, derivadas del principio de continuidad de la empresa y de la 
conveniencia de dividir la vida de la misma en periodos convencionales, generalmente 
anuales. (Moreno & Rodríguez, 1989)  
En este sentido se manifiesta la Asociación Española de Contabilidad y Administración 
de Empresas (AECA) cuando afirma que “las prestaciones económicas que una Empresa 
concede a su personal, a partir del momento en que cesa en su situación activa, representan 
un coste para aquella, cuyo devengo se produce a lo largo de toda la vida laboralmente útil 
del personal a su servicio. En consecuencia, y por aplicación del principio de devengo, estos 
costes han de ser reconocidos contablemente, de manera proporcional y estimada, al mismo 
tiempo que se produce el devengo de los restantes gastos de personal de cada período en la 
Empresa” (1987). 
Los planes de pensiones tienen un determinado fin, consistente en la realización de una 
serie de prestaciones a los beneficiarios del Plan a través de la acumulación periódica de 
recursos, entregados por los trabajadores, empresarios y otras personas, en un Fondo. El 
patrimonio de este Fondo será gestionado por las personas o entes responsables de ello, con 
la intención de realizar o pagar las prestaciones cubiertas, y está integrado por un conjunto 
de activos reales y financieros pertenecientes a los trabajadores, que tendrán sobre los 
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mismos un derecho de propiedad representado por un contrato de participación. (Quesada, 
1984) 
2.2. Teorías sobre la identidad de los Fondos de Pensiones 
El concepto de entidad ha evolucionado hacia diferentes aspectos en la doctrina contable, 
pero en relación con la independencia de la presentación de los estados contables del Fondo 
de Pensiones sobre el resto de entidades con quien se relaciona, es necesario hacer las 
debidas precisiones. Según el profesor Quesada (1984), estas teorías son: 
1. Teoría del propietario. Se conoce con el nombre de capital líquido, en donde el 
propietario del Fondo son los partícipes y beneficiarios, y las aportaciones realizadas 
más los resultados obtenidos con las inversiones realizadas con recursos, representan 
la propiedad de los partícipes y beneficiarios del plan. El patrimonio del Fondo estará 
integrado por los activos con diferente naturaleza y grado de liquidez, las deudas o 
pasivo del Fondo con terceras personas y un neto o no exigible que se va convirtiendo 
en pasivo exigible gradualmente. 
2. Teoría de la Entidad Contable. Trata de incidir en la personalidad jurídica, con 
independencia de sus propietarios. Los Fondos representan un patrimonio con un fin 
específico. Esta teoría no rechaza el concepto de propiedad de los recursos del Fondo, 
pero considera que deben ser separados los estados contables y deben presentarse de 
forma independiente. (F.A.S., 1974) 
3. Teoría del Fondo.  Está en una posición intermedia entre las dos anteriores, la cual 
concibe al Fondo de Pensiones como una unidad operativa, compuesta por una serie de 
recursos que gestiona. Aquí se desvincula el resultado obtenido en la gestión, de la 
propiedad de éste, en donde el resultado puede presentarse por modificaciones en la 
hipótesis, el cual corresponde a un resultado de índole actuarial, o procedente de las 
inversiones, siendo este un resultado de carácter eminentemente económico.   
4. Teoría de la Responsabilidad del Fondo. Esta visión amplía al máximo los intereses 
concurrentes con la entidad para englobar en ello a todos aquellos, que de una u otra 
forma pueden verse afectados por su actividad. Esta postura coincide con la teoría 
institucional de la sociedad como persona jurídica. El papel del Fondo consiste en la 
satisfacción de las demandas que recaen sobre él. 
En la exposición de estas teorías subyace una serie de hipótesis comunes consistentes en la 
individualización de la Entidad Fondo de Pensiones del resto de entidades o personas 
relacionadas con ellos. Por ello, cuando se elabore la información contable sobre esta entidad 
se debe realizar en forma independiente del resto de entidades que están relacionadas, sin 
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dejar de lado los posibles derechos y obligaciones que se establezcan entre ellos. (Rojas 
Tercero, 1993) 
2.3. Desarrollo en Los Estados Unidos de América 
La constante evolución de las organizaciones profesionales u órganos encargados de la 
normalización contable en Estados Unidos ha hecho que la normatividad contable referida a 
los planes y fondos de pensiones en Estados Unidos sea amplia y dilatada en el tiempo. 
Como lo señalan Hendiksen (1974), Cañibano (1983) y Sánchez Fernández de Valderrama 
(1989) la primera asociación profesional contable que se creó en E.E.U.U. fue la American 
Association of Public Accountants, en el año de 1.886, quien posteriormente en 1.916 se 
convierte en la American Institute of Accountants (A.I.A.), quien crea un comité especial 
encargado de elaborar unas normas contables que afecten a los estados financieros. Entre 
1939 y 1959, este comité elaboró 51 Accounting Reserch Bulletin (A.R.B.), de los cuales 
los números 36, 43 y 47 afectan a los planes y fondos de pensiones. 
En un comienzo el principio de devengo aplicado a los planes de pensiones no era seguido 
en algunos países donde se tenía en cuenta la corriente monetaria para la imputación de 
gastos o costos. Esta situación era evidente en la práctica americana durante los años 50, 
principalmente por la facilidad que daban los informes A.R.B. n° 43 y 47, en donde aparecía 
el llamado “Pay-as-you-go” o método de reconocimiento del costo de las pensiones 
únicamente cuando las prestaciones son pagadas a los partícipes o beneficiarios. 
Pero esta situación contable inicial se corrige también en la práctica norteamericana 
cuando se publica el APB n° 8 donde se afirma de forma categórica la utilización del 
principio de devengo. 
Es de señalar que, desde un punto de vista contable, la entidad, fondo de pensiones es una 
entidad contable independiente, pues al margen que se encuentre integrada a otra entidad, 
tendrá una serie de activos y pasivos afectos a un determinado fin, por tanto, la presentación 
de la información económico financiera que da la contabilidad no puede ir separada del fin 
para el cual están definidos estos activos y pasivos. 
Al ser una entidad independiente los fondos de pensiones se rigen por unos principios 
contables de la contabilidad en general, pero especialmente se deben tener en cuenta una 
serie de principios contables actuariales, los cuales influirán directamente en el proceso de 
elaboración de la información contable. Estos principios actuariales, determinarán, sobre 
todo, la valoración de los pasivos que han aparecido o aparecerán como consecuencia de las 
prestaciones del Plan, la valoración de la suficiencia de los activos con los que cuenta el 
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fondo de pensiones y, en su caso, la necesidad o no de realizar aportaciones 
complementarias. (Rojas Tercero, 1993) 
2.3.1. El Accounting Reserch Bulletin No. 36 
Su denominación es “Pension Plans: Annuity Cost Base don Past Service”, emitido en 
New York en noviembre de 1.948, señaló que los costos deberían cargarse a los resultados 
presentes y futuros, pero nunca a reservas, sin embargo, el A.R.B nº. 36 no exigió que se 
presentaran en el Balance las obligaciones derivadas del reconocimiento de los servicios 
pasados, ni tampoco estableció sobre cómo debían reflejarse los costos normales de los 
planes de pensiones en las cuentas de resultados de las empresas. (Tacoronte, 1987). 
2.3.2. El Accounting Reserch Bulletin No. 43 
  Su denominación es “Restatement and revisión of accounting research bulletin”, 
emitido en New York en 1.953, en el capítulo 13 trata de incidir en la contabilización del 
costo de los servicios pasados, igual que el ARB nº. 36, definiendo un criterio claro de 
imputación racional al ejercicio económico, así como las soluciones a tomar en el caso de 
que se desvirtúe la cuenta de resultados. 
Así lo señala el profesor Quesada. “La junta considera, que el coste de los servicios 
pasados debe imputarse en el periodo donde se conozca, siempre que no repercuta de forma 
sustancial en el resultado del periodo. Se admite la posibilidad de repercutirlo 
plurianualmente cuando dicho coste sea elevado, pero no se permite incrementar la 
aportación por una cuantía equivalente al coste del servicio pasado al trabajador. (Quesada 
Sánchez, 1989) 
2.3.3. El Accounting Reserch Bulletin No. 47 
Su denominación es “Accounting for cost of pensions plans”, emitido en New York en 
septiembre de 1.956, se considera el último intento de la A.I.A. para armonizar los distintos 
métodos contables que, a pesar de las anteriores recomendaciones, se estaban utilizando 
hasta ese momento. 
En 1965 se publica el ARS n° 8, “Accounting for the Cost of Pension Plans”, cuyo autor 
fue Ernest Hicks, sobre las diferentes alternativas contables e implicaciones prácticas de los 
planes de pensiones. Este estudio sirvió de base para la elaboración del APB Opinion n.° 8, 
aceptado unánimemente por los miembros del APB.  
Hicks considera que los métodos actuariales para el cálculo de costos inciden sobre estos 
de dos formas: a) por un lado los costos normales del ejercicio deberán incrementarse 
recogiendo los costos de los servicios anteriormente prestados durante un periodo de tiempo 
razonable como puede ser el promedio de vida laboral que aún le queda a los trabajadores 
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incluidos en el plan de pensiones; b) por otro lado deben recogerse anualmente los ajustes 
correspondientes a modificaciones en los supuestos actuariales, variaciones en los beneficios 
a recibir por los pensionistas y aumentos o pérdidas de valor no realizados de los bienes 
afectos a los fondos de pensiones. 
Referente a la cuenta de Pérdidas y Ganancias, Hicks considera que no es necesaria una 
información complementaria en la cuenta de Pérdidas y Ganancias salvo que haya 
modificaciones en las prestaciones a realizar por pensiones; y con relación al Balance de 
situación opina que deberá aparecer de forma explícita, bien como exigible o como gasto 
acumulado, la diferencia entre la acumulación de la cuantía considerada como costo anual 
de las pensiones y los pagos periódicos, por tal motivo en el ejercicio.   
Este pronunciamiento, junto con otros trabajos de la época hizo que apareciera la APB 
Opinion n° 8.  
2.3.4. La Accounting Principles Board Opinion No. 8 
Su denominación es “Accounting for the Cost of Pension Plans”, fue emitido en New 
York en el año 1966. Presenta una serie de directrices en cuanto a métodos básicos, métodos 
actuariales de determinación del costo, beneficios y pérdidas actuariales, política de 
variaciones de los métodos contables y su repercusión en los estados financieros, etc. 
Consagra el principio de devengo y obliga a los administradores de los fondos de 
pensiones a efectuar como dotación anual a la provisión para los beneficios de pensiones 
una cantidad no inferior a la sumatoria de: el costo normal anual devengado, el costo 
devengado de los servicios pasados y el costo devengado de los servicios anteriores. 
Costo normal anual devengado. Es aquel que se devenga en un determinado periodo 
contable como consecuencia de repercutir al mismo la parte que le corresponde de la 
totalidad de las prestaciones complementarias de jubilación. 
Costo de los servicios pasados. Es el costo que se devenga al reconocer a los trabajadores 
los derechos económicos adquiridos por la prestación de sus servicios en la empresa durante 
los años anteriores a la adopción del plan de pensiones. 
Costo de los servicios anteriores. Es aquel que se devenga al aceptar la empresa nuevos 
incrementos en las prestaciones complementarias de jubilación prometidas, las cuales se 
aplicarán retroactivamente a los periodos comprendidos entre la apertura de la empresa y la 
fecha de concesión de las mejoras económicas citadas. (Blanco Ibarra, 1986) 
El APB Opinion n° 8 considera que el costo anual debe calcularse con un razonable 
método actuarial, creándose una provisión entre dos límites fijados, y que la diferencia entre 
la cantidad que ha sido cargada a la cuenta de resultados y la cantidad pagada, deberá 
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aparecer en el balance como un costo acumulado o anticipado de pensiones. Si se tienen 
obligaciones por costo de pensiones que excedan la cantidad pagada o devengada, el exceso 
se reflejará en el balance, como exigibilidad o como carga diferida. 
Posteriormente, se crea la Financial Accounting Foundation, ente que reúne 
organizaciones del campo académico y del campo profesional con el fin de buscar solución 
a las deficiencias y críticas a los que eran sometidos los APB, conformada por: 
 American Institute of Certified Public Accountants – AICPA 
 American Accounting Association – AAA 
 Financial Executive Institute 
 Financial Analyst Federation 
 National Association of Accountants 
Esta fundación crea en julio de 1973 el Financial Accounting Standard Board – FASB, 
organismo encargado de la emisión de principios contables, reemplazando la función que 
hasta ese momento desarrollaba el APB. La primera norma expedida por este organismo 
referida a los planes de pensiones es la Financial Accounting Standards Interpretation n° 3. 
2.3.5. Financial Accounting Standards Intepretation No. 3 
Su propósito fue el de analizar e interpretar el APB Opinión n° 8, lo que ha dado lugar 
a la contabilización de las pensiones en su totalidad y a la elaboración de estados financieros 
e informe para los consorcios. El costo anual normal de pensiones será cargado como un 
gasto más del ejercicio, así como la provisión creada para tal fin tendrá un límite mínimo y 
máximo, como así lo establecía el APB Opinión n° 8. 
Se señala en este FAS que los cambios en los costos de pensiones provocados por 
mejoras en las prestaciones por jubilación serán recogidos como costos e imputados 
periódicamente, y que si las obligaciones por prestaciones exceden los activos que las 
respaldan, se deberá registrar este pasivo en el Balance de Situación, siempre que se pueda 
determinar en forma correcta, en caso contrario, deberán revelarse o exponerse las 
circunstancias que la han impedido. 
Al mismo tiempo que los FAS daban una serie de normas de aplicación a la 
contabilidad financiera, existía una institución creada en el año 1971 por el Congreso de los 
Estados Unidos, cuya denominación era la Cost Accounting Standard Board (CASB), con el 
fin de emitir normas para la contabilidad interna, así como criterios para el cálculo de costos. 
(Túa Pereda, 1983) 
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2.3.6. Statement of Financial Accounting Standard No. 35 
Denominado “Accounting and Reporting by Benefit Pensions Plans” se ocupaba de 
la contabilidad de los estados financieros de aquellos Planes de Pensiones que tenían 
prestaciones definidas. Esta declaración es importante en la medida que exige proveer 
información suficiente y necesaria para quienes son usuarios del plan y procurar una 
valoración presente actuarial del Fondo, con el fin de conocer el valor presente de las futuras 
obligaciones.  
La información debe recoger las aportaciones de los trabajadores y empresarios, es 
decir, conocer los fondos que dispone el plan de pensiones, materializados en activos reales 
y financieros. De igual manera, se requiere información sobre los resultados de las 
operaciones y transacciones realizadas por el fondo en un periodo de tiempo, y toda 
información complementaria que sea de interés a los usuarios de la misma. 
2.3.7. Statement of Financial Accounting Standard No. 36 
Emitido por el FASB en mayo de 1980 con la denominación “Disclosure of Pension 
Information” y se ocupó de la presentación de los estados financieros, con el propósito de 
mejorar la calidad de la información sobre pensiones. Para ello, la información debía 
contener: 
 Un informe sobre los planes de pensiones existentes, identificando o 
describiendo, el grupo o grupos de empleados que comprende. 
 Un informe de la contabilidad y de la política financiera de la compañía 
 La provisión anual de los costos de pensiones. 
 Naturaleza y efecto de aspectos significativos que afecten la posibilidad de 
realizar comparaciones. 
Con este informe se hace una revisión y se complementan los aportes realizados por 
el FAS n° 35 y el APB Opinión n° 8.  
Con posterioridad al FAS n° 36 aparecieron otros pronunciamientos como el FAS n° 
59, en 1982, con la denominación de “Deferral of the effective date of certain accounting 
requirements for pension plans of State and Local Governamental Units”, y el FAS n° 74 de 
1983, con la denominación de “Accounting for special termination benefits paid to 
employers”, que se encargó de regular la problemática de las pensiones en cuanto al personal 
temporal, tanto en el ámbito de los informes financieros anuales como en el cálculo del costo 
de las pensiones. 
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2.3.8. Statement of Financial Accounting Standard No. 87 
Emitido en marzo de 1985 y denominado “Employer Accounting for Pensions”, el 
cual considera como principio de contabilidad a tener en cuenta el de Devengo, el cual va 
más allá de las transacciones de caja, para suministrar información sobre activos, pasivos y 
ganancias. El FAS concluye c 
Como lo hizo el APB en 1966 que el costo neto de las pensiones para un periodo no 
está necesariamente determinado por las cantidades que la empresa decide contribuir al Plan 
durante ese periodo. No puede permitirse que los muchos factores que afectan las decisiones 
relativas a las transferencias de recursos a los fondos de pensiones impongan los resultados 
de la contabilidad, si es que se quiere que la contabilidad dé la información más útil (Iranzo, 
1987). 
El FAS n° 87 presenta los principios por los cuales debe regirse la contabilidad de 
pensiones. Estos principios son: 
 El reconocimiento posterior: El principio supone que los cambios en las 
obligaciones derivadas de las pensiones, incluyendo los resultantes de las 
modificaciones al plan y los cambios de los activos segregados para hacer 
frente a esas obligaciones, no se reconocen en el momento en que ocurren 
sino posteriormente, de manera sistemática y gradual y en periodos 
subsecuentes. 
 El Costo Neto: Las consecuencias reconocidas de los eventos y transacciones 
que afectan a un plan de pensiones se reportan como un importe neto en los 
estados financieros de la empresa. Este importe neto es la sumatoria de: 
costos de las prestaciones, intereses resultantes del pago diferido de las 
prestaciones y los resultados de la inversión de los activos del Fondo. El 
saldo corresponde a los valores de los activos y los pasivos por pensiones y 
se muestra como un solo saldo neto en el balance de la empresa. 
Con estos principios el FAS n° 87 pretende establecer un método estándar para medir 
los costos netos periódicos de las pensiones con el objeto de mejorar la comparabilidad y 
comprensibilidad de los estados financieros, al reconocer el costo de las prestaciones en los 
términos del plan, que es la fuente más confiable para el cálculo de los costos y obligaciones 
por pensiones. De la misma forma se pretende el reconocimiento inmediato de un pasivo 
cuando la obligación acumulada por prestaciones exceda el valor de los activos del plan. 
Aunque el reconocimiento del pasivo existía desde antes, las empresas no lo hacían 
por no incrementar los indicadores de endeudamiento.  
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El último FAS emitido y relacionado con los planes de pensiones es el FAS n° 88, 
emitido en 1985 denominado “Employers Accounting form Statements and Courtailments 
of Defined Benefit Pension Plans and Termination Benefits” (Contabilización en los Estados 
Financieros de los Patronos de las Liquidaciones y de las Eliminaciones de Plan de Pensiones 
de Prestaciones Definidas y de las Indemnizaciones por Jubilaciones Anticipadas), que 
reemplazó al FAS n° 74 “Contabilidad de las indemnizaciones especiales concedidas a los 
empleados al terminar sus servicios”. 
2.4. Desarrollo en organizaciones internacionales   
2.4.1. El Comité de Inversiones Internacionales y Empresas Multinacionales de la 
O.C.D.E. 
La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) creó en el 
año 1977 el citado Comité, con el propósito de emitir normas contables de aplicación en los 
estados miembros. Pero su actividad quedó relegada a la recopilación de normas emitidas 
por otros organismos internacionales como las emitidas por el International Accounting 
Standard Comittee (IASC); no obstante, es de señalar que las normas emitidas por este 
Comité, no tienen un carácter imperativo para los estados miembros, sino exclusivamente el 
de recomendaciones a seguir. 
2.4.2. International Accounting Standard Comitte – IASC 
El Comité de Normas Internacionales de Contabilidad se crea el 29 de junio de 1.973, 
por acuerdo de las asociaciones profesionales de varios países2, con sede en Londres. En un 
principio estos países quedan vinculados de forma obligatoria a estas normas en sus 
actuaciones profesionales. Su propósito, la formulación de una serie de normas contables 
que pudieran ser aceptadas y aplicadas con generalidad en distintos países con la finalidad 
de favorecer la armonización de los datos y su comparabilidad. 
El Comité IASC trabajó desde 1973 hasta el 2000 para lograr esos objetivos, emitiendo 
un cuerpo sustancial de Normas, Interpretaciones, y un Marco Conceptual, y otras guías que 
han sido acogidas directamente por muchas compañías y que también se espera sean 
acogidas por muchos emisores en el desarrollo de las normas contables nacionales. 
Las normas emitidas por este organismo referente a los planes y fondos de pensiones 
son la n° 19 “Contabilización de las Prestaciones por Jubilación en los Estados Financieros 
de los Patronos” y la norma n° 26 “Contabilidad e Informes sobre las prestaciones por 
Jubilación”, nombres originales. 
                                                           




La NIC 19 y 26 son los dos intentos de normalización realizados por el IASC 
referentes a los planes y fondos de pensiones, en las cuales se puede apreciar una influencia 
importante del mundo anglosajón, y sobre todo de las diferentes FAS emitidas por el FASB. 
En el siguiente capítulo se hará una breve descripción de estas dos normas referidas 
al tema pensional objeto de esta investigación. 
A comienzos del 2001 el IASC fue reestructurado en el IASB. 
2.4.3. International Accounting Standards Board (Junta de Normas Internacionales 
de Contabilidad) – IASB 
Es un organismo independiente del sector privado que desarrolla y aprueba las Normas 
Internacionales de Información Financiera. El IASB funciona bajo la supervisión de la 
Fundación del Comité de Normas Internacionales de Contabilidad (IASCF).  
La Fundación del Comité de Normas Internacionales de Contabilidad (International 
Accounting Standards Committee Foundation) es una Fundación independiente, sin fines de 
lucro creada en el año 2000 para supervisar y apoyar económicamente al IASB. Esta 
fundación cambió su nombre a IFRS Foundation a partir del 1º de marzo de 2010, cuyo 
objetivo principal es desarrollar, en el interés público, un conjunto único de normas de 
información financiera legalmente exigible y globalmente aceptadas, comprensibles y de 
alta calidad basadas en principios claramente articulados. (Vásquez & Franco, 2013) 
El IASB se constituyó en abril de 2001 para sustituir al Comité de Normas Internacionales 
de Contabilidad (International Accounting Standards Committee - IASC) en la emisión de 
normas contables. Depende de la Fundación IFRS y tiene su sede en Londres, siendo su 
principal objetivo el establecimiento de una información financiera armonizada, con la 
responsabilidad de aprobar las Normas Internacionales de Información Financiera (NIIFs – 
IFRSs) y demás documentos relacionados con ellas como son las Interpretaciones 
desarrolladas por el Comité de Interpretaciones de las Normas Internacionales de 
Información Financiera (CINIIF) (International Financial Reporting Interpretations 
Committee (IFRIC).   
Los objetivos del IASB son: 
(a) desarrollar, en el interés público, un conjunto único de normas de información 
financiera legalmente exigibles y globalmente aceptadas, comprensibles y de alta calidad 
basado en principios claramente articulados.  Estas normas deberían requerir en los estados 
financieros información comparable, transparente y de alta calidad y otra información 
financiera que ayude a los inversores, a otros partícipes en varios mercados de capitales de 
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todo el mundo y a otros usuarios de la información financiera a tomar decisiones 
económicas;  
(b) promover el uso y la aplicación rigurosa de tales normas; 
(c) considerar en el cumplimiento de los objetivos asociados con a) y b), cuando sea 
adecuado, las necesidades de un rango de tamaños y tipos de entidades en escenarios 
económicos diferentes;  
(d) promover y facilitar la adopción de las NIIF, que son las normas e interpretaciones 
emitidas por el IASB, mediante la convergencia de las normas de contabilidad nacionales y 
las NIIF. (IFRS, NIIF 2015, Parte A) 
2.4.4. Asociación Internacional de Actuarios – IAA 
El IAA es la continuación de la "d'Actuaires Comité permanente des Congrès", fundada 
en 1895, como una asociación de individuos. Fue retitulado el IAA en 1968. En el 
26 Congreso Internacional de actuarios celebrada en Birmingham 7-12 de junio de 1998, la 
Asamblea General de la Asociación Actuarial Internacional había reestructurado sí mismo. 
La reestructuración creó un marco único y unificado para asegurar la unidad de dirección 
y coordinación eficiente con respecto a asuntos de carácter mundial. Las responsabilidades 
principales del IAA ahora están en manos de las asociaciones actuariales, que reunir a los 
actuarios en sus respectivos países y es el vínculo entre los actuarios y las asociaciones 
actuariales en todo el mundo. El IAA es el único Organización Internacional dedicado a la 
investigación, educación y desarrollo de la profesión y de asociaciones actuariales. 
La IAA tiene siete secciones, ASTIN, AFIR/ERM, IACA, IAAHS, PBSS, AWB y VIDA. 
La sección pensiones, beneficios de Seguridad Social (PBSS) fue fundada en 2003 para 
servir actuarios alrededor del mundo que tienen personal, profesional, educativo o 
investigación sus intereses en la protección social y comercial, social y cuestiones de 
políticas públicas relativas a la prestación de pensiones y otros beneficios. Los actuarios de 
sección sin fronteras (ASF) también fue fundada en 2003 para vincular las situaciones que 
necesitan habilidades actuariales con recursos financieros y actuariales voluntarios para 
satisfacer esas necesidades. La sección de vida tiene como objetivos promover y facilitar el 
intercambio internacional de vistas, asesoramiento, investigación e información práctica 
entre los actuarios implicados con temas de seguros de vida. 
En la actualidad, la IAA tiene 65 asociaciones miembro de pleno derecho, 30 asociado 
asociaciones miembros, cuatro organizaciones miembro institucional y dos organizaciones 
de miembro observador.  
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2.4.5. Federación Internacional de Contadores – IFAC 
Fundada en 1977 en Munich Alemania, está compuesta actualmente por 172 miembros y 
asociaciones en 129 países y jurisdicciones, representa aproximadamente 2,5 millones de 
contadores en la práctica independiente, educación, servicios gubernamentales, industria y 
comercio.  
A esta institución pertenecen las organizaciones profesionales de contabilidad y auditoría 
a nivel mundial. Su trabajo consiste en elaborar guías, normas, declaraciones y estudios 
emitidos por sus comités. Sus pronunciamientos promueven la armonización de las normas 
internacionales con las normas locales sin sustituirlas.  
Sirve al interés público contribuyendo al desarrollo de organizaciones, mercados y 
economías fuertes y sostenibles. Aboga por la transparencia, la rendición de cuentas y la 
comparabilidad de la información financiera; ayuda el desarrollo de la profesión contable; y 
comunica la importancia y el valor de los contadores a la infraestructura financiera global.  
A través de sus consejos independientes emisores de normas, IFAC desarrolla normas 
internacionales sobre ética, auditoría y aseguramiento, formación y las normas 
internacionales de contabilidad del sector público. También ofrece guía para apoyar a 
contadores profesionales en empresas, en firmas profesionales pequeñas y medianas y en 
naciones en desarrollo. Además, IFAC emite documentos de posición de política sobre temas 
de interés público. 
Contribuye al desarrollo, adopción e implementación de normas internacionales de 
contabilidad del sector público de alta calidad, principalmente, a través de su apoyo al 
Consejo de Normas Internacionales de Contabilidad del Sector Público (IPSASB), 
proporcionándole recursos humanos, gestión de instalaciones, apoyo en las comunicaciones 
y financiación, y en la selección y nombramiento de los miembros, pero sin capacidad de 
influir en la agenda o publicaciones. 
2.4.6. International Public Sector Accounting Standard Board – IPSASB – Consejo 
de Normas Internacionales de Contabilidad del Sector Público 
El Consejo de Normas Internacionales de Contabilidad del Sector Público (IPSASB) 
funciona como un órgano emisor de normas independientes bajo los auspicios de la IFAC. 
Desarrolla y emite, en el interés público y bajo su propia autoridad normas de contabilidad 
y otras publicaciones de alta calidad para ser utilizadas por entidades del sector público de 
todo el mundo en la preparación de informes financieros con propósito general, conocidas 
como las NICSP. 
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El IPSASB fue creado para operar el interés del Estado, el cual debe entenderse como el 
que busca el interés general, con clara orientación a sectores sociales; que difiere del 
concepto “interés público” al que hace referencia el IASB para el sector privado. Es un 
organismo independiente y con gran autonomía, que busca la convergencia de los estándares 
del sector público con los emitidos para el sector privado, aunque es consciente que, algunos 
casos, es necesario construir normas separadas para asuntos básicos de sector público. 
Su objetivo es desarrollar programas destinados a mejorar en el sector público, la 
administración financiera y la rendición de cuentas, que incluyen el desarrollo y la 
aceptación de los estándares, por eso, apoya la convergencia de las normas internacionales 
y nacionales de contabilidad del sector público y la convergencia de las bases contables y 
estadísticas de información financiera cuando sea apropiado; y también promueve la 
aceptación de sus normas y otras publicaciones. 
El IPSASB está conformado por 18 miembros desinados por el Consejo de la IFAC. 15 
de estos miembros son propuestos por organismos miembros de la IFAC y tres son 
designados como miembros externos. 
El IPSASB cuenta con la participación de importantes organismos internacionales como 
el Fondo Monetario Internacional, el Banco Mundial, la Organización de las Naciones 
Unidas, la Organización para el Desarrollo y la Cooperación Económica, el Banco de 
Desarrollo Asiático, entre otras. 
2.4.7. Fondo Monetario Internacional – FMI 
El Fondo Monetario Internacional fue creado en julio de 1944 en una conferencia 
internacional celebrada en Breton Woods, New Hampshire, Estados Unidos, en la que los 
delegados de 44 gobiernos convinieron en un marco para la cooperación económica con el 
propósito de evitar la repetición de las desastrosas medidas de política económica que 
contribuyeron a la gran depresión de los años treinta, y para contribuir   al   estímulo   del   
buen   funcionamiento   de   la   economía   mundial.   Con   sede   en Washington, el gobierno 
del FMI son los países miembros, casi la totalidad del mundo.  
El FMI es la institución central del sistema monetario internacional, es decir, el sistema 
de pagos internacionales y tipos de cambio de las monedas nacionales que permite la 
actividad económica entre los países. 
Sus fines son evitar las crisis en el sistema, alentando a los países a adoptar medidas de 
política económica bien fundadas; como su nombre indica, la institución es también un fondo 
al que los países miembros que necesiten financiamiento temporal pueden recurrir para 
superar los problemas de balanza de pagos. 
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Por conducto de la supervisión que realiza de la política económica de los países 
miembros, el FMI examina sobre todo el conjunto de los resultados económicos, un concepto 
que suele conocerse   como “resultados   macroeconómicos”.   Esto   incluye   el   gasto   total 
(y   sus componentes principales como gasto de consumo e inversión empresarial), producto, 
empleo e inflación y también la balanza de pagos del país, es decir, la posición externa 
representada por las transacciones de un país con el resto del mundo. 
El FMI se centra principalmente en la política macroeconómica a saber, las medidas de 
política que tienen que ver con el presupuesto público, la gestión de las tasas de interés, el 
dinero y el crédito, y el tipo de cambio y la política del sector financiero, que comprende la 
regulación y supervisión bancaria y de otras entidades financieras. Además, el FMI presta 
atención a las medidas de carácter estructural que influyen en los resultados 
macroeconómicos, comprendida la política del mercado laboral que repercute en el empleo 
y el comportamiento de los salarios. 
Dentro del proceso de supervisión ha recomendado a los países miembros la adopción de 
las NICSP como un mecanismo de mayor transparencia de la información financiera y fiscal 
de los estados, que permitan una mayor comparabilidad entre ellos.  
Adicionalmente, ha establecido el principio de devengo como el pilar fundamental para 
la preparación y divulgación de estadísticas fiscales, por ello, trabaja junto con el IPSASB 
para disminuir las diferencias entre las estadísticas fiscales y las NICSP. 
2.5. Normas de ámbito regional o internacional 
2.5.1. Comunidad Económica Europea – C.E.E. 
Lo afirma el profesor Montesinos “entre los países de la Comunidad Económica Europea 
(C.E.E.) se está produciendo una progresiva integración en todos los aspectos de la vida 
económica, y esta circunstancia, según acabamos de señalar, no permite dejar de lado los 
aspectos relativos a la armonización contable” (Montesinos, 1990). La CEE a través de 
Directivas ha regulado de forma directa, aunque no especialmente de forma contable, los 
planes y fondos de pensiones, como por ejemplo la Directiva 5 de marzo de 1979 sobre el 
seguro de vida o de forma indirecta pero exclusivamente contable, como han sido las 
Directivas cuarta y séptima. 
2.5.2. Directivas IV y VII de la Comunidad Económica Europea 
Emitidas por el Consejo de la Comunidad Económica Europea el día 25 de julio de 1978, 
regulando las cuentas anuales de ciertas formas de sociedades. Trata de armonizar el 
contenido y la forma de los estados financieros y al respecto señala: “considerando que las 
cuentas anuales deben dar una imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera y de los 
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resultados de la sociedad, y para este fin deben establecerse esquemas de carácter obligatorio 
para el establecimiento del Balance y de la Cuenta de Pérdidas y Ganancias, así como 
determinarse el contenido mínimo del Anexo y del Informe de Gestión...”.  
Como aspecto a destacar de estas directivas y como objetivo a conseguir está el logro de 
la imagen fiel del patrimonio, para lo cual se utilizarán una serie de principios generales que 
van a enmarcar las reglas de valoración a utilizar, en este caso, tanto en la valoración de los 
activos y pasivos de los planes y fondos de pensiones como en la determinación e imputación 
periódica de ingresos y gastos. Entre los principios contables se señalan: el de gestión 
continuada, continuidad, devengo y separación en la valoración de elementos de activo y 
pasivo. 
2.6. Cálculo actuarial como método de valoración de pensiones 
2.6.1. Antecedentes 
La palabra Actuario proviene del latín “Actuarius” que significa taquígrafo o denota a 
aquél que registra las cuentas. Esta expresión se usaba y era común a diversas profesiones 
durante el Imperio Romano, en lo militar era una especie de empleado de la Intendencia, 
designado para llevar las cuentas y vigilar el manejo de los suministros militares; en lo civil 
servía para nombrar al encargado de escribir el Acta Pública del Senado romano, una especie 
de secretario que intervenía en diferentes actos oficiales, tales como matrimonios, 
nacimientos, etc. (Díaz, 1992) 
El primer antecedente del método actuarial se puede encontrar en el banquero Laurens 
Tontis que, preocupado por el escaso financiamiento de las fuerzas armadas propone un 
sistema de anualidades para recaudar fondos. Éste consistía en crear asociaciones de 
individuos de diversas edades que creaban un fondo de aportaciones equitativas. El fondo 
total era invertido y el interés generado en un año era dividido entre aquellos miembros 
sobrevivientes. Esta propuesta se llevó a cabo en 1689 para financiar la Guerra de los Nueve 
Años. 
Muchas personas contribuyeron en el desarrollo de la ciencia actuarial, como  los 
hermanos Christian y Lodewijk Huygens de nacionalidad holandesa que en 1669 mantienen 
una conversación por correspondencia en la que incluyen  ideas sobre cálculos de esperanzas 
de vida y anualidades, Johan de Witt que se valió de sus conocimientos como estadístico y 
matemático para implementar una de las primeras metodologías empleadas para el cálculo 
de rentas vitalicias, Edmund Halley que en su publicación Of Compuond Interest and 
Annuities desarrolla la acumulación de una unidad monetaria (u.m.) bajo cierta tasa para 
convertirse en r u.m. al final del año y añade el concepto de valor presente, Halley también 
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publicó uno de los tratados más relevantes para la ciencia actuarial: An Estimate of the 
Degrees of Mortality of Mankind, Drawn from Curious Tables of the Births and Funerals at 
the City of Breslau, en el que presenta una tabla de vida (o tabla de mortalidad), que fue 
perfeccionada por Abraham de Moivre quien aplicó una fórmula a una tabla empírica con la 
intención de explicar el comportamiento de los fallecimientos entre edades enteras (cómo 
muere la población en periodos menores a un año), también hizo propuestas para mejorar 
los cálculos y técnicas de aplicación. 
En 1774, la compañía inglesa de seguros The Equitable usó por primera vez la palabra 
actuario cuando contrató al célebre matemático Mr. W. Morgan como Actuario asistente. La 
compañía designaba con este nombre al secretario de la compañía, que era, además, el jefe 
de contabilidad y el calculador de las tarifas y reservas. 
Sin embargo, las actividades que se esperaban de un actuario de la Equitable Society no 
involucraban el cálculo de primas, valuación de obligaciones, selección de riesgos, o ninguna 
otra actividad que se delegan a los actuarios como los conocemos en la actualidad. William 
Morgan es elegido como el primer actuario en sentido profesional, pues contaba con 
habilidades matemáticas y mostró siempre un profundo interés por la ciencia experimental. 
Además de cumplir con los deberes propios de su cargo, Morgan incursionó en el cálculo de 
primas y obligaciones, así como en el análisis y distribución de las ganancias. Ejerció como 
actuario durante 55 años, falleció a los 86 años. (Díaz, 1992) 
En 1762 se forma la “Soviet foro Esquiable Asúrense on Libes and Survivorship”, la 
primera compañía en utilizar métodos técnicos para el cálculo de tarifas de sus pólizas de 
vida de largo plazo. Esta compañía usó por primera vez la designación de “Actuario” en el 
contexto de seguros como lo entendemos hoy. Otros avances en la ciencia actuarial fueron 
la construcción de tablas de mortalidad con base en la experiencia de la industria aseguradora 
inglesa durante el siglo XIX, y el desarrollo de métodos de graduación. También vale la pena 
destacar la teoría de inmunización de Redington publicada en 1952, en la cual se discute el 
calce de la duración de los activos con la duración de los pasivos, para reducir la posibilidad 
de pérdidas debido a cambios en las tasas de interés. (Ortiz & Restrepo, 2011) 
En 1848 nace oficialmente la profesión actuarial, con la organización en Londres del 
Institute of Actuaries, fundado por un grupo de actuarios provenientes de diversas 
aseguradoras de vida. Pocos años después, en 1856, es creada en Edimburgo la Faculty of 
Actuaries. En 1889, con miembros de Estados Unidos y Canadá, se funda la American 
Society of Actuaries. Posteriormente, en 1909, se establece el American Institute of 
Actuaries, cuya motivación consistía en mejorar los métodos de valuación para seguros de 
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vida. Es este par de gremios actuariales los que, al fundirse, forman un único gremio: la 
Society of Actuaries. Una congregación profesional que perdura hasta nuestros días. 
Los actuarios se esparcen por el mundo y surgen diversas asociaciones de actuarios en 
países en desarrollo. Por esta razón, aparece una institución que agrupa a los distintos 
gremios a nivel global: la International Actuarial Association (IAA), encargada de proponer, 
basándose en una visión global, un programa de estudios para las instituciones académicas, 
así como la difusión y el desarrollo de los temas más relevantes del campo, y nace la 
profesión de Actuarios. 
2.6.2. La ciencia actuarial y el actuario 
La ciencia actuarial o actuaria es una disciplina que aplica modelos estadísticos y 
matemáticos para la evaluación de riesgos en las industrias aseguradora y financiera, 
principalmente. Los actuarios son profesionales de negocios que abordan la gestión y 
evaluación del impacto financiero del riesgo y la incertidumbre de una entidad, poseen un 
profundo conocimiento de los sistemas de seguridad financiera, su razón de ser, su 
complejidad, su matemática, y la manera en que funcionan. (Trowbridge, 1989) 
La ciencia actuarial incluye una serie de temas interrelacionados avanzados en 
probabilidad, matemáticas, estadística, finanzas, economía, economía financiera y la 
programación de computadoras. Históricamente, la ciencia actuarial ha utilizado modelos 
deterministas en la construcción de tablas de vida y el cálculo de primas. La ciencia actuarial 
ha pasado por cambios revolucionarios en los últimos 30 años debido al desarrollo de 
computadoras de alta velocidad, lo que ha conducido a la unión de los modelos actuariales 
estocásticos con la teoría financiera moderna, permitiendo evaluaciones de riesgo más 
complejas y análisis con una cantidad masiva de información. (Wikipedia, 2016) 
Un Actuario es el profesionista que, con base en sus conocimientos matemáticos, 
financieros, demográficos, estadísticos y probabilísticos, se encarga de analizar las 
consecuencias financieras, económicas y sociales de los riesgos que pueden enfrentar los 
individuos, empresas, gobierno o la sociedad ante diversas contingencias, con el fin de 
proponer soluciones para disminuir o administrar las pérdidas. (Universidad Autónoma de 
Querétaro, 2011). 
A lo largo de la historia de la profesión se han podido distinguir tres tipos de actuarios: 
 Aquellos que aplican, básicamente, técnicas deterministas para el cálculo de 
primas, reservas, etc. en el seguro de vida.  
 Aquellos que aplican la teoría de la probabilidad y de los procesos estocásticos a 
los problemas en el ramo de daños (automóviles, incendio, etc.).  
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 Aquellos involucrados en las decisiones de inversión de las aseguradoras (y otras 
instituciones financieras). Para llevar a cabo su trabajo, los actuarios del tercer 
tipo requieren de conocimientos de análisis estocástico y de la teoría moderna de 
Finanzas (derivados financieros, modelos estocásticos de tasas de interés, swaps, 
etc.) entre otros. 
2.6.3. La Actuaría en Colombia 
Uno de los personajes que la historia de la Actuaría en Colombia destaca es la figura de 
Julio Garavito, ingeniero y matemático nacido en la ciudad de Bogotá en 1865. Garavito 
hizo grandes aportes en áreas como astronomía, matemáticas e ingeniería, y en materia 
de seguros de vida se destaca por la publicación de un reporte elaborado en 1903, titulado 
“Cálculo de Primas y Reservas según E. Dormoy”, con el cual hace una cuantificación de 
la reserva matemática de los seguros de vida de la Compañía Colombiana de Seguros 
(Hoy Colseguros), documento que revela claramente las técnicas actuariales usadas en su 
momento, muy similares a las usadas hasta hoy en los seguros de vida (Ortiz & Restrepo, 
2011). 
Otro personaje destacado es Jorge Acosta, ingeniero de la Universidad Nacional, nacido 
en 1891, fundador de la Sociedad Colombiana de Matemáticas. Trabajó en la 
Superintendencia Bancaria, como jefe de la sección de seguros, siendo el responsable de 
la elaboración de primera tabla colombiana de mortalidad de asegurados, que 
reemplazaría la utilización de tablas de mortalidad de otros países. Consideraba que 
conocer la mortalidad de los habitantes del país era indispensable no sólo para que las 
compañías de seguros hicieran los cálculos en rentas vitalicias y seguros de vida, sino 
también para que las autoridades encargadas de su vigilancia protegieran los intereses de 
los asegurados. 
Es importante mencionar al profesor alemán Peter Thullen, nacido en 1907, doctor en 
matemáticas de la Universidad de Münster, quien fue en 1946 uno de los primeros 
especialistas en cálculos actuariales que ayudó en Colombia en la elaboración de la ley 
de seguridad social de 1946 y pieza clave para la organización del Instituto Colombiano 
de Seguros Sociales, quien vino a trabajar a Colseguros. 
 Alguien de especial mención es la del actuario Gonzalo Arroba, discípulo de Thullen, 
consultor del ISS, por difundir el régimen de prima media escalonada en el país y por 
sentar las bases técnicas para la creación de las tablas de mortalidad propias de los 
rentistas. En estudios que realizó presentó varios planteamientos sobre sus 
consideraciones a lo que deberían ser bases técnicas del sistema de seguridad social 
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colombiano, señalando que el ISS podría funcionar con una cotización tripartita para la 
pensión equivalente al 8% del salario durante los primeros cinco años, y que se elevaría 
cada quinquenio en cuatro puntos adicionales hasta llegar al 20%. Es decir, Arroba 
formuló un sistema que debía ir incrementando las cotizaciones en función de la 
“pirámide de apalancamiento poblacional”. (Ortiz & Restrepo, 2011) 
2.6.4. Unidad de Crédito Proyectada como técnica de valoración actuarial 
El valor final de un plan de prestaciones definidas, incluyendo las pensiones, es aleatorio 
o cuando menos incierto, por cuanto se ve afectado por los sueldos finales, la rotación de los 
empleados y su mortalidad, y por los rendimientos que produzcan las inversiones o los 
activos del plan. 
Para medir el valor actual de las obligaciones por prestaciones y el costo relativo del 
ejercicio, es necesario aplicar un sistema de valoración actuarial, para repartir las 
prestaciones entre los períodos de servicio, estableciendo hipótesis actuariales. El uso de un 
sistema de valoración actuarial es necesario para determinar no sólo el valor actual de sus 
obligaciones por prestaciones definidas, sino también el costo por los servicios prestados en 
el ejercicio actual y, si es necesario, el costo de los servicios pasados.  
El sistema actuarial a utilizar será el método de la unidad de crédito proyectada, el cual 
considera cada año de servicio como una unidad adicional de derecho a las prestaciones y 
estima cada unidad de forma separada hasta obtener la obligación final. Para poder 
determinar el valor presente de las obligaciones por prestaciones definidas y el costo por los 
servicios prestados en el ejercicio actual, y si es del caso, el costo por los servicios realizados 
en el pasado, las prestaciones han de distribuirse entre los años de servicio según la fórmula 
que corresponda al plan. (Gerencie, 2016) 
Ahora bien, si los servicios prestados por un empleado en ejercicio posteriores suponen 
prestaciones mayores a las de los años anteriores, debe realizarse una distribución de forma 
lineal en el período que hay entre la fecha a partir de la cual el servicio realizado por el 
empleado le concede derecho a las prestaciones del plan y la fecha en que los servicios 
prestados con posterioridad le otorguen al empleado el derecho a recibir prestaciones 
accesorias, distintas a los incrementos salariales futuros. (Gerencie, 2016) 
Según el método de la unidad de crédito proyectada, para conocer el costo por servicios 
del ejercicio actual debe atribuirse una parte de las prestaciones a los servicios realizados en 
este ejercicio; y para determinar el valor presente de la obligación, se atribuye una parte de 
las prestaciones a los servicios prestados en el ejercicio actual y en los anteriores. De esta 
forma, las prestaciones se atribuyen a los ejercicios en los que existe la obligación de pago 
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de las mismas, que estará en la empresa mientras los empleados están prestando sus 
servicios, y exista el compromiso de pagar prestaciones en el futuro. El uso de esta técnica 
actuarial posibilita estimar con un alto grado de fiabilidad la obligación que permita su 
reconocimiento como pasivo en los estados financieros. 
Se ha señalado que las hipótesis actuariales, deben ser insesgadas y coherentes entre sí, y 
corresponden a las mejores estimaciones que tendrá la empresa respecto a las variables que 
determinarán el costo final de las prestaciones a reconocer, siendo prudentes, sin excederse 
en el conservadurismo. Dentro de estas hipótesis, se tienen: 
Las demográficas, se relacionan con los empleados que en un futuro puedan recibir 
prestaciones de la empresa, para dar información acerca de: mortalidad, tasas de rotación de 
los empleados, incapacidades, jubilaciones anticipadas, beneficiarios de los planes y la 
demanda de servicios en los planes de asistencias médica. 
Las financieras, relacionadas con: tasas de interés, salarios y sus expectativas futuras y 
tasas de rendimiento que pueden tener los activos del plan. Si se trata de planes asistenciales, 
se relacionan con los costos futuros médicos y costos administrativos de las reclamaciones, 




Capítulo III  
Las Normas Internacionales de Información Financiera referidas al pasivo pensional 
 
En el capítulo anterior se abordó el tema de los antecedentes y el desarrollo de la 
normatividad contable en materia pensional a nivel internacional, señalando los 
organismos reguladores que se han ocupado del tema, especialmente en Estados Unidos. 
En el presente capítulo se presentará en forma sucinta las normas internacionales de 
contabilidad referidas al tema de pensiones, tanto en el sector privado como en el sector 
público, y que hoy están siendo acogidas por el país, en las cuales se advierte el desarrollo 
del tema.  
3.1. Normas expedidas por IASB 
3.1.1. NIC 19 – Beneficios a los empleados 
Esta norma establece la contabilización e información a revelar por parte de los 
empleadores de los beneficios a los empleados. La norma identifica cuatro categorías de 
beneficios a los empleados, pero el referido al pasivo pensional lo considera como beneficios 
post-empleo. 
Los planes de beneficios post-empleo son clasificados en planes de aportaciones definidas 
y planes de beneficios definidos.  En los planes de aportaciones definidas una entidad paga 
aportaciones fijas a una entidad separada (un fondo) y no tiene la obligación legal o implícita 
de pagar aportaciones adicionales cuando el fondo no tiene los recursos suficientes para 
atender todos los beneficios a los empleados que se relacionen con los servicios que los 
empleados han prestado en el periodo presente y en los anteriores. Todos los demás planes 
son planes de beneficios definidos, los cuales pueden o no estar cubiertos con un fondo 
específico, o pueden estarlo parcial o totalmente.  (IFRS Foundation, 2013) 
 Con relación a los planes de beneficios definidos, la norma requiere que una entidad: 
a) contabilice no solo las obligaciones legales sino también cualquier obligación 
implícita que se derive de las prácticas de la entidad; 
b) determine el valor presente de las obligaciones y el valor razonable de 
cualesquiera activos del plan; 
c) utilice el método de la unidad de crédito proyectado para medir sus 
obligaciones y sus costos; 
d) utilice suposiciones actuariales mutuamente compatibles y no sesgadas sobre 
variables demográficas (tales como rotación de los empleados y mortalidad) y 
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financieras (tales como incrementos futuros en los salarios, variaciones en los 
costos); 
e) determine la tasa de descuento con referencia a las tasas de mercado al final 
del periodo sobre el que se informa; 
f) deduzca el valor razonable de los activos del plan del importe en libros de la 
obligación para determinar el pasivo (activo) por beneficios definidos neto. 
Objetivo. El objetivo de la norma es prescribir el tratamiento contable y la información 
a revelar sobre los beneficios a los empleados. La entidad debe reconocer un pasivo cuando 
el empleado ha prestado servicios a cambio de beneficios a los empleados a pagar en el 
futuro, y un gasto cuando la entidad consume el beneficio económico procedente del servicio 
prestado por el empleado a cambio de los beneficios a los empleados. 
Alcance. La norma es aplicada por los empleadores al contabilizar todos los beneficios a 
los empleados, excepto aquellos a los que se aplique la NIIF 2 – pagos basados en acciones, 
y lo referido a los planes de beneficios a los empleados que se trata en la NIC 26 – 
Contabilización e Información Financiera sobre Planes de Beneficios por Retiro. 
Los beneficios a los empleados a los que se aplica esta norma comprenden los que 
proceden de planes u tipo de acuerdos formales celebrados entre la entidad y los empleados, 
requerimientos legales o acuerdos tomados en determinados sectores industriales, prácticas 
no formalizadas que generen obligaciones implícitas. 
Dentro de los beneficios a empleados se tienen lo beneficios post-empleo, tales como los 
beneficios por retiro, por ejemplo, pensiones y pagos únicos por retiro. Estos beneficios 
comprenden los proporcionados a los empleados o a quienes dependen o son beneficiarios 
de ellos. 
Reconocimiento. Como se señaló, los beneficios post-empleo incluyen elementos tales 
como los beneficios por retiro, como pensiones. Los planes de beneficio post-empleo se 
pueden clasificar como planes de aportaciones definidas o de beneficios definidos. 
En los planes de aportaciones definidas, la obligación legal o implícita de la entidad se 
limita al importe que haya acordado aportar al fondo. Por tanto, el riesgo actuarial, de que 
los beneficios sean menores que los esperados, y el riesgo de inversión, de que los activos 
invertidos sean insuficientes para atender los beneficios esperados, son asumidos por el 
empleado. (IFRS Foundation, 2013) 
En los planes de beneficios definidos la obligación de la entidad consiste en suministrar 
los beneficios acordados a los empleados actuales y anteriores, por tanto, el riesgo actuarial 
(de que los beneficios tengan un costo mayor que el esperado) como el riesgo de inversión, 
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son asumidos, esencialmente, por la propia entidad. Si los resultados actuariales o de la 
inversión son peores de lo esperado, las obligaciones de la entidad pueden verse aumentadas. 
Reconocimiento y medición de planes de aportaciones definidas. La contabilización 
de los planes de aportaciones definidas es sencilla, puesto que la obligación de la entidad 
que informa en sus estados financieros, para cada periodo, estará determinada por los 
importes a aportar en ese periodo. En consecuencia, para la contabilización no se requieren 
suposiciones actuariales para medir la obligación o el gasto, y por tanto no existe la 
posibilidad de que se den ganancias o pérdidas actuariales. Las obligaciones se miden sobre 
una base sin descontar, excepto cuando no se esperen liquidar totalmente antes de doce 
meses tras el cierre del periodo anual sobre el que se informa en que los empleados han 
prestado los servicios relacionados. (IFRS Foundation, 2013). 
Cuando un empleado ha prestado sus servicios a la entidad durante un periodo, la entidad 
reconocerá la aportación a realizar al plan de aportaciones definidas a cambio de tales 
servicios como un PASIVO y como un GASTO, a menos que otra NIIF requiera o permita 
la inclusión de la aportación en el costo de un activo. 
Reconocimiento y medición de planes de beneficios definidos. La contabilización de 
los planes de beneficios definidos es compleja, puesto que se requieren suposiciones 
actuariales para medir la obligación contraída y el gasto, y existe la posibilidad de obtener 
ganancias o pérdidas actuariales. Las obligaciones se miden según una base descontada, 
puesto que existe la posibilidad de que sean liquidadas muchos años después de que los 
empleados hayan prestado los servicios relacionados. 
 Estos planes pueden no estar financiados a través de un fondo, o pueden ser financiados 
parcial o totalmente por aportaciones de la entidad, o en conjunto con los empleados, a otra 
entidad o a un fondo, que está legalmente separado de la entidad. La entidad es en esencia 
la tomadora de los riesgos actuariales y de inversión asociados al plan.  
La contabilización en la entidad de los planes de beneficios definidos supone los 
siguientes pasos:  
a) determinar el déficit o superávit, utilizando técnicas actuariales como el método 
de la unidad de crédito proyectada para hacer una estimación fiable del costo 
final; descontar ese beneficio para determinar el valor presente de la obligación 
y el costo de los servicios presentes; deducir el valor razonable de los activos del 
plan del valor presente de la obligación por beneficios definidos. 
b) Determinar el importe del pasivo (activo) por beneficios definidos neto. 
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c) Determinar los importes a reconocer en el resultado del periodo, como el costo 
del servicio presente, o cualquier costo por servicios pasados y la ganancia o 
pérdida en el momento de la liquidación y el interés neto sobre el pasivo (activo) 
por beneficios definidos. 
d) Determinar las nuevas mediciones del pasivo (activo) por beneficios definidos 
neto a reconocer en otro resultado integral, que comprende las ganancias y 
pérdidas actuariales, el rendimiento de los activos del plan, los cambios en el 
efecto del techo del activo. 
Medición. El costo final de un plan de beneficios definidos puede estar influido por 
numerosas variables, tales como los salarios finales, la rotación y mortalidad de los 
empleados y aportaciones al plan. Para medir el valor presente de las obligaciones por 
beneficios definidos y el costo del servicio del periodo presente es necesario aplicar un 
método de medición actuarial, distribuir los beneficios entre los periodos de servicios y 
realizar suposiciones actuariales. 
 El método de valoración actuarial a utilizar es el método de la unidad de crédito 
proyectada para determinar el valor presente de sus obligaciones por beneficios definidos, y 
el costo del servicio presente relacionado y, en su caso, el costo de servicios pasados. Este 
método requiere que una entidad atribuya parte de los beneficios al periodo corriente, con el 
fin de determinar el costo del servicio presente, y parte a los periodos presente y en 
anteriores, con el fin de determinar el valor presente de las obligaciones por beneficios 
definidos.  
Los servicios prestados por los empleados darán lugar, en un plan de beneficios definidos, 
a una obligación de pago, incluso si los beneficios están condicionados a la existencia de 
una relación laboral en el futuro, es decir, así no estén consolidados. Los años de servicio 
anteriores a la fecha de la consolidación de los derechos darán lugar a una obligación 
implícita porque, al final de cada periodo sucesivo sobre el que se informa, se verá reducido 
el importe del servicio futuro que un empleado tendrá que prestar antes de pasar a tener 
derecho al beneficio. 
Las suposiciones actuariales serán insesgadas y compatibles entre sí, es decir que no 
resulten imprudentes ni excesivamente conservadoras. Se consideran las mejores 
estimaciones de la entidad sobre las variables que determinan el costo final de proporcionar 
beneficios post-empleo.  
Estas suposiciones comprenden las demográficas, relacionadas con características de los 
empleados actuales y pasados, como la mortalidad, tasas de rotación, incapacidad, retiros 
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prematuros, proporción de partícipes, y las financieras que se refieren a tasa de descuento, 
niveles de beneficio, impuestos por pagar, entre otros. 
Antes de determinar el costo de los servicios pasados o una ganancia o pérdida en el 
momento de la liquidación, una entidad medirá nuevamente el pasivo (activo) por beneficios 
definidos neto utilizando el valor razonable presente de los activos del plan y los supuestos 
actuariales presentes (incluyendo las tasas de interés de mercado presentes y otros precios 
de mercado presente) que reflejen los beneficios ofrecidos según el plan antes de la 
modificación, reducción o liquidación del plan (IFRS, 2012, A793). 
Información a revelar. Se debe revelar: 
a) La política contable para el reconocimiento de pérdidas y ganancias actuariales, 
b) Descripción y características de los planes de beneficios definidos y los 
 riesgos asociados con ellos,  
c) Conciliación entre los activos y pasivos del balance, 
d) Importes de las partidas del valor razonable de los activos afectos al plan, 
e) Conciliación entre los movimientos producidos en el ejercicio en el pasivo o 
activo neto reconocido en el balance, 
f) Gasto total reconocido, de cada partida, 
g) Rendimiento real de los activos, y reembolsos reconocidos como tales, 
h) Hipótesis actuariales utilizadas. 
3.1.2. NIC 26 – Contabilización e Información Financiera sobre Planes de Beneficio 
por Retiro 
Los planes de beneficios por retiro son conocidos también con los nombres de “planes de 
pensiones”, “sistemas complementarios de prestaciones por jubilación”.  Esta norma se 
aplica a los estados financieros de planes de beneficios por retiro, cuando éstos se preparan, 
pero los planes se consideran entidades diferentes de los empleadores y de las personas que 
participan en dicho plan. (IFRS, 2015, pág. A1140, párrafo 2) 
Los planes de beneficio por retiro son acuerdos en los que una entidad se compromete a 
suministrar beneficios a sus empleados, en el momento de terminar sus servicios o después 
(ya sea en forma de renta periódica o como pago único), siempre que tales beneficios, o las 
aportaciones a los mismos que dependan del empleador, puedan ser determinados o 
estimados con anterioridad al momento del retiro, ya sea a partir de las cláusulas establecidas 
en un documento o de las prácticas habituales de la entidad. 
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Algunos planes de beneficio por retiro son financiados por personas distintas de los 
empleadores; esta Norma también es de aplicación a la información financiera sobre tales 
planes. 
Objetivo. Esta Norma trata de la contabilidad y la información a presentar, por parte del 
plan, a todos los participantes del grupo.  
Los planes de beneficios por retiro pertenecen a uno de los dos tipos ya mencionados: 
planes de aportaciones definidas o planes de beneficios definidos, tendiendo cada uno sus 
propias características distintivas, aunque ocasionalmente pueden encontrarse planes 
caracteres de ambos, en cuyo caso se consideran como planes de beneficios definidos para 
los propósitos de esta norma. 
Alcance. La norma se refiere a la contabilidad y la información que se debe presentar, 
por parte del plan, a los participantes como grupo y no se ocupa de las informaciones a los 
individuos participantes acerca de sus derechos adquiridos en el plan. Es una norma 
complementaria de la NIC 19-Beneficios a empleados. 
Los planes de beneficio por retiro pueden ser de aportaciones definidas o de beneficios 
definidos, los cuales en su mayoría exigen la creación de fondos separados, que pueden o no 
tener personalidad jurídica independiente, así como pueden o no tener fideicomisarios que 
reciben las aportaciones y pagan los beneficios por retiro. 
Los planes de beneficio por retiro cuyos activos han sido invertidos en una compañía de 
seguros, están sometidos a las mismas obligaciones de contabilidad y capitalización de 
aquéllos donde las inversiones se administran privadamente, por tanto, están dentro del 
alcance de esta norma. 
La norma no se ocupa de otros tipos de ventajas sociales de los empleados tales como 
indemnizaciones por despido, acuerdos de remuneración diferida, gratificaciones por 
ausencia prolongada, planes de retiro anticipado o de reestructuración de plantilla, 
programas de seguros de enfermedad y de previsión colectiva o los sistemas de bonos a los 
trabajadores. También se excluyen del alcance de esta norma a los programas de seguridad 
social del gobierno. (IFRS Foundation, 2013) 
Reconocimiento y medición para planes de aportaciones definidas. Se debe incluir un 
estado de los activos netos para atender beneficios, así como una descripción de la política 
de capitalización. Como se sabe, la cuantía de los beneficios futuros a los participantes viene 
determinada por las aportaciones del empresario, del empleado o de ambos, junto con la 
gestión y los rendimientos de las inversiones del plan. El desembolso de las cotizaciones 
realizado por el empresario lo libera de las obligaciones con el fondo.  
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El objetivo de la información procedente de un plan de aportaciones definidas es el de dar 
cuenta, periódicamente, de la situación del plan y de los rendimientos de sus inversiones. 
Reconocimiento y medición para planes de beneficios definidos. Al suministrar 
información sobre estos planes, ésta debe contener: 
 Un estado que muestre los activos netos para atender beneficios, el valor 
actuarial presente de los beneficios prometidos (irrevocables y no), y el superávit o 
déficit resultante; o 
 Un estado de los activos netos para atender beneficios, bien sea en una nota 
que revele el valor actuarial presente de los beneficios prometidos, o una remisión al 
informe adjunto del actuario con esta información. 
Al determinar la cifra concreta se hará en función de los salarios actuales o de los 
proyectados, señalando el método utilizado. Los estados financieros deben explicar la 
relación existente entre el valor actuarial presente de los beneficios prometidos y los activos 
netos para atender tales beneficios, así como la política contable que se estableció para la 
capitalización de los beneficios prometidos. 
 Se suministra como información del plan, el valor actuarial presente de los beneficios 
prometidos en función de los salarios corrientes, para indicar el importe de las obligaciones 
acumuladas o devengadas hasta la fecha del informe. Cuando se suministra el valor actuarial 
presente de los beneficios prometidos en función de los salarios proyectados, se hace para 
indicar el importe de las obligaciones potenciales en un régimen de gestión continuada, como 
base para la capitalización. 
En un plan de beneficios definidos es necesaria la participación en calidad de asesor de 
un profesional actuario que evalúe la situación financiera del plan, revise las suposiciones 
actuariales y presente las recomendaciones sobre los niveles que deben alcanzar las 
aportaciones futuras. 
La información contable de un plan de beneficios definidos dará cuenta de los recursos 
financieros y de las actividades del plan, datos que son útiles al evaluar las relaciones entre 
la acumulación de recursos y los beneficios satisfechos por el plan en cada momento.  
Las evaluaciones actuariales requieren una frecuencia no mayor de una vez cada tres años. 
En caso de que no se haya realizado una evaluación actuarial en la fecha de los estados 
financieros, se utiliza la evaluación más reciente como base, indicando la fecha en que fue 
realizada. 
Valoración de los activos del plan. Las inversiones del plan de beneficios por retiro 
deben contabilizarse por su valor razonable. En el caso de títulos cotizados, el valor 
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razonable es el de mercado. Cuando existan inversiones, dentro del plan, cuyo valor 
razonable no puede estimarse, debe revelarse la razón por la cual no se ha podido usar tal 
método de valoración. 
Los títulos con valor fijo de reembolso, que han sido adquiridos para cumplir con las 
obligaciones que el plan tenga en el momento de su vencimiento, o con una parte de las 
mismas, puede ser contabilizados por importes basados en su valor de reembolso, de manera 
que se obtenga una rentabilidad constante hasta el momento del vencimiento. 
Si existen inversiones que no se contabilizan por su valor de mercado o por su valor 
razonable, este último se revela en los estados financieros. Los activos usados en la gestión 
de las operaciones del fondo se contabilizan empleando las normas que les sean de 
aplicación. 
Información a revelar. En un plan de beneficios por retiro debe revelarse la siguiente 
información: 
a) un estado de cambios en los activos netos para atender beneficios; 
b) un resumen de las políticas contables significativos; y 
c) una descripción del plan y del efecto de cualesquiera cambios habidos en el plan 
durante el periodo. 
d) el valor actuarial presente de los beneficios prometidos, distinguiendo entre 
beneficios consolidados y aquéllos que no lo son. 
e) Una descripción de las principales suposiciones actuariales realizadas y del 
método usado para calcular el valor presente de los beneficios definidos. 
3.1.3. Sección 28 – NIIF para Pymes – Beneficios a los empleados 
Los beneficios a los empleados comprenden todos los tipos de contraprestaciones que la 
entidad proporciona a los trabajadores, incluidos administradores y gerentes, a cambio de 
sus servicios. Comprenden tanto los proporcionados a los trabajadores propiamente dichos, 
como a las personas que dependen de ellos, y pueden ser satisfechos mediante pagos (o 
suministrando bienes y servicios previamente comprometidos) hechos directamente a los 
empleados o a sus cónyuges, hijos u otras personas dependientes de aquéllos, o bien hechos 
a terceros, tales como compañías de seguros. (Fundación IASC, 2009). 
Esta sección 28 de la NIIF para Pymes comparte los mismos principios sobre el 
reconocimiento y la medición de los beneficios a corto plazo a los empleados señalados en 
la NIC 19-Beneficios a empleados. De igual manera, se comparten los mismos principios 
sobre el reconocimiento y medición de los planes de aportaciones definidas y de beneficios 
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definidos, aunque esta sección 28 está redactada en un lenguaje simple e incluye bastante 
menos orientación sobre cómo aplicar los principios. 
Objetivo. El objetivo de esta norma es establecer el tratamiento contable de los beneficios 
a los empleados que la entidad proporciona a los trabajadores, incluyendo administradores 
y gerentes, a cambio de sus servicios, para que los usuarios de los estados financieros puedan 
acceder a esta información. También se especifica la información que se debe revelar sobre 
los beneficios a los empleados. 
Alcance. Esta Sección se aplica a todos los beneficios a los empleados, excepto los 
relativos a transacciones con pagos basados en acciones, que se tratan en la Sección 26-
Pagos basados en acciones. Los cuatro tipos de beneficios son: a) Beneficios a corto plazo, 
b) Beneficios post-empleo, c) Otros beneficios a largo plazo, y d) Beneficios por 
terminación. 
 Los beneficios post-empleo incluyen los beneficios por retiro, tales como pensiones, 
al cual se refiere el presente trabajo. Se aplicará esta sección a todos los acuerdos, con 
independencia de que impliquen el establecimiento de una entidad separada para la 
recepción de las aportaciones y el pago de los beneficios. En algunos casos estos acuerdos 
los impone la ley, en otros casos surgen por acciones de la entidad. 
Reconocimiento. Una entidad reconocerá el costo de todos los beneficios a los 
empleados a los que éstos tengan derecho como resultado de servicios prestados durante el 
periodo sobre el que se informa: 
(a) Como un pasivo, después de deducir los importes que hayan sido pagados 
directamente a los empleados o como una contribución a un fondo de beneficios para 
los empleados.  
Si el importe pagado excede a las aportaciones que se deben realizar según los 
servicios prestados hasta la fecha sobre la que se informa, una entidad reconocerá ese 
exceso como un activo en la medida en que el pago anticipado vaya a dar lugar a una 
reducción en los pagos a efectuar en el futuro o a un reembolso en efectivo. 
(b) Como un gasto, a menos que otra sección de esta NIIF requiera que el costo 
se reconozca como parte del costo de un activo, tal como inventarios o propiedades, 
planta y equipo. 
Medición. Los planes de beneficios post-empleo se clasifican en: Planes de aportaciones 
definidas y Planes de beneficios definidos 
Planes de aportaciones definidas. En estos planes una entidad paga aportaciones fijas a 
una entidad separada (un fondo) y no tiene ninguna obligación legal ni implícita de pagar 
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aportaciones adicionales o de hacer pagos de beneficios directos a los empleados, en el caso 
de que el fondo no disponga de suficientes activos para pagar todos los beneficios de los 
empleados por los servicios que éstos han prestado en el periodo corriente y en los anteriores. 
En estos planes, el importe de los beneficios post-empleo recibidos por un empleado se 
determina en función del importe de las aportaciones que haya realizado la entidad y el 
empleado a un plan de beneficios post-empleo o a una aseguradora, junto con el rendimiento 
obtenido por esas aportaciones. (Fundación IASC, 2009) 
Las aportaciones por pagar se reconocen como un PASIVO, después de deducir cualquier 
importe ya pagado, y como un GASTO, a menos que otra sección de esta NIIF requiera que 
se reconozca como parte del costo de un activo. 
Planes de beneficios definidos. Son planes de beneficios post-empleo distintos a los 
planes de aportaciones definidas. En estos planes de beneficios definidos, la obligación de 
la entidad consiste en suministrar los beneficios acordados a los empleados actuales y 
anteriores, y el riesgo actuarial (los beneficios tengan un costo mayor del esperado) y el 
riesgo de inversión (el rendimiento de los activos para financiar los beneficios sea diferente 
del esperado) recaen, esencialmente, en la entidad. 
Si las diferencias actuariales o el rendimiento de la inversión son inferiores a lo esperado, 
las obligaciones de la entidad pueden incrementarse, y viceversa, si dichas diferencias o 
rendimiento son mejores de lo esperado. 
En los planes de beneficios definidos, la entidad reconocerá un PASIVO por sus 
obligaciones en el plan, neto de los activos del plan; el cambio neto en ese pasivo durante el 
periodo como el COSTO de sus planes de beneficio definidos durante el periodo. 
El pasivo por beneficios definidos es el valor presente de la obligación por beneficios 
definidos a la fecha sobre la que se informa que excede el valor razonable a la misma fecha 
de los activos del plan, si los hubiere, que se emplearán para cancelar las obligaciones. 
Si el valor razonable de los activos del plan a la fecha sobre la que se informa excede el 
valor presente de las obligaciones del plan a la misma fecha, se reconoce el superávit como 
un activo, si se reúnen ciertas condiciones, como la de recuperar el superávit mediante la 
reducción de las aportaciones o mediante reembolsos desde el plan. 
El valor presente de las obligaciones reflejará el importe estimado de los beneficios que 
los empleados hayan ganado por sus servicios en el periodo actual y anteriores, incluidos los 
que aún no están consolidados. Esto requiere que la entidad determine la cuantía de los 
beneficios correspondientes al periodo corriente y a los anteriores y realice estimaciones o 
suposiciones actuariales sobre variables demográficas como rotación y mortalidad de los 
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empleados, y financieras como incrementos futuros en los salarios, que influyen en el costo 
de los beneficios. Son suposiciones que no deben ser sesgadas, es decir, ni imprudentes ni 
excesivamente conservadoras. 
La medición de esta obligación se hará sobre la base de un valor presente descontado, en 
donde la referencia de la tasa a usar será la de mercado que tengan los bonos corporativos 
de alta calidad, o de los bonos del gobierno. Se utilizará el método de la unidad de crédito 
proyectada para medir su obligación por beneficios definidos y el gasto relacionado, sin un 
esfuerzo desproporcionado. Es un método de valoración actuarial que contempla cada año 
de servicio como generador de una unidad adicional de derecho a los beneficios, y que mide 
cada unidad de forma separada para conformar la obligación final. 
La entidad reconocerá el cambio neto en su pasivo por beneficios definidos como el 
COSTO de sus planes de beneficios definidos durante el periodo. Ese costo se reconocerá 
por completo en resultados como un GASTO, o parcialmente en resultados y parcialmente 
como una partida de otro resultado integral, a menos que otra sección de esta NIIF requiera 
que se reconozca como parte del costo de un activo. 
La entidad debe reconocer todas las ganancias y pérdidas actuariales en el periodo que se 
produzcan en resultados, o en otro resultado integral, a elección de la política contable de 
forma uniforme a todos los planes de beneficios definidos ya todas las ganancias y pérdidas 
actuariales. 
Información a revelar. Para los planes de aportaciones definidas la entidad revelará el 
importe reconocido en resultados como un gasto. Si la entidad maneja planes de beneficio 
definido, revelará: 
a) Una descripción general del tipo de plan, que incluye la política de 
 financiación, 
b) La política contable para reconocer las ganancias y pérdidas actuariales, 
c) La fecha de la valoración actuarial integral más reciente, o los ajustes 
realizados para medir la obligación, 
d) Una conciliación de los saldos de apertura y cierre de la obligación por 
 beneficios definidos. 
e) Conciliación de los saldos de apertura y cierre del valor razonable de los 
activos del plan. 
f) El costo total relativo a los planes de beneficio definidos del periodo. 
g) Los tipos o clases de activos del plan y los importes incluidos en el valor 
 razonable, y el rendimiento real de estos activos. 
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h) Los supuestos actuariales principales utilizados, como tasas de descuentos, de 
rendimientos, de incrementos esperadas, y cualquier otra. 
3.2. Normas expedidas por el IPSASB para el sector público gubernamental 
3.2.1. NICSP 25 – Beneficios a empleados 
El IPSASB expide esta norma para establecer la forma en la que se debe tratar 
contablemente y revelar información acerca de los beneficios a los empleados por parte de 
las entidades del sector público. Se basa en la NIC 19 -Beneficios a los Empleados.  
La Norma no trata la contabilización ni la presentación por los planes de beneficios por 
retiro, y remite a la normativa contable internacional o nacional aplicable al tratamiento 
contable y presentación por los planes de beneficio por retiro. Los beneficios que no son una 
contraprestación a cambio de los servicios prestados por los empleados o antiguos 
empleados de las entidades que informan no están dentro del alcance de esta Norma. 
(Consejo de Normas Internacionales de Contabilidad del Sector Público (IPSASB), 2013) 
Esta Norma identifica cuatro categorías de beneficios a los empleados:  
(a) beneficios a los empleados a corto plazo, tales como sueldos, salarios y aportaciones 
a la seguridad social, permisos remunerados anuales, permisos remunerados por enfermedad, 
participación en ganancias e incentivos (si se pagan dentro de los doce meses siguientes al 
final del periodo), y beneficios no monetarios (tales como atención médica, vivienda, 
automóviles y bienes o servicios subvencionados o gratuitos) para los empleados actuales;  
(b) beneficios post-empleo, tales como pensiones, otros beneficios por retiro, seguros de 
vida y atención médica post-empleo;  
(c) otros beneficios a largo plazo para los empleados, entre los que se pueden incluir 
permisos remunerados después de largos periodos de servicio o permisos sabáticos, 
beneficios por jubileos u otros beneficios posteriores a un largo periodo de servicio, los 
beneficios por incapacidad y, si se pagan en un plazo de doce meses o más después del final 
del periodo, incentivos basados en el rendimiento, la participación en ganancias y las 
compensaciones diferidas; y  
(d) beneficios por terminación.  
El presente trabajo desarrollará lo correspondiente a los beneficios post-empleo, referidos 
a los planes de pensiones. 
Objetivo. El objetivo de esta Norma es prescribir el tratamiento contable y la información 




(a) un pasivo cuando el empleado ha prestado servicios a cambio del derecho de recibir 
pagos en el futuro; y 
(b) un gasto cuando la entidad consume los beneficios económicos o el servicio potencial 
procedente del servicio prestado por un empleado a cambio de los beneficios a los 
empleados. 
Los beneficios a los empleados comprenden tanto los proporcionados a los trabajadores 
propiamente dichos, como a las personas que dependan de ellos, y pueden ser satisfechos 
mediante pagos (o suministrando bienes y servicios previamente comprometidos) hechos 
directamente a los empleados o a sus cónyuges, hijos u otras personas dependientes de 
aquéllos, o bien hechos a terceros, tales como compañías de seguros. 
Los beneficios post-empleo incluyen, por ejemplo: 
(a) beneficios por retiro, tales como las pensiones; y 
(b) otros beneficios post-empleo, tales como los seguros de vida y los beneficios de 
atención médica posteriores al empleo. 
Los acuerdos por los cuales una entidad proporciona beneficios posteriores al periodo de 
empleo son planes de beneficios post-empleo. Una entidad aplicará esta Norma a todos estos 
acuerdos, con independencia de que los mismos involucren o no el establecimiento de una 
entidad separada, tal como un sistema de pensiones, sistema complementario de prestaciones 
por jubilación, o sistema de beneficios por retiro, para recibir las aportaciones y pagar los 
beneficios. (Consejo de Normas Internacionales de Contabilidad del Sector Público 
(IPSASB), 2013) 
Alcance. Esta Norma deberá aplicarse por un empleador para contabilizar todos los 
beneficios a los empleados, excepto las transacciones basadas en acciones (véase la 
normativa contable internacional o nacional aplicable a las transacciones basadas en 
acciones). La Norma tampoco trata la presentación por los planes de beneficios por retiro de 
los empleados (ver la normativa contable internacional o nacional aplicable a los planes de 
beneficio por retiro de los empleados). Esta Norma no trata los beneficios proporcionados 
por los programas combinados de seguridad social que no sean una contraprestación a 
cambio de los servicios prestados por los empleados o antiguos empleados de las entidades 
del sector público.  
Los beneficios post-empleo, dependiendo de la esencia económica que se derive de los 
principales términos y condiciones contenidos en ellos se clasifican en: 
 Planes de aportaciones definidas 
 Planes de beneficios definidos 
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Beneficios post-empleo –planes de aportaciones definidas. Para que un plan de 
beneficios post-empleo se clasifique como un plan de aportaciones definidas debe requerir 
que la entidad pague aportaciones fijas a una entidad separada. En los planes de aportaciones 
definidas la obligación legal o implícita de la entidad se limita a la aportación que haya 
acordado entregar al fondo.  
De esta forma, el importe de los beneficios post-empleo a recibir por el empleado estará 
determinado por el importe de las aportaciones que haya realizado la entidad (y 
eventualmente el propio empleado) a un plan de beneficio post-empleo o a una compañía de 
seguros, junto con el rendimiento obtenido por las inversiones donde se materialicen los 
fondos aportados.  
En consecuencia, el riesgo actuarial (de que los beneficios sean menores que los 
esperados) y el riesgo de inversión (de que los activos invertidos sean insuficientes para 
cubrir los beneficios esperados) son asumidos por el empleado.  
Beneficios post-empleo – Planes de beneficios definidos. Los planes de beneficios 
definidos pueden no estar financiados a través de un fondo, o por el contrario pueden estar 
financiados, total o parcialmente, mediante aportaciones realizadas por la entidad, y algunas 
veces por sus empleados, a otra entidad, o a un fondo, que está separada legalmente de la 
entidad que informa y es la encargada de pagar los beneficios a los empleados. 
El pago de los beneficios financiados a través de un fondo, cuando se convierten en 
exigibles, depende no solo de la situación financiera y del rendimiento de las inversiones 
mantenidas por el fondo, sino también de la capacidad (y voluntad) de la entidad para cubrir 
cualquier insuficiencia de los activos del fondo. Por tanto, la entidad es, en esencia, el 
tomador de los riesgos actuariales y de inversión asociados con el plan. En consecuencia, el 
gasto que se reconocerá en un plan de los beneficios definidos no es necesariamente el 
importe de la aportación al plan en el periodo. 
 
Reconocimiento y medición. 
Planes de aportaciones definidas. La contabilización de los planes de aportaciones 
definidas es sencilla, puesto que la obligación de la entidad que informa en sus estados 
financieros, para cada periodo, estará determinada por los importes a aportar en ese periodo. 
En consecuencia, no se requieren suposiciones actuariales para medir la obligación o el 
gasto, y por tanto no existe la posibilidad de que se den ganancias o pérdidas actuariales. 
Además, las obligaciones se miden sin recurrir al descuento, salvo las partes de las mismas 
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que vayan a vencer más allá del plazo de doce meses tras el cierre correspondiente al periodo 
en que los empleados han prestado los servicios correspondientes. 
Cuando un empleado ha prestado sus servicios a una entidad durante un periodo, la 
entidad reconocerá la aportación a realizar al plan de aportaciones definidas a cambio de 
tales servicios: 
(a) como un pasivo (gastos acumulados o devengados), después de deducir cualquier 
importe ya satisfecho. Si el importe ya pagado es superior a las aportaciones que se deben 
realizar según los servicios prestados hasta la fecha de presentación, una entidad reconocerá 
la diferencia como un activo (pago anticipado de un gasto) en la medida que el pago por 
adelantado vaya a dar lugar, por ejemplo, a una reducción en los pagos a efectuar en el futuro 
o a un reembolso en efectivo; y 
(b) como un gasto del periodo, a menos que otra Norma requiera o permita la inclusión 
de la aportación en el costo de un activo 
En el caso de que las aportaciones a un plan de aportaciones definidas no se tuvieran que 
pagar en los doce meses siguientes al final del periodo en que se produjeron los servicios 
correspondientes de los empleados, el importe de las mismas será descontado, utilizando 
para ello una tasa de descuento. 
Planes de beneficios definidos. La contabilización de los planes de beneficios definidos 
es compleja, puesto que se requieren suposiciones actuariales para medir la obligación 
contraída y el gasto, y existe la posibilidad de obtener ganancias o pérdidas actuariales. 
Más aún, las obligaciones se miden según una base descontada, puesto que existe la 
posibilidad de que sean liquidadas muchos años después de que los empleados hayan 
prestado los servicios relacionados. 
La contabilización, por parte de una entidad, de los planes de beneficios definidos, supone 
los siguientes pasos: 
(a) utilizar técnicas actuariales para hacer una estimación fiable del importe de los 
beneficios que los empleados han acumulado (o devengado) en razón de los servicios que 
han prestado en el periodo corriente y en los anteriores.  
Este cálculo requiere que la entidad determine la cuantía de los beneficios que resultan 
atribuibles al periodo corriente y a los anteriores, y que realice las estimaciones pertinentes 
(suposiciones actuariales) respecto a las variables demográficas (tales como rotación de los 
empleados y mortalidad) y financieras (tales como incrementos futuros en los salarios y en 
los costos de asistencia médica) que influirán en el costo de los beneficios a suministrar; 
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(b) descontar los anteriores beneficios utilizando el método de la unidad de crédito 
proyectada, a fin de determinar el valor presente de la obligación que suponen los beneficios 
definidos y el costo de los servicios del periodo corriente; 
(c) determinar el valor razonable de cualesquiera activos del plan; 
(d) determinar el importe total de las ganancias o pérdidas actuariales, así como el importe 
de aquéllas ganancias o pérdidas a reconocer; 
(e) en el caso de que el plan haya sido introducido o hayan cambiado las condiciones, 
determinar el correspondiente costo por servicios pasados; y 
(f) en el caso de que haya habido reducciones en el plan o liquidación del mismo, 
determinar la ganancia o pérdida correspondiente. (Consejo de Normas Internacionales de 
Contabilidad del Sector Público (IPSASB), 2013) 
Si una entidad mantiene más de un plan de beneficios definidos, aplicará estos 
procedimientos a cada uno de los planes significativos por separado. Por ejemplo, una 
Administración responsable de los servicios de educación y sanidad y otros servicios puede 
tener planes separados para profesores, profesionales sanitarios y otros empleados. 
En algunos casos, la utilización de estimaciones, promedios o métodos abreviados de 
cálculo pueden suministrar una aproximación fiable de los procedimientos ilustrados en esta 
Norma. 
El importe reconocido como un pasivo por beneficios definidos será la suma neta total de 
los siguientes importes:  
(a) el valor presente de la obligación por beneficios definidos a fecha de presentación;  
(b) más cualquier ganancia actuarial (menos cualquier pérdida actuarial) no reconocida 
por causa del tratamiento contable;  
(c) menos cualquier del costo de servicios pasados todavía no reconocido; y  
(d) menos el valor razonable, a fecha presentación, de los activos del plan (si los hubiere) 
con los que se cancelarán directamente las obligaciones  
 El valor presente de las obligaciones por beneficios definidos es el importe bruto de las 
mismas, antes de deducir el valor razonable de cualesquiera activos del plan. 
El importe determinado puede ser negativo, es decir puede resultar un activo. Una entidad 
medirá el activo resultante según el valor menor de entre los siguientes: (a) el importe 
determinado y (b) el total de cualquier pérdida actuarial neta y costo de servicios pasados 
acumulados no reconocidos y el valor presente de cualesquiera beneficios económicos 
disponibles en forma de reembolsos del plan o reducciones en las aportaciones futuras al 
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mismo. Puede aparecer un activo cuando el plan de beneficios definidos está sobre 
financiado, o en ciertos casos cuando se reconocen ganancias actuariales.  
El valor presente de estos beneficios económicos se determinará utilizando la tasa de 
descuento especificada. 
Una entidad reconocerá, en el resultado (ahorro o desahorro), el importe total neto de las 
siguientes cantidades, salvo que otra Norma requiera o permita su inclusión en el costo de 
un activo:  
(a) el costo de servicio del periodo corriente;  
(b) el costo por intereses;  
(c) el rendimiento esperado de cualquier activo del plan, así como de cualquier derecho 
de reembolso;  
(d) las ganancias y pérdidas actuariales, según se requiera de acuerdo con la política 
contable de la entidad;  
(e) el costo de los servicios pasados;  
(f) el efecto de cualquier tipo de reducción o liquidación del plan 
Al medir su pasivo por beneficios definidos una entidad reconocerá una parte de sus 
ganancias y pérdidas actuariales como gasto o ingreso ordinario, si el importe neto 
acumulado no reconocido de las ganancias y pérdidas actuariales al final del periodo anterior 
del que se informa excediera a la mayor de las siguientes cantidades:  
(a) el 10% del valor presente de la obligación por los beneficios definidos en esa fecha 
(antes de deducir los activos del plan); y  
(b) el 10% del valor razonable de cualesquiera activos del plan en esa fecha.  
Si una entidad adopta una política de reconocer las ganancias y pérdidas actuariales en el 
periodo en el que ocurren, podrá reconocerlas como una partida separada directamente en 
activos netos/patrimonio, siempre que lo haga así para: (a) todos sus planes de beneficios 
definidos; y (b) todas sus ganancias y pérdidas actuariales. 
Información a revelar. Una entidad revelará información que permita a los usuarios de 
los estados financieros evaluar la naturaleza de sus planes de beneficios definidos, así como 
los efectos financieros de los cambios en dichos planes durante el periodo.  
a) La política contable seguida por la entidad para el reconocimiento de 
las ganancias y pérdidas actuariales; (b) una descripción general del tipo de plan 
de que se trate; (c) una conciliación entre los saldos iniciales y finales del valor 
presente de la obligación por beneficios definidos, 
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b) Un desglose de la obligación por beneficios definidos en importes que 
procedan de planes que estén totalmente sin financiar e importes que procedan 
de planes que estén total o parcialmente financiados.  
c) Una conciliación entre los saldos iniciales y finales del valor razonable 
de los activos del plan y los saldos iniciales y finales de cualesquiera derechos de 
reembolso reconocidos como un activo 
d) El gasto total reconocido en el estado de rendimiento financiero para 
cada uno de los conceptos siguientes, y la partida o partidas en las que se han 
incluido: (i) costo de los servicios del periodo corriente; (ii) costo por intereses; 
(iii) rendimiento esperado para los activos del plan; (iv) rendimiento esperado de 
cualquier derecho de reembolso reconocido como un activo; (v) ganancias y 
pérdidas actuariales; (vi) costo de los servicios pasados; (vii) el efecto de 
cualquier reducción o liquidación; y 
e) Para cada una de las principales categorías de activos del plan, donde 
se incluirán como tales, pero sin limitarse a ellas, los instrumentos de patrimonio, 
los instrumentos de deuda, los inmuebles y otros activos. 
f) Las principales suposiciones actuariales utilizadas. 
g) La mejor estimación del empleador, en tanto pueda ser determinada 
razonablemente, de las aportaciones que se espera pagar al plan durante el 
periodo anual que comience después de la fecha sobre la que se informa. 
3.3. Regulación del Fondo Monetario Internacional sobre el pasivo pensional 
Según el FMI, las prestaciones de seguridad social son una categoría del total de 
prestaciones sociales, y se clasifican además como prestaciones pagaderas en efectivo o en 
especie. Ciertas prestaciones sociales, especialmente las de jubilación, se pagan varios años 
después de recibirse las correspondientes contribuciones sociales.  
Puesto que el gobierno puede modificar como desee las prestaciones de seguridad social 
como parte de su política económica, existe cierta incertidumbre con respecto al eventual 
pago o al monto de los pagos correspondientes a las prestaciones de jubilación. En 
consecuencia, no existen pasivos vinculados con los sistemas de seguridad social en el 
sistema de EFP y solo se registra un GASTO cuando deben pagarse las prestaciones. Sin 
embargo, debido a que es muy probable que se paguen las prestaciones de jubilación, debe 
estimarse una partida informativa que sea igual al valor presente de las prestaciones 
devengadas hasta la fecha.  (Fondo Monetario Internacional (FMI), 2002) 
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Si un empleador del sector público establece un sistema de seguro social del empleador, 
pero suscribe un contrato con una empresa de seguros para que lo administre, la unidad del 
gobierno general o la corporación pública que actúa como empleador pagará las 
contribuciones sociales correspondientes a la empresa en nombre de sus empleados, y todas 
las demás transacciones del sistema de seguro social estarán a cargo de la empresa de 
seguros. Si la empresa de seguros es una corporación privada, sus transacciones, por 
ejemplo, el pago de las prestaciones y los gastos administrativos, la inversión de los activos, 
y la contratación y liquidación de obligaciones relativas a las prestaciones de jubilación y 
otras, no afectarán las estadísticas del sector gobierno general ni las del sector público. Si la 
empresa de seguros es una corporación pública, las estadísticas del sector público serán 
afectadas por las operaciones del sistema, pero no las estadísticas del sector gobierno 
general. 
Si un sistema basado en fondos asignados está organizado y administrado por el 
empleador, entonces puede ser estructurado como una caja de pensiones autónoma o no 
autónoma. En general, las cajas de pensiones autónomas y no autónomas pueden organizarse 
como sistemas de prestaciones definidas o sistemas de contribuciones definidas.  
En los sistemas de prestaciones definidas está garantizado el nivel de las prestaciones de 
jubilación prometidas por el empleador a los empleados participantes, y éste suele 
determinarse mediante una fórmula basada en los años de servicio y el salario de los 
participantes. El pasivo de un sistema de prestaciones definidas es el valor presente de las 
prestaciones prometidas.  
En los sistemas de contribuciones definidas está garantizado el nivel de las contribuciones 
del empleador a la caja, pero las prestaciones que se pagarán dependen de los activos de la 
caja. El pasivo de un sistema de contribuciones definidas es el valor de mercado corriente 
de sus activos.  
En el caso de los sistemas administrados por una empresa de seguros privada, la principal 
función de una unidad gubernamental en lo que respecta al sistema de jubilación consiste en 
pagar las contribuciones sociales en nombre de sus empleados. Los activos de la caja de 
pensiones y el valor presente de los pasivos por el pago de prestaciones de jubilación son 
activos y pasivos del sector público.  
Las contribuciones sociales que recibe la caja de pensiones se tratan como el 
incurrimiento de un pasivo por el pago de prestaciones futuras por parte del sector público. 
La renta de la propiedad obtenida de la inversión de los activos de las cajas de pensiones es 
un ingreso del sector público y el gasto de la propiedad de los pasivos por el pago de 
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prestaciones futuras de jubilación es un gasto. El pago de las prestaciones de jubilación es 
una reducción de los pasivos del sector público. (Fondo Monetario Internacional (FMI), 
2002)  
Las personas cubiertas por un sistema de jubilación tienen derechos contra la unidad que 
administra el sistema, los cuales se liquidan mediante el pago de las prestaciones una vez 
que los individuos satisfagan determinados criterios, usualmente después de alcanzar cierta 
edad o años de servicio. La naturaleza de esos derechos, y los correspondientes pasivos de 
las unidades que operan las cajas de pensiones, depende del tipo de beneficios prometidos.  
Los dos tipos principales de sistemas de pensiones son los de prestaciones definidas y los 
de contribuciones definidas. En los sistemas de prestaciones definidas está garantizado el 
nivel de las prestaciones jubilatorias prometidas por el empleador a los empleados 
participantes y éste suele determinarse mediante una fórmula basada en los años de servicio 
y el salario de los participantes. El pasivo de un sistema de pensiones de prestaciones 
definidas es el valor presente de las prestaciones prometidas. En los sistemas de 
contribuciones definidas está garantizado el nivel de las contribuciones del empleador a la 
caja, pero las prestaciones que se pagarán dependen de los activos de la caja. El pasivo de 
un sistema de contribuciones definidas es el valor de mercado corriente de sus activos.  
En lo que se refiere a los sistemas de seguridad social, en el sistema de EFP no se reconoce 
ningún pasivo por las promesas del gobierno de pagar pensiones de jubilación y otras 
prestaciones en el futuro, sin importar el nivel de los activos en un fondo de seguridad social 
u otras cuentas segregadas. Los pasivos correspondientes al pago de prestaciones que ya 
debieron pagarse pero que aún no se hayan pagado se clasifican como otras cuentas por 
pagar.  
En el sistema de EFP no se reconoce ningún pasivo por las promesas del gobierno de 
pagar prestaciones de la seguridad social en el futuro, como pensiones de jubilación y 
atención de salud. Todas las contribuciones a los sistemas de seguridad social se tratan como 
transferencias (ingresos) y los pagos de prestaciones también se tratan como transferencias 
(gastos). El valor presente de las prestaciones de seguridad social ya ganadas según las leyes 
y reglamentos existentes, pero que son pagaderas en el futuro, debe calcularse de manera 
similar a los pasivos de un sistema de jubilación del empleador y debe indicarse en una 





Capítulo IV  
Desarrollo de la regulación contable nacional en materia pensional 
 
En el capítulo anterior se abordó el tema de las normas internacionales de contabilidad 
referidas al tema pensional que hoy están vigentes, tanto para el sector privado como para el 
sector público, al igual que el tratamiento contable en las estadísticas de las finanzas públicas 
del FMI. En este capítulo se abordará el tema de la regulación contable nacional en materia 
pensional, en los mismos sectores público y privado.  
Para el desarrollo del presente capítulo es importante iniciar con las generalidades de la 
organización de la seguridad social en Colombia, con el propósito de conocer su estructura 
y el manejo del tema pensional. 
4.1. Estructura y organización del sistema de seguridad social en pensiones en 
Colombia 
4.1.1. Antecedentes 
El sistema de seguridad social que venía operando en Colombia hasta 1993 tenía y 
presentaba deficiencias estructurales, que desde lo social se hacía inequitativo e impedían 
una ampliación de su cobertura y desde lo financiero se mostraba poco viable.   
Algunos datos al respecto muestran que en 1990 las instituciones que hacían parte de la 
seguridad social en Colombia cubrían solo el 21.5% de la población, en contraste con 
cobertura en economías similares a Colombia, pues el promedio de cobertura en América 
Latina era del 61.2% en la misma época. (Venegas Franco, 1996) 
Por estructura de salarios, estaban afiliados al sistema de seguridad social solamente el 
16.7% de quienes devengaban entre un salario mínimo; el 45.9% de los que devengaban 
entre uno y dos salarios mínimos, y el 66.1% de los que devengaban entre dos o más salarios 
mínimos. La población más pobre y de menor capacidad económica estaba excluida de la 
protección de la seguridad social, siendo un sistema no solidario frente a la población que 
requería una atención especial y prioritaria. (Venegas Franco, 1996) 
Desde lo económico y financiero, Venegas, (1996), señala: “la magnitud del déficit 
actuarial presentado al Congreso de la República, en la exposición de motivos de la Ley 100, 
se calculó en $14.9 billones para 1990” (p.6), el cual se explica por el cambio demográfico 
experimentado por la sociedad colombiana y por el atraso en el incremento de las 
cotizaciones. La tendencia decreciente en la relación de trabajadores activos por pensionados 
requería modificar los sistemas de financiación de las prestaciones de largo plazo. 
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Era claro que el sistema funcionaba de manera diferente para los empleados públicos y 
privados. Para lo privados las pensiones se constituían con aportes de los empleadores, 
empleados y del gobierno. Las contribuciones programadas eran del 6% del salario, con el 
1,5% a cargo del afiliado, 3% al empleador y 1,5% para el Estado, los cuales debían aumentar 
3 puntos cada 5 años hasta alcanzar el 22% en 1993. Por el incumplimiento de los pagos por 
parte del Estado, las contribuciones se establecieron entonces en el 4,5%, incrementándose 
a 6,5% en 1985 (2/3 para el empleador y 1/3 para el empleado). Esta diferencia entre la tasa 
efectiva y la programada llevó a que se marcara, desde un inicio, la insostenibilidad del 
régimen administrado por el ISS y a que, con el tiempo, el pasivo pensional, que no se 
conocía, se hiciera cada vez mayor. (Fedesarrollo, 2010) 
En este sistema variaban los aportes entre las diferentes cajas, como también los 
beneficios que se otorgaban. Por ejemplo, los beneficios otorgados a los empleados públicos 
eran 66% superiores a los otorgados por el ISS. Se otorgaban pensiones de vejez del 150% 
y hasta del 350% superior a las pensiones de vejez del ISS. Otro problema advertido era el 
de los regímenes especiales que generaban una alta carga fiscal: en Ecopetrol los empleados 
no cotizaban y recibían una pensión del 75% del último salario y con menos de 55 años; los 
maestros además de la pensión, tenían derecho a recibir una pensión de concurrencia; los 
miembros de las Fuerzas Militares y de Policía; trabajadores de las empresas que al empezar 
a regir la ley, estén en concordato preventivo y obligatorio en que se hayan pactado sistemas 
o procedimientos especiales de protección de las pensiones, y mientras dure el respectivo 
concordato.   
Con este grave diagnóstico se presenta en 1992, por parte del Gobierno Nacional, a 
consideración del Congreso un proyecto de ley para establecer un nuevo sistema de 
seguridad social en pensiones, que contemplaba la creación de un sistema individual de 
ahorro pensional, basado en el ahorro y la capitalización individual de cotizaciones, 
estipulándose en el proyecto la posibilidad de contratar seguros de invalidez y 
sobrevivientes, la garantía estatal para asegurar las pensiones básicas, proteger los ahorros 
de los afiliados al sistema, garantizar una rentabilidad mínima de los mismos, y un aumento 
en las cotizaciones, distribuyéndose entre los empleados y trabajadores. 
En el tránsito normal del proyecto en el Congreso se aprueban modificaciones 
sustanciales como la incorporación del Régimen de Seguridad Social en Salud, la 
consagración de dos regímenes de pensiones en lugar de uno, la creación del Fondo de 
Solidaridad Pensional, y la desmonopolización del manejo del riesgo laboral de accidentes 
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de trabajo y enfermedad profesional. Así se expide la Ley 100 de 1993, en la cual se define 
el Sistema de Seguridad Social que rige en el país desde el 1º de abril de 1994. 
4.1.2. Modelo pensional vigente a partir de la Ley 100 de 1993 
El modelo pensional vigente en el país tiene su origen en la Ley 100 de 1993, que empezó 
a regir el 1º de abril de 1994 a nivel nacional y el 30 de junio de 1995 en el nivel territorial. 
Posteriormente en 2003 se aprobaron dos reformas a través de las Leyes 797 y 860 para 
reducir el déficit fiscal que venía generándose y acortar el régimen de transición, peros sus 
artículos pilares los declaró inexequibles la Corte Constitucional, lo que hizo necesaria una 
nueva reforma para revivir estos nuevos propósitos. 
Con la Ley 100 se crea un sistema de seguridad social integral, en el cual el Estado es 
quien lo dirige, coordina y controla, con el propósito de procurar el bienestar y el 
mejoramiento de la calidad de vida del individuo y la comunidad, mediante la protección de 
las contingencias que los afectan, especialmente las que menoscaban la salud y la capacidad 
económica. El sistema se estructura con cuatro componentes: básicos: a) el sistema general 
de pensiones, b) el sistema general de salud, c) el sistema general de riesgos profesionales y 
d) los servicios sociales complementarios definidos en la misma ley. 
Con relación al Sistema General de Pensiones (SGP), la Ley 100 se constituye en la base 
de su estructura normativa, con las modificaciones introducidas por la Ley 797 de 2003, 
específicamente, en cuanto a la regulación de la pensión de vejez. En el artículo 10 de la Ley 
100 de 1993 se señala que el objeto del SGP es el de “garantizar a la población el amparo 
contra las contingencias derivadas de la vejez, la invalidez y la muerte, mediante el 
reconocimiento de las pensiones y prestaciones señaladas en la ley, así como procurar la 
ampliación progresiva de la cobertura a los segmentos de población no cubiertos con un 
sistema de pensiones”. 
La ley organiza el sistema bajo la existencia de dos regímenes solidarios excluyentes pero 
que coexisten: (i) el régimen solidario de prima media con prestación definida y (ii) el 
régimen de ahorro individual con solidaridad, con la afiliación libre y voluntaria a cualquiera 
de los dos, pero eligiendo únicamente uno de ellos, con posibilidad de traslados entre uno y 
otro, cumpliendo los requisitos señalados en el literal e) del artículo 13 de la Ley 100 de 
1993. 
4.1.2.1. Elementos rectores del Sistema General de Pensiones 
Se pueden señalar como los tres principales elementos rectores del nuevo Sistema General 
de Pensiones los siguientes: 
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Eficiencia. Busca optimizar los resultados desde lo administrativo y gerencial, 
introduciendo elementos de competitividad, con la entrada de nuevos agentes para un mismo 
mercado, con lo cual las entidades que venían manejando el sistema debieron mejorar sus 
servicios. 
Se sabe que antes de la Ley 100 existía un monopolio del Estado en el tema pensional, 
por cuanto las normas consagraban la obligatoriedad de afiliarse ya sea al ISS para los 
particulares, o a Cajanal para los empleados públicos del orden nacional.  
Universalidad. Se buscó como prioridad la ampliación de la cobertura a toda la población 
colombiana, para garantizar el acceso de toda persona a los derechos y beneficios de la 
seguridad social. Se establece la obligatoriedad de afiliación a toda persona vinculada 
mediante contrato de trabajo y para los servidores públicos, posibilitando el cubrimiento para 
sectores de la población que se encontraban desprovistos, con mecanismos como el auxilio 
monetario, y permitiendo la afiliación voluntaria. 
Solidaridad. Con la premisa de la obligación de la sociedad de brindar protección a las 
personas y familias imposibilitadas para procurarse el sustento mínimo, a partir de la 
capacidad contributiva de quienes participan en el sistema. Por ello, tanto el Presupuesto 
Nacional como los afiliados con mayor capacidad de pago van a subsidiar a trabajadores de 
menores ingresos o a personas en condición de desprotección. 
4.1.2.2. Regímenes del Sistema General de Pensiones 
4.1.2.2.1. Régimen de Prima Media con Prestación Definida – RPM 
Corresponde al método de financiación de pensiones que se encontraba vigente antes de 
la expedición de la Ley 100 de 1993. En dicho régimen, la entidad administradora -ISS-, 
principalmente, y las cajas, fondos o entidades de seguridad social del sector público o 
privado existentes al momento de la entrada en vigencia de la citada ley mientras subsistan- 
calculan el monto de la cotización como una prima promedio escalonada aplicable al 
conjunto de la población asegurada, recursos que son destinados a un fondo común, con el 
cual las pensiones de los pensionados se financian con los aportes de los actuales cotizantes.  
La Ley 100 de 1993 define el RPM (artículo 31) como “aquél mediante el cual los 
afiliados o sus beneficiarios obtienen una pensión de vejez, de invalidez o de sobrevivientes, 
o una indemnización, previamente definidas”. 
Las principales características del RPM son: 
 Las contribuciones o cotizaciones van a un fondo común del que se retiran 
recursos para pagar la pensión y hacen el papel de la prima de un seguro que garantiza 
la pensión. En consecuencia, y como corresponde a toda prima de seguro, la 
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cotización a pagar es considerablemente menor que el beneficio que se recibirá como 
pensión. 
 Siendo un sistema de aseguramiento, el RPM únicamente garantiza el 
beneficio, es decir, la pensión, si se cumplen a plenitud los requisitos legales. E s 
decir, se deben cumplir en forma simultánea las condiciones de cotización, de edad 
del afiliado, ingreso base de cotización (IBC) y semanas cotizadas, que una vez se 
cumplen, permiten obtener unos beneficios fijos en función de estos factores, con el 
supuesto que los requisitos son suficientes para que los aportes alcancen a financiar 
esa pensión.  
 Si el cotizante o afiliado no acreditase los requisitos legales para obtener la 
pensión, dado el sistema de aseguramiento que lo caracteriza, el sistema no devuelve 
primas o cotizaciones, razón por la cual, quien no cumpla dichos requisitos no tendrá 
el derecho a la pensión, sino a una indemnización sustitutiva, equivalente a un salario 
base de liquidación promedio semanal multiplicado por el número de semanas 
cotizadas, a cuyo resultado se le aplicada el promedio ponderado de los porcentajes 
sobre los cuales haya cotizado el afiliado. 
 El derecho a la pensión no depende de la cantidad de dinero depositada en el 
fondo ni de sus rendimientos, sino del cumplimiento de los requisitos de edad y 
tiempo de servicios, este último como resultado del número de semanas cotizadas. 
4.1.2.2.2. Régimen de Ahorro Individual Con Solidaridad – RAIS 
Este régimen hace referencia al método de financiación de pensiones creado por primera 
vez en Colombia, a partir de la Ley 100 de 1993, el cual se caracteriza, básicamente, porque 
financia las pensiones a través de una cuenta de ahorro individual, manejada por la entidad 
administradora pero cuya titularidad corresponde al afiliado, de tal manera que son sus 
cotizaciones las que financian directamente la pensión.   
En el RAIS los aportes no ingresan a un fondo común como sucede en el régimen de 
prima media, sino que son depositados en la cuenta individual de cada afiliado, por lo tanto, 
el capital acumulado es el elemento determinante del derecho. Por ello, la pensión se causa 
cuando se cumple la condición de reunir en la respectiva cuenta individual el monto 
suficiente para financiar la pensión, cuya cuantía será variable -no definida como en el 
régimen de prima media- y proporcional a los valores acumulados. 
El artículo 59 de la Ley 100 de 1993, define al régimen de ahorro individual como: 
el conjunto de entidades, normas y procedimientos, mediante los cuales se administran los 
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recursos privados y públicos destinados a pagar las pensiones y prestaciones que deban 
reconocerse a sus afiliados, de acuerdo con lo previsto en este título. 
Las principales características del RAIS son: 
 Los aportes o cotizaciones no se destinan a un fondo común, sino que están 
depositados en una cuenta pensional individual. Dichos recursos se depositan en uno 
de los fondos de pensiones que manejan las entidades administradoras, de manera 
que con el monto de la cuenta y sus rendimientos financieros se financia cada 
pensión. 
 Como sistema de capitalización, el derecho a obtener la pensión no va a 
depender del tiempo de cotizaciones, ni de la edad del afiliado, sino del monto de 
dinero que el afiliado tiene acumulado en la cuenta de ahorro individual, de la cual 
la entidad administradora lleva el respectivo registro.  Debe señalarse que las cuentas 
individuales de ahorro pensional conforman un patrimonio autónomo que se 
denomina “fondo de pensiones”. 
 En este sistema, en caso de no obtenerse la pensión por insuficiencia de 
capital acumulado, el sistema tiene establecido mecanismos para la devolución de 
saldos, pues, como se ha señalado, el único titular del capital es el afiliado. 
 En el RAIS existen varias modalidades para obtener la pensión, así lo 
establece el artículo 79 de la Ley 100, que a elección del afiliado o de los 
beneficiarios, las pensiones de vejez, invalidez y de sobrevivientes pueden adoptar 
una de las siguientes modalidades: (i) renta vitalicia inmediata (art. 80); (ii) retiro 
programado (art. 81); (iii) retiro programado con renta vitalicia diferida (art. 82), 
o (iv) las demás que autorice la Superintendencia Financiera. 
 Los fondos de pensiones son administrados por las sociedades 
Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP), cuya vigilancia y control la ejerce 
la Superintendencia Financiera. En este esquema, los afiliados pueden escoger y 
trasladarse libremente entre las distintas entidades administradoras, así como entre 
los diferentes fondos de pensiones, sin perjuicio de las reglas de asignación de fondos 
que establezca la reglamentación sobre la materia. 
4.1.2.2.3. Elementos diferenciadores entre los regímenes de pensiones  
Como conclusión sobre el sistema general de pensiones establecido en la Ley 100 de 
1993, y en las correspondientes disposiciones que la modifican o adicionan, puede señalarse 
que el sistema se organiza bajo dos regímenes solidarios excluyentes pero que 
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coexisten: (i) el régimen de prima media con prestación definida y (ii) el régimen de ahorro 
individual con solidaridad, cada de uno de los cuales presenta características particulares.  
El primero de ellos hace referencia al sistema de financiación de pensiones administrado 
por el ISS (Colpensiones), en el que los aportes de cada afiliado integran un fondo común 
con el cual se financian todas las pensiones. En este régimen el derecho a la pensión se 
obtiene únicamente cuando el afiliado cumple los requisitos de edad y tiempo de 
cotizaciones previsto en la ley. El segundo, a diferencia del anterior, corresponde a un 
sistema en el que las pensiones se financian a través de una cuenta de ahorro individual, 
administrada por la AFP a la cual se encuentre afiliado el usuario, y el derecho a dicha 
prestación se obtiene con base en el capital depositado en la respectiva cuenta, sin que para 
ello sea exigible el requisito de edad o determinado número de semanas de cotización. Cabe 
destacar que, hecha la selección inicial a cualquiera de estos regímenes, los afiliados tienen 
la posibilidad de trasladarse de uno a otro, en los términos del literal e) del artículo 13 de la 
Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 2° de la Ley 797 de 2003.  (Corte Constitucional, 
2013) 
4.1.3. Estructura Funcional del Sistema Pensional en Colombia 
El sistema pensional en Colombia se estructura con la existencia de entidades que realizan 
diferentes funciones y fondos pensionales que administran los recursos derivados de aportes 





Figura 1 Esquema del Sistema Pensional Colombiano 
 
Esquema elaborado por el autor. 
 
De acuerdo con la estructura definida se establecen los siguientes tipos de entidades: 
a) Las que tienen la responsabilidad de reconocer las pensiones, recaudar las 
cotizaciones o el ahorro pensional y pagar las mesadas de quienes cumplen el 
derecho a pensionarse, dentro de éstas se encuentran las entidades 
administradoras de los diferentes regímenes, es decir el de Prima Media - RPM 
y el de Ahorro Individual - RAIS, y las empleadoras, es decir, quienes tienen a 
su cargo el pago de obligaciones pensionales. 
b) Las entidades nacionales que tienen la responsabilidad de definir las políticas de 
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c) Los fondos especiales creados por ley para el pago y administración de recursos 
pensionales que cumplen un fin específico.  
Al interior de cada grupo de entidades se tienen:  
 Entidades que reconocen las pensiones 
o Entidades empleadoras 
o Entidades administradoras de Pensiones del Régimen de Prima Media con 
Prestación Definida – RPM, que administran los Fondos de reservas 
o Entidades administradoras de Pensiones del Régimen de Ahorro Individual – 
RAIS. 
 Entidades que establecen políticas de regulación y administración de recursos: 
o Ministerio del Trabajo – Dirección de Pensiones 
o Ministerio de Hacienda y Crédito Público - Dirección de Regulación 
Económica de la Seguridad Social –DGRESS  
o Ministerio de Hacienda y Crédito Público – Oficina de Bonos Pensionales  
o Ministerio de Hacienda y Crédito Público – Dirección General de Crédito 
Público y del Tesoro Nacional - DGCPTN 
o Departamento Nacional de Planeación - DNP 
o Unidad de Gestión Pensional y Parafiscales – UGPP 
 Fondos especiales que administran recursos pensionales: 
o Fondo de Pensiones Públicas del Nivel Nacional – FOPEP 
o Fondo Nacional de Pensiones Públicas de Entidades Territoriales – FONPET 
o Fondo de solidaridad pensional 
o Fondo de garantía de pensión mínima. 
o Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
4.1.3.1. Entidades que reconocen las pensiones 
4.1.3.1.1. Entidades empleadoras 
Se considera entidad empleadora a toda persona natural, empresas e instituciones públicas 
o privadas que emplean trabajadores bajo relación de dependencia, las que pagan pensiones 
y las cooperativas de trabajadores. Se considera también entidad empleadora a las personas 
naturales que contraten trabajadores del hogar.  
Las entidades empleadoras que reconocen y pagan pensiones a sus trabajadores no son 
administradoras del Sistema General de Pensiones y no están sujetas a la supervisión de la 
Superintendencia Financiera, advirtiendo que, a partir de la entrada en vigencia del Sistema 
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General de Pensiones, salvo en los casos previstos en la Ley 100 de 1993, la afiliación al 
mismo de los trabajadores vinculados mediante contrato de trabajo resulta obligatoria.  
Salvo algunas entidades del sector público que previamente a la entrada en vigencia del 
Sistema General de Pensiones reconocían y pagaban tales prestaciones, ningún empleador 
está autorizado para administrar los aportes y/o reconocer y pagar las prestaciones de vejez, 
invalidez o sobrevivencia de sus trabajadores, sin perjuicio de que por vía judicial se les 
condene a tal reconocimiento y pago, en especial si han incumplido el deber de afiliación y 
traslado de aportes de sus trabajadores.  
La Contaduría General de la Nación, las cataloga como entidades responsables del pasivo 
pensional, describiendo así:  
Para efectos de este procedimiento, las entidades responsables del pasivo pensional 
corresponden a las empresas que no cotizan en el mercado de valores, y que no captan ni 
administran ahorro del público y a las entidades de gobierno que, con anterioridad a la 
expedición de la Ley 100 de 1993, asumían el reconocimiento y pago de las pensiones de 
sus empleados, así como a las que, por excepción, aún continúan asumiéndolo de manera 
directa, una vez estos cumplen los requisitos para consolidar su derecho pensional de 
acuerdo con la normatividad aplicable. También son responsables del pasivo pensional, las 
entidades que, por disposiciones legales, asumen obligaciones pensionales, incluidas las 
entidades gubernamentales responsables de las obligaciones pensionales de los 
extrabajadores de sus entidades liquidadas, adscritas o vinculadas. (Contaduría General de 
la Nación, 2015). 
4.1.3.1.2. Entidades Administradoras de Pensiones 
De acuerdo con el artículo primero del Decreto 1406 de 1999, tal noción en el Sistema 
General de Pensiones, comprende a las entidades administradoras de pensiones del régimen 
solidario de prima media con prestación definida y a las entidades administradoras de 
pensiones del régimen de ahorro individual con solidaridad. 
Dentro de las normas aplicables a los bonos pensionales, es aquélla que tiene como 
afiliado al solicitante del bono, es decir, una AFP, el ISS y las Compañías de seguros, en el 
caso de los planes alternativos de pensión; ver artículo 48 del Decreto 1748/95 y Art. 1 Dto. 
1513/98.  
En Colombia, existen dos modalidades de cotizar para pensión. Una es afiliarse al 
régimen de prima media (RPM) a través del Instituto de Seguros Sociales (ISS), hoy 
Colpensiones, o ahorrar en un fondo privado de pensión a través de las Administradoras de 
Fondos de Pensiones y Cesantía (AFP) en un régimen de ahorro individual (RAI). 
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4.1.4. Perspectivas del sistema pensional colombiano 
 El desarrollo de la presente investigación ha permitido conocer la forma como está 
organizado el sistema pensional colombiano, desde lo conceptual con dos regímenes 
mutuamente excluyentes, pero que coexisten: el de prima media con prestación definida 
(RPM) y el de ahorro individual con solidaridad (RAIS), cuyas diferencias básicas se 
describen a continuación: 
El RPM se define como aquél mediante el cual los afiliados o sus beneficiarios obtienen 
una pensión de vejez, de invalidez o de sobrevivientes, o una indemnización, previamente 
definidas. Es un método de financiación de pensiones que se encontraba vigente antes de la 
expedición de la Ley 100 de 1993. En dicho régimen, la entidad administradora -ISS-, 
principalmente, y las cajas, fondos o entidades de seguridad social del sector público o 
privado existentes al momento de la entrada en vigencia de la citada ley mientras subsistan, 
calculan el monto de la cotización como una prima promedio escalonada aplicable al 
conjunto de la población asegurada, recursos que son destinados a un fondo común, con el 
cual las pensiones de los pensionados se financian con los aportes de los actuales cotizantes.  
 El RAIS, hace referencia al método de financiación de pensiones creado por primera 
vez en Colombia, a partir de la Ley 100 de 1993, el cual se caracteriza, básicamente, porque 
financia las pensiones a través de una cuenta de ahorro individual, manejada por la entidad 
administradora pero cuya titularidad corresponde al afiliado, de tal manera que son sus 
cotizaciones las que financian directamente la pensión.   
En el RAIS los aportes no ingresan a un fondo común como sucede en el RPM, sino que 
son depositados en la cuenta individual de cada afiliado, por lo tanto, el capital acumulado 
es el elemento determinante del derecho. Por ello, la pensión se causa cuando se cumple la 
condición de reunir en la respectiva cuenta individual el monto suficiente para financiar la 
pensión, cuya cuantía será variable -no definida como en el régimen de prima media- y 
proporcional a los valores acumulados. 
Desde lo organizacional un aporte importante es la clarificación que se hace sobre la 
estructura del sistema, con sus instituciones, organismos y fondos que lo conforman, y que, 
a partir de ahí, dimensionar su complejidad, por la atomización institucional en la regulación 
y la dispersión de fondos y entidades que administran los recursos de las pensiones, 
haciéndose necesario y urgente que el país avance en la búsqueda de una organización y 
estructura mucho más simplificada del sistema. 
Así lo han manifestado expertos en el tema como Mariano Bosch, especialista senior en 
la Unidad de Mercados Laborales y Seguridad Social del BID, quien al intervenir en el VIII 
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Congreso Fiap-Asofondos, celebrado en Cartagena, señaló: “(…) hay que revisar las 
instituciones, las coberturas a corto y largo plazos, la sostenibilidad, la equidad y el 
funcionamiento del sistema privado”.  En lo institucional Bosch plantea “una entidad que 
vigile y regule el sistema en su conjunto y administre la información”. (El Tiempo, 2015) 
Por su parte, Santiago Montenegro, presidente de Asofondos, presenta como propuesta la 
eliminación de los subsidios a pensiones en el Régimen de Prima Media del sector público, 
con excepción de los destinados a las pensiones de salario mínimo, en aras de la equidad y 
la sostenibilidad fiscal. Plantea la necesidad de completar ajustes en la regulación del 
régimen privado, y la implementación de una junta técnica de la seguridad social, formada 
por expertos independientes y nombrados por periodos fijos y dotada de fuerza legal, para 
determinar y ajustar parámetros críticos, como la edad de pensión, la esperanza de vida y la 
tasa de reemplazo, entre otras. (El Tiempo, 2015) 
Por su parte, Peter Diamond, premio nobel de Economía en el 2010, vinculado al Instituto 
Tecnológico de Massachusetts, en entrevista dada al diario colombiano Portafolio, y frente 
a la pregunta de ¿qué percepción tiene sobre el sistema pensional mixto que existe en 
Colombia?, respondió: “Que enfrenta problemas serios y especialmente el régimen de prima 
media. El de ahorro individual tiene sus similitudes con el chileno, del cual debo destacar el 
principio de solidaridad adoptado en la primera administración de la presidente Bachelet y 
que en estos momentos está volviendo a ser examinado por una comisión de expertos”.  
(Portafolio, 2015) 
Frente a la pregunta de Portafolio ¿Por qué dice que el sistema que administra 
Colpensiones tiene problemas?, señaló: “Le voy a dar un ejemplo. El monto de la pensión 
es el promedio de los ingresos de los últimos diez años y eso crea incentivos y desincentivos 
excesivos, dependiendo de la edad de la persona. También genera estímulos para manipular 
el sistema”.  (Portafolio, 2015) 
También se refirió a la fórmula que se aplica para la prima media concluyendo que está 
mal diseñada, y al respecto indicó: “Cualquier sistema que funcione bien debe reflejar el 
aumento en la esperanza de vida de la población y también debe permitir que, si la persona 
quiere seguir trabajando unos años más y realiza sus aportes, eso se refleje en la pensión. De 
lo contrario, hay un incentivo a retirarse apenas se cumplen los requisitos y eso es malo”. 
(Portafolio, 2015) 
Finalmente, debe insistirse, en relación con el sistema pensional colombiano, en la 
necesidad de que se simplifique, en cuanto a la cantidad de organismos y fondos públicos 
que lo conforman, es una maraña de entidades que dificultan entender la complejidad 
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normativa y funcional. Debe pensarse en una única entidad que lo administre y que 
suministre toda la información administrativa, financiera y contable que se requiere, aspecto 
no abordado explícitamente en la presente investigación, pero que será materia de futuras 
investigaciones. 
4.2. Desarrollo de la regulación contable  
4.2.1. Modelo de regulación privado 
En Colombia el modelo de regulación contable es de carácter público, es decir, lo definen 
y velan por su aplicación los estamentos gubernamentales al servicio del Estado en forma 
directa, razón por la cual el artículo 137 del Decreto Reglamentario 2649 de 1993, conocido 
en el argot contable como el “PUC” (Plan Único de Cuentas), estableció que “salvo lo 
dispuesto en normas superiores, el ejercicio de facultades en virtud de las cuales otras 
autoridades distintas al Presidente de la República pueden dictar normas especiales para 
regular la contabilidad de ciertos entes, está subordinado a las disposiciones contenidas en 
el título primero y en el capítulo I del título segundo de este decreto. En consecuencia, lo 
dispuesto en los artículos 61 a 136 del presente decreto se aplicará en forma subsidiaria 
respecto de las normas contables especiales que dicten las autoridades competentes distintas 
del Presidente de la República.” (Cano, 2009) 
La regulación contable ha estado en manos de autoridades gubernamentales, tales como 
los organismos de control. No es un solo ente, cada cual ha venido expidiendo estándares 
contables, de acuerdo con sus necesidades y su forma de entender el proceso regulatorio, lo 
cual en la práctica ha originado una asimetría en la información contable en Colombia. 
(Cano, 2009).  A su vez, la forma jurídica es bastante heterogénea, se utilizan por ejemplo 
Resoluciones, circulares, cartas, instrucciones, decretos, leyes, entre otros. Esto indica que 
no hay unidad de criterio en los procesos de regulación contable en Colombia. 
El modelo de regulación contable colombiano le ha dado prevalencia a las normas 
tributarias en caso de discrepancias. De hecho, varios estándares de contabilidad se originan 
en leyes netamente fiscales. Este enfoque también ha contribuido a que existan normas de 
contabilidad no armonizadas ni local ni internacionalmente. Otro fenómeno es la 
superposición de estándares de contabilidad para reportes financieros y para efectos de 
tributación. 
El Consejo permanente para la evaluación de las normas sobre contabilidad creado en el 
DR 2649/93 nunca ha funcionado, entre otras, porque cuando fue creado, se creó sin recursos 
financieros, presupuestarios para su operación. Su función entre otras es la de propender por 
la neutralidad y la fidelidad representativa de las normas de contabilidad, cosa que no se ha 
104 
 
desarrollado pues vivimos con un DR 2649/93 que a todas luces presenta falencias. Por otro 
lado, el Consejo Técnico de la Contaduría Pública, creado mediante el artículo 29 de la Ley 
43 de 1990, es un organismo encargado de la orientación técnico-científica. Ninguno de los 
entes mencionados tiene facultades de regulación y sus pronunciamientos no tienen fuerza 
vinculante. 
Con lo anterior, se concluye que el modelo regulador de la contabilidad en Colombia, 
como se indicó anteriormente, es de carácter público, por cuanto está a cargo del Estado, 
pero no ha funcionado bien, durante los años de vigencia del DR2649/93, ni antes con las 
leyes, decretos y normas que le antecedían. Es por ello que antes de cualquier cambio hacia 
estándares globales se debe primero ordenar la casa y evaluar las consecuencias futuras para 
los agentes económicos y para la economía en su conjunto. (Cano, 2009) 
Para Edgar Gracia, el fenómeno de la regulación contable no lo es sólo del desarrollo 
autónomo o endógeno de la contabilidad, sino por el contrario, se trata de un fenómeno que 
está ligado con la dinámica del capital, especialmente con las nuevas configuraciones de los 
estados- nación, donde las regulaciones mundiales, transnacionales y nacionales se adscriben 
a lógicas que tienen en su esencia desarrollar procesos de estandarización y 
homogeneización, con la intención central de facilitar el movimiento de los capitales 
internacionales a través de la vía del comercio, el intercambio de bienes de servicios, la 
información y la predominancia de regulativas derivadas de tratados internacionales.  
Se trata de un fenómeno que deviene desde el siglo pasado especialmente, y que registra 
claramente tres elementos a tener en cuenta: uno, la relación que se ha establecido entre 
norma contable y circulación del capital financiero. Dos, el poder de cohesión de la norma a 
través de organismos reguladores a los que se les otorga la autoridad suficiente para 
garantizar los cumplimientos. De hecho, los acuerdos reguladores se presentan como 
resultado de las arquitecturas internacionales que se apoyan en el poder de instituciones de 
reconocido prestigio o al menos de reconocida influencia en la contaduría pública 
internacional. Tres, que se inscribe en el marco de un comportamiento general y hegemónico 
trazado desde la perspectiva internacional, donde el valor otorgado a los factores de la 
competitividad, resultan sustanciales para efectos del control a productividades y 
rentabilidades requeridas en la dinámica del capital.  (Gracia, s.f.).  
Un modelo de regulación contable es la manera ideal, es decir, el deber ser, respecto a 
cómo debe funcionar el conjunto de las prescripciones relacionadas con la construcción, 
comunicación y uso de la información contable; con el propósito de que ella cumpla con los 
distintos cometidos sociales que le han sido asignados. En el caso de la contabilidad 
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internacional, su ámbito es transfronterizo y de implicaciones mundiales, en consecuencia, 
la modelación de la regulación contable internacional determina la economía global y 
especialmente la estabilidad financiera mundial, es en este sentido que la contabilidad 
internacional es piedra angular de la Nueva Arquitectura Financiera. (Herrera Marchena, 
2012) 
El concepto de modelo de regulación es fácilmente comprensible, desde las elaboraciones 
expuesta por José Ignacio Jarne Jarne, al establecer una totalidad indisoluble conformada 
por los sub-sistemas contables de regulación y de principios. El modelo de regulación 
contable no solo es el precepto que indica qué hacer, qué no hacer y cómo hacer, sino que 
incluye el instrumental cognitivo con el cual se interpretan los elementos conceptuales de 
las reglas que configuran el modelo de regulación IASB, refiriéndonos expresamente al 
marco conceptual.  
En el caso del modelo de regulación IASB, se caracteriza así: El IASB impulsa el modelo 
de regulación contable como un conjunto único de normas de carácter mundial de alta 
calidad. La mencionada acción se realiza en favor de la comparabilidad y transparencia de 
la información financiera en el ámbito internacional. La estrategia de IASB y de quienes 
conforman la corriente internacionalista de la contabilidad, es forzar la aceptación del 
modelo de regulación.  (Herrera Marchena, 2012) 
Con la entrada en vigencia de la Ley 1314 de 2009 se establece que el modelo de 
regulación vigente en Colombia, se define así: 
Artículo 6. Autoridades de regulación y normalización técnica. Bajo la dirección del 
Presidente de la República y con respeto de las facultades regulatorias en materia de 
contabilidad pública a cargo de la Contaduría General de la Nación, los Ministerios de 
Hacienda y Crédito Público y de Comercio, Industria y Turismo, obrando conjuntamente, 
expedirán principios, normas, interpretaciones y guías de contabilidad e información 
financiera y de aseguramiento de información, con el fundamento en las propuestas que 
deberá presentarles el Consejo Técnico de la Contaduría Pública, como organismo de 
normalización técnica de normas contables, de información financiera y de 
aseguramiento de la información. 
Parágrafo. En adelante las entidades estatales que ejerzan funciones de supervisión, 
ejercerán sus facultades en los términos señalados en el artículo 10 de la presente ley. 
Lo anterior significa que el modelo de regulación en el país diferencia el regulador de 
entes privados del regulador para el sector público. Para el sector privado, la regulación está 
a cargo de los Ministerios de Hacienda y Crédito Público y de Comercio, Industria y 
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Turismo, obrando conjuntamente; el Consejo Técnico de la Contaduría Pública, actúa como 
organismo de normalización técnica en este sector, y la vigilancia de las normas, le 
corresponde a las respectivas superintendencias. 
 
Tabla 1 Autoridades de Regulación, Normalización y Supervisión 
 
Se definieron tres modelos contables a aplicar por las empresas del sector privado, lo cual 
depende del tamaño y la actividad que desarrolla la respectiva empresa, así: 
REGULACIÓN NORMALIZACIÓN SUPERVISIÓN Y VIGILANCIA
MINISTERIO DE COMERCIO, INDUSTRIA Y 
TURISMO
CONSEJO TÉCNICO DE LA CONTADURÍA 
PÚBLICA - CTCP
ENTIDADES QUE EJERCEN INSPECCIÓN, 
VIGILANCIA Y CONTROL - 
SUPERINTENDENCIAS
MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO 
PÚBLICO
JUNTA CENTRAL DE CONTADORES - JCC





Tabla 2 Clasificación empresas en Colombia según modelo de convergencia y las 
NIIF 
 
Con la Ley 1314 de 2009, se buscó, entre otras cosas importantes:   
a) Reglamentar y establecer la convergencia de las normas contables 
locales con las internacionales; 
b) Definir las competencias en materia contable y evitar la incoherencia 
de reglamentaciones entre superintendencias y otros organismos del estado, 
c) Señalar al Consejo Técnico de la Contaduría Pública como organismo de 
normalización técnica de normas contables, de información financiera y de 
aseguramiento y como redactor único de las normas de convergencia; 
d) Separar las normas contables de las fiscales o tributarias, y evitar la 
intromisión de la DIAN en asuntos contables;  
GRUPO 1 GRUPO 2 GRUPO 3
1. Emisores de valores
1. Empresas que no cumplan con los requisitos del 
numeral 3 del grupo 1
1. Personas naturales o jurídicas que cumplan los 
criterios establecidos en el art. 499 del Estatuto 
Tributario (ET) y normas posteriores que lo modifiquen. 
Para el efecto, se tomará el equivalente a UVT, en 
salarios mínimos legales vigentes.
2. entidades de interés público
2. Empresas que tengan Activos totales por valor entre 
quinientos (500) y treinta mil (30.000) SMMLV o planta 
de personal entre once (11) y doscientos (200) 
trabajadores, y que no sean emisores de valores ni 
entidades de interés público; y
(b) Microempresas que tengan Activos totales excluida 
la vivienda por un valor máximo de quinientos (500) 
SMMLV o Planta de personal no superior a los diez 
(10) trabajadores, e ingresos inferiores a seis mil 
(6.000) SMMLV,  que no cumplan con los requisitos 
para ser incluidas en el grupo 2 ni en el literal anterior.
3. Entidades que tengan activos totales superiores a 
treinta mil (30.000) SMMLV o planta de personal 
superior a doscientos (200) trabajadores; que no sean 
emisores de valores ni entidades de interés público y 
que cumplan además cualquiera de los siguientes 
requisitos:
3. Microempresas que tengan Activos totales excluida la 
vivienda por un valor máximo de quinientos (500) 
SMMLV o Planta de personal no superior a los diez (10) 
trabajadores, y cuyos ingresos brutos anuales sean iguales 
o superiores a 6.000 SMMLV. Dichos ingresos brutos 
son los ingresos correspondientes al año inmediatamente 
anterior al periodo sobre el que se informa.Para la 
clasificación de aquellas empresas que presenten 
combinaciones de parámetros de planta de personal y 
activos totales diferentes a los indicados, el factor 
determinante para dicho efecto, será el de activos totales.
a. Ser subordinada o sucursal de una compañía 
extranjera que aplique NIIF
4. Entidades del grupo 3 que voluntariamene decidan 
aplicar las normas del grupo 2
b. Ser subordinada o matriz de una compañía nacional 
que deba aplicar NIIF
c. Realizar importaciones (pagos al exterior, si se trata 
de una empresa de servicios) o exportaciones 
(ingresos del exterior, si se trata de una empresa de 
servicios) que representen más del 50% de las 
compras (gastos y costos), o de las ventas (ingresos), 
respectivamente, del año inmediatamente anterior al 
ejercicio sobre el que se informa, o
d. Ser matriz, asociada o negocio conjunto de una o 
más entidades extranjeras que apliquen NIIF
4. Entidades del grupo 2 o 3 que voluntariamente 
decidan aplicar normas del grupo 1
Dec. 2784 de 2012. Mod. Dec. 
1851, 3023, 3024 de 2013, 2267 y 
2615 de 2014.
Dec. 3022 de 2013,  Mod Dec. 2267 
de 2014.
Dec. 2706 de 2012. Mod. Dec. 
3019 de 2013.
NIIF PLENAS NIIF PARA LAS PYMES MODELO LOCAL DE CONTABILIDAD SIMPLIFICADA
Elabotación propia
MODELO DE CONVERGENCIA Y LAS NIIF





e) Definir unos plazos (desde el 2010 hasta el 2014) para la puesta en marcha 
de la convergencia;  
f) Reconocer la necesidad de una contabilidad simplificada y de normas de 
aseguramiento simplificado.  
Con esta norma se facilita el acercamiento de las normas colombianas al sistema 
internacional, resolviéndose la diversidad y desarticulación de regulaciones, y los conflictos 
técnicos y conceptuales con la normatividad o contabilidad tributaria, pero adicionalmente, 
se conforma un sistema único y homogéneo de alta calidad, para facilitar el control de la 
información contable relacionada con la inversión extranjera. 
El gobierno cree firmemente que, al existir transparencia en los reportes financieros, se 
reducen los costos de transacción para las empresas, se facilita el desarrollo del mercado de 
capitales y se posibilita la interpretación uniforme y comparable de empresas de otras 
latitudes con la nuestra. 
 
4.2.2. Modelo de Regulación del sector público 
En el sector estatal, la regulación corresponde a la Contaduría General de la Nación, de 
acuerdo con la competencia señalada en el artículo 354 de la Constitución Política, la Ley 
298 de 1996 y el Decreto 143 de 2004, quien actúa como regulador y normalizador. 
 
La regulación contable del sector público colombiano está contenida en el Régimen de 
Contabilidad Pública, cuya estructura se aprecia en la gráfica siguiente:  
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Figura 2 Implementación de las NIC en Colombia 
 
      Esquema tomado de la CGN 
No obstante, es de señalar que existen empresas estatales que en algunos casos y 
dependiendo de si son empresas que cotizan en el mercado de valores, aplicarán el mismo 
estándar contable para las empresas privadas del Grupo 1, pero aquellas empresas que no 
cotizan en un mercado de valores aplicarán el estándar contable propio establecido por la 
Contaduría General de la Nación, que no corresponde con las NIIF para Pymes que aplicarán 
las empresas pequeñas y medianas del sector privado, situación que podría generar alguna 
asimetría en la regulación. 
La CGN definió tres modelos de regulación contable para las entidades que conforman el 
sector público colombiano así: 
1. Modelo para empresas que cotizan en el mercado de valores y que captan 
ahorro del público, el cual está estructurado en la Resolución 743 de 2013, señalando 
en general que aplican el mismo estándar del Grupo 1 de las empresas privadas. 
2. Modelo para empresas que no cotizan en el mercado de valores y no captan 
ahorro del público, el cual está estructurado en la Resolución 414 de 2014, señalando 
un modelo de regulación que toma como referente las NIIF, la NIIF para Pymes y 




3. Modelo para entidades de gobierno general, el cual está siendo estructurado 
tomando como referencia las NICSP.  
En las gráficas siguientes se observan los tres modelos de convergencia que la CGN ha 
impulsado para aplicar en el país por las entidades que conforman el sector público, y la 
nueva estructura que tendría el Régimen de Contabilidad Pública con los tres modelos 
contables previstos: 
 
Figura 3 Modelos de convergencia para las entidades públicas en Colombia.  
 
 
Figura 4 Nueva estructura del Régimen de Contabilidad Pública 
 




1. Empresas que cotizan en 
el mercado de valores, o 
que captan o administran 
ahorro del público
2. Empresas que no cotizan 
en el mercado de valores, y 
que no captan ni administran 
ahorro del público
3. Entidades de 
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4.2.3. Aspectos contables del pasivo pensional del sector público 
Un recuento normativo indica que desde 1995 la CGN expidió el Plan General de 
Contabilidad Pública el cual incorporó las cuentas necesarias para el reconocimiento y 
revelación del pasivo pensional a cargo de las entidades contables públicas. En 1998, con el 
apoyo del Ministerio de Hacienda y Crédito Público se expidió la Circular Externa 024, con 
la cual se modificó el Catálogo General de Cuentas y se definieron los criterios de registro 
que deben seguir las entidades públicas para el reconocimiento de sus pasivos pensionales, 
introduciendo aspectos como la separación de riesgos.  
A partir del 1º de enero de 2007 cuando entra en vigencia el Régimen de Contabilidad 
Pública, se aplica el “Procedimiento contable para el reconocimiento y revelación del pasivo 
pensional, de la reserva financiera que lo sustenta y de los gastos relacionados”, el cual 
desarrolla con mayor análisis y precisión el tratamiento contable del pasivo pensional en las 
entidades empleadoras y en los fondos de reservas; la conmutación pensional y la reserva 
financiera actuarial. Con la expedición de la Resolución 585 de 2009, se introduce el 
tratamiento contable de los recursos del FONPET que administra el Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público.  
A finales del año 2014 la CGN expide tres normas referidas al tema pensional, las cuales, 
para el caso de las empresas estatales, tendrán vigencia, mientras entran en aplicación los 
marcos normativos que adoptan las normas internacionales de contabilidad: Resolución 633 
que establece el Procedimiento contable para el reconocimiento y revelación del pasivo 
pensional y de los recursos que lo financian en las entidades responsables del pasivo 
pensional; Resolución 634 que señala el Procedimiento contable para el reconocimiento y 
revelación de los hechos relacionados con los fondos de reservas de pensiones; Resolución 
635 que prescribe el Procedimiento contable para el reconocimiento y revelación de los 
hechos relacionados con la gestión de pensiones de la Unidad de Gestión Pensional y 
Parafiscales – UGPP.  
Resolución 633 de 2014. Establece quienes son las entidades responsables de reconocer 
y pagar el pasivo pensional. Con relación al pasivo pensional señala que se debe reconocer 
el cálculo actuarial neto que corresponde al cálculo actuarial descontado en el valor 
pendiente de amortizar hasta el año 2029. 
De igual manera, señala que la entidad debe reconocer el valor de la nómina de 
pensionados como un gasto y un pasivo, distinto del cálculo actuarial; el reconocimiento de 
cuotas partes pensionales, de los bonos pensionales y el tratamiento contable cuando el pago 
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del pasivo pensional se realiza a través de terceros, como el Fopet o la Dirección General de 
Crédito Público y del Tesoro Nacional. 
La reserva financiera comprende el conjunto de activos que la entidad responsable del 
pasivo pensional destina para atender estas obligaciones debe reconocerse por separado. 
Resolución 634 de 2014. Define cuáles entes contables se consideran fondos de reservas 
pensionales y establece el tratamiento contable de los recursos que recibe el fondo por 
cotizaciones, aportes estatales, aportes del fondo de solidaridad pensional, cuotas partes, 
títulos y bonos pensionales. Estas entradas de recursos afectan directamente el patrimonio 
del fondo. 
De igual manera, el tratamiento contable de las salidas de recursos del fondo, por la 
nómina de pensionados, cuotas partes, bonos pensionales, entre otros, también afectan 
directamente el patrimonio del fondo. 
Establece el registro de la garantía del Estado que tienen los fondos de reservas, en 
cuentas de orden deudoras. Por su parte, el cálculo actuarial se revela en cuentas de orden 
acreedoras, al igual que las liquidaciones de los bonos pensionales. 
Resolución 635 de 2014. Establece los registros contables de los hechos económicos 
propios que corresponden a la gestión de la UGPP en materia pensional, en cuanto a la 
revelación de los cálculos actuariales de aquellas entidades que fueron liquidadas y que está 
función pasó a esta entidad; liquidaciones de las nóminas, liquidaciones y seguimiento del 
cobro de las cuotas partes de pensiones activas y pasivas. Todos estos conceptos la entidad 
los reconocerá en Cuentas de Orden, para no afectar su estructura financiera. 
Todo esto en el entendido que las entidades responsables del pasivo pensional, harán el 
respectivo reconocimiento que les corresponde. Caso contrario, la UGPP asumirá el 
reconocimiento de estos pasivos. 
4.2.4. Tratamiento contable del pasivo pensional en el marco del proceso de 
convergencia a estándares internacionales 
La Contaduría General de la Nación en el proceso de convergencia contable a estándares 
internacionales, tomó como referentes las NIIF y las NICSP, las primeras para las empresas 
estatales y las segundas para las entidades de gobierno. En el tema pensional, las normas 
referentes, como se indicó en el capítulo III son la NIC 19- Beneficios a los empleados y la 
NICSP 25-Beneficios a empleados, las cuales se han acogido para su aplicación en las 
entidades que conforman el sector público del país. 
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Dada la particularidad del sistema pensional colombiano, la CGN separó el tratamiento 
contable de las entidades que tienen a su cargo el reconocimiento del pasivo pensional, como 
“entidades empleadoras”, del tratamiento de los denominados “fondos de reservas.” 
4.2.4.1. Tratamiento contable para entidades empleadoras 
La norma expedida por la Contaduría General de la Nación, a través de la Resolución 533 
de 2015, marco normativo para entidades de gobierno, señala que si la entidad, en su calidad 
de responsable del pasivo pensional, debe reconocer y asumir el pago de los beneficios 
posempleo, reconocerá un gasto o costo y un pasivo cuando la entidad consuma el beneficio 
económico o el potencial de servicio procedente del servicio prestado por el empleado a 
cambio de los beneficios otorgados afectando el resultado del periodo. (Contaduría General 
de la Nación, 2015) 
Si al final del periodo contable existen activos con los cuales se liquidarán directamente 
las obligaciones, estos se reconocerán de manera independiente.  
Señala la norma que los beneficios posempleo, en los cuales se incluye las pensiones, 
“(…) se medirán por el valor presente de la obligación derivada de los beneficios definidos, 
calculado utilizando la tasa de mercado de los TES emitidos por el gobierno nacional con 
plazos similares a los estimados para el pago de las obligaciones. Para el efecto, y de acuerdo 
con el tipo de beneficio, se tendrán en cuenta variables tales como: sueldos y salarios, 
expectativa de vida del beneficiario, costo promedio de los planes posempleo e información 
histórica de utilización de los beneficios”. (Contaduría General de la Nación, 2015) 
En la norma se señala que se requieren evaluaciones actuariales con una frecuencia no 
mayor a tres años y que el reconocimiento del costo del servicio presente, el costo por 
servicios pasados y el interés sobre el pasivo afectará el resultado del periodo. Pero que las 
ganancias y pérdidas actuariales y el rendimiento de los activos del plan de beneficios 
afectarán el patrimonio. Se indica también que la entidad debe determinar el valor razonable 
de cualquier activo destinado a financiar el pasivo, con cierta regularidad. 
La norma establece que en el Balance de situación se debe presentar el valor reconocido 
como un pasivo por beneficios posempleo “(…) como el valor total neto resultante de 
deducir al valor presente de la obligación por beneficios definidos al final del periodo 
contable, el valor razonable de los activos, si los hubiera, destinados a cubrir directamente 
las obligaciones al final del periodo contable”. (Contaduría General de la Nación, 2015) 
En las revelaciones se debe indicar los supuestos actuariales principales utilizados, 
incluyendo tasas de descuento, tasas de rendimiento esperadas para los activos que respaldan 
estos beneficios, tasas esperadas de incrementos salariales. 
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4.2.4.2. Tratamiento contable para los fondos de reservas 
La CGN al hacer la separación de las pensiones que corresponden a los sistemas de 
seguridad social que están controlados por las unidades de gobierno y que cubren a toda la 
comunidad o a secciones importantes de la población, señala que se reconocerán las 
obligaciones pensionales del periodo contable y que se revelarán las obligaciones 
contingentes a través del cálculo actuarial de las mismas. 
La norma exige la separación de la contabilidad de la entidad administradora, de la 
contabilidad de los recursos que administra a través de los fondos de reservas de pensiones 
y, adicionalmente, se pide separar la contabilidad de cada uno de los fondos administrados 
por cada uno de los riesgos que atienden dichos fondos de reservas. 
Indica la norma que “Los recursos que tienen la finalidad atender el pago de obligaciones 
pensionales, se reconocerán en el patrimonio. Estos recursos provienen de cotizaciones de 
empleadores y afiliados, aportes estatales, cuotas partes de bonos pensionales, cuotas partes 
de pensiones, devoluciones de cotizaciones y aportes del Fondo de Solidaridad Pensional, 
entre otros”. (Contaduría General de la Nación, 2015) 
Por su parte, la nómina de pensiones y demás obligaciones exigibles, se reconocerán 
como un pasivo del fondo, afectando el patrimonio y se medirán por el valor necesario para 
liquidar la obligación. 
La norma establece que el valor del cálculo actuarial de pensiones, así como la liquidación 
provisional de bonos pensionales se reconocerán en cuentas de orden acreedoras 
contingentes. 
Por tanto, el reconocimiento de ingresos y gastos en cuentas de resultados solo se hará 
cuando se deriven de la administración, explotación o mantenimiento de los recursos. Se 
exige revelar el valor del cálculo actuarial, el valor de la nómina de pensionados del periodo, 
tasas de descuento empleada y las fuentes de financiación del fondo de reserva. 
4.2.5. Diferencias contables entre la regulación internacional y la regulación de la 
Contaduría General de la Nación en materia pensional 
Al comparar la norma internacional sobre beneficios a empleados, específicamente en el 
tema de posempleo, referido a pensiones, y la norma local que la CGN acoge y define en el 
Régimen de Contabilidad Pública se pueden advertir similitudes y diferencias, lo cual 
generará impactos en el reconocimiento de esta obligación pensional.  Se explican estas 




4.2.5.1. Entidades empleadoras 
El reconocimiento del pasivo pensional de personas que se encuentran pensionadas 
y cuya responsabilidad está a cargo de una entidad pública denominada empleadora, se 
realizará utilizando la metodología del cálculo actuarial con un reconocimiento pleno del 
respectivo pasivo pensional, es decir, sin diferir en el tiempo este valor, como hasta ahora se 
venía realizando3.  
Este tratamiento contable propuesto está acorde con la regulación contable 
internacional, para los planes de pensiones, señalando que se reconocen igualmente los 
activos que están afectos al respectivo plan de pensiones, para presentar como resultado neto, 
un activo o un pasivo, dependiendo del mayor valor entre el cálculo actuarial y los activos 
que lo respaldan. 
Para el caso de Ecopetrol S.A., al corresponder a una empresa que cotiza en el mercado 
de valores, la regulación contable que aplica es la de las NIIF, y para el caso de los beneficios 
posempleo, es la NIC 19, específicamente y la NIC 26, las cuales fueron analizadas en 
capítulo anterior. 
4.2.5.2. Fondos de Reservas 
El reconocimiento del pasivo pensional en los fondos de reservas tiene un tratamiento 
contable especial, establecido por la CGN, por cuanto en el contexto de la convergencia 
hacia las Normas Internacionales de Contabilidad del Sector Público (NICSP), es preciso 
señalar que este tema referido a “beneficios sociales” no ha sido abordado en los 
mencionados estándares, por lo cual, los países que han adoptado las NICSP no reconocen 
pasivos por estos conceptos ni revelan información financiera al respecto. Así lo puntualizó 
Andreas Bergman, expresidente del IPSASB, en mesa de trabajo adelantada con la 
Contaduría General de la Nación en el año 2015, indicando, además, que el organismo 
internacional apenas ha empezado a analizar el tema, mediante la construcción de un 
borrador al respecto, el cual será dado a conocer en su oportunidad. 
Dada la importancia del tema del pasivo pensional en las finanzas públicas del país, la 
normatividad contable expedida por la CGN, mediante la Resolución 533 de 2015, exige que 
se revele el valor del cálculo actuarial cuantificado para estos fondos, diferenciando el 
cálculo actuarial correspondiente a los primeros diez años, para hacerlo consistente con el 
Marco Fiscal de Mediano Plazo, del cálculo actuarial correspondiente a los años posteriores. 
                                                           
3 Como se indicó anteriormente, el reconocimiento del cálculo actuarial de pensiones se realiza en forma diferida hasta el año 2029 cuando 
se suponía debía estar completamente amortizado. Por lo tanto, el valor del pasivo correspondía únicamente al valor amortizado, el cual 
es mucho menor al cálculo actuarial respectivo.  
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Esta normatividad expedida se apoya en el hecho que el Sistema General de Pensiones en 
el Régimen de Prima Media con Prestación Definida (RPMPD) está soportado en el principio 
de solidaridad intergeneracional que consiste en que los afiliados activos, con sus aportes, 
financian las prestaciones económicas de los afiliados inactivos pensionados. Lo anterior 
implica que, a diferencia del caso de las entidades empleadoras cuyas obligaciones están 
extinguiéndose, los compromisos pensionales de los fondos de reserva continúan causándose 
actualmente, lo cual amerita un tratamiento contable diferente, pues al estar en marcha, no 
es posible definir una meta fija de amortización de los pasivos pensionales. 
Los fondos de reserva están asociados a la naturaleza aseguradora del RPMPD, que 
actualmente continúa operando en las labores correspondientes a la afiliación y 
reconocimiento de las obligaciones pensionales, en las cuales, han sustituido a los 
empleadores. Es de señalar que la norma legal establece que cuando dichos ingresos y/o 
cotizaciones se agotan, el Estado responde por las obligaciones de los fondos comunes, 
siempre y cuando se hayan cobrado las cotizaciones respectivas. Esta figura se denomina 
garantía estatal en el RPMPD. 
El RPMPD tiene como naturaleza el reparto simple, en cuyo diseño financiero no se prevé 
que haya una amortización total de las obligaciones, ni mucho menos un fondeo total de las 
mismas, sino que se espera que los aportes de los afiliados actuales financien el pago de las 
pensiones actuales, en cumplimiento del principio de solidaridad y que, en su defecto, de 
acuerdo con la Ley, se recurra a los aportes de la Nación o de quien garantice el 
cumplimiento de las obligaciones causadas. Lo anterior, constituye una práctica 
generalmente aceptada a nivel internacional en lo relacionado con los pasivos pensionales 
que tienen garantías estatales. 
Teniendo en cuenta las anteriores consideraciones y el precepto de que las normas 
contables deben reflejar la realidad económica de las entidades, la Contaduría General de la 
Nación (CGN) expidió la Resolución 634 de 2014, por la cual se incorporó el procedimiento 
contable para el reconocimiento y revelación de los hechos relacionados con los fondos de 
reservas de pensiones. De acuerdo con el numeral 6 del citado procedimiento y en 
consonancia con lo anteriormente expuesto, el cálculo actuarial de los fondos de reservas de 
pensiones se revela en las cuentas de orden acreedoras contingentes. 
Si bien, con el tratamiento contable establecido antes de la expedición de la Resolución 
634 de 2014, se revelaba el cálculo actuarial dentro del pasivo estimado (cálculo actuarial 
(cr) vs cálculo actuarial por amortizar (db)), la situación financiera de los fondos de reserva 
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se veía impactada únicamente por el valor de la nómina de pensionados, lo cual no difiere 
del impacto por la aplicación de la Resolución 634 de 2014. 
De acuerdo con la regulación contable pública, se hace una clara distinción entre los 
conceptos de provisión y pasivo contingente. Las provisiones corresponden a los pasivos a 
cargo de la entidad que están sujetos a condiciones de incertidumbre en relación con su 
cuantía y/o vencimiento. Las provisiones se reconocen cuando se cumplen todas y cada una 
de las siguientes condiciones: a) la entidad tiene una obligación presente, ya sea legal o 
implícita, como resultado de un suceso pasado; b) probablemente, debe desprenderse de 
recursos que incorporen beneficios económicos o potencial de servicio para cancelar la 
obligación y c) puede hacerse una estimación fiable del valor de la obligación. 
Por su parte, los pasivos contingentes no son objeto de reconocimiento en los estados 
financieros. Un pasivo contingente corresponde a una obligación posible surgida a raíz de 
sucesos pasados, cuya existencia quedará confirmada solo si llegan a ocurrir o si no llegan a 
ocurrir uno o más sucesos futuros inciertos que no estén enteramente bajo el control de la 
entidad.  
Sobre la base contable definida, se concluye que pretender amortizar los pasivos 
pensionales de los fondos de reserva, desconocería la naturaleza de su diseño financiero y 
representaría una carga desproporcionada sobre el balance de la Nación. Hacerlo implicaría 
convertir una obligación contingente de largo plazo en una deuda pública no contingente e 
imponerla sobre los activos e ingresos de la generación actual, como si debiera ser pagada 
con los recursos públicos de que se dispone a corto y mediano plazo, lo cual no es razonable 
desde el punto de vista contable ni de la distribución intergeneracional de los pasivos 
pensionales, tomando en cuenta que se trata de horizontes temporales diferentes. 
En este orden de ideas, la normatividad contable expedida por la CGN señala que el fondo 
común conformado por las reservas de los afiliados no debe reconocer el cálculo actuarial 
como un pasivo, ya que el faltante para cubrir las prestaciones económicas (que ya son una 
obligación presente) está a cargo del Estado cuando dicho fondo no tiene reservas, siempre 
que se hayan cobrado las cotizaciones respectivas. 
De acuerdo con lo señalado, la contabilidad del fondo de reservas de pensiones tiene como 
finalidad revelar los recursos que existen para el pago de las prestaciones económicas a que 
se han hecho acreedores quienes han cumplido los requisitos para que le sean otorgadas las 
respectivas prestaciones económicas (pensionados), así como las obligaciones por dichas 
prestaciones económicas. Por lo tanto, los derechos a cobrar por conceptos tales como 
aportes estatales, cuotas partes de pensiones y de bonos pensionales, títulos pensionales y 
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cotizaciones corresponden a recursos que cumplen con la definición de activo al ser recursos 
controlados por los fondos de reservas, de los cuales se espera recibir un beneficio 
económico futuro para el pago de sus obligaciones. Por su parte, las obligaciones 
corresponden a las prestaciones y reconocimientos económicos, las cuales se reconocen 
como pasivo en estos fondos. Por su parte, el cálculo actuarial, tal como se mencionó en el 
punto anterior, corresponde a un pasivo contingente. 
Como conclusión de la normatividad contable en el sector público, ésta hace una 
distinción entre entidades responsables del pasivo pensional (empleadoras) y los fondos de 
reserva. Según la Resolución 743 de 2013 y 633 de 2014, las entidades responsables del 
pasivo pensional corresponden a las empresas que cotizan y no cotizan en el mercado de 
valores, y que no captan ni administran ahorro del público y a las entidades de gobierno que, 
con anterioridad a la expedición de la Ley 100 de 1993, asumían el reconocimiento y pago 
de las pensiones de sus empleados, así como a las que, por excepción, aún continúan 
asumiéndolo de manera directa, una vez estos cumplen los requisitos para consolidar su 
derecho pensional de acuerdo con la normatividad aplicable. También son responsables del 
pasivo pensional, las entidades que, por disposiciones legales, asumen obligaciones 
pensionales, incluidas las entidades gubernamentales responsables de las obligaciones 
pensionales de los extrabajadores de sus entidades liquidadas, adscritas o vinculadas.  
En estos casos, y para las entidades empleadoras el cálculo actuarial de las pensiones de 
jubilación se reconoce como un pasivo (provisión), dado que este corresponde a una 
obligación presente que tiene la entidad con sus extrabajadores, la cual surge de sucesos 
pasados (prestación de servicios o por disposiciones legales) para cuya cancelación la 
entidad tiene que desprenderse de recursos que incorporan beneficios económicos futuros o 
potencial de servicio, siempre que su medición monetaria sea fiable. 
En el caso de los fondos de reserva, y como se ha indicado, el cálculo actuarial es 
considerado un pasivo contingente, por cuanto corresponde a beneficios sociales y no a 
beneficios a empleados, y es contingente por tratarse de una obligación posible que surge a 
raíz de sucesos pasados pero cuya existencia quedará confirmada solo si llegan a ocurrir o si 
no llegan a ocurrir uno o más sucesos futuros inciertos que no están enteramente bajo el 
control de la entidad, a saber, que exista un faltante en las reservas del fondo para cubrir las 
prestaciones económicas a que tienen derecho los afiliados. 
4.2.5.3.  La problemática institucional de los fondos de reservas 
Con relación a los fondos de reservas es importante señalar que la CGN considera como 





 Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio 
 Fondo de Pensiones del Congreso,  
En el siguiente capítulo se mostrarán los impactos por esta diferencia en el 
reconocimiento de las obligaciones pensionales, tanto de los fondos de reservas como de las 
entidades empleadoras.  
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Capítulo V  
Impacto de las normas internacionales de contabilidad sobre el pasivo pensional en 
Colombia 
 
Con el propósito de observar los impactos cuantificados que se derivan de la aplicación 
de los normas internacionales de información financiera en el reconocimiento del pasivo 
pensional en el país, se presentarán en primera instancia, las cifras actuales reveladas por los 
organismos de regulación y de supervisión contable, y posteriormente se indicará el impacto 
en estas cifras con la aplicación de la nueva regulación, para establecer el incremento o la 
disminución en valor del pasivo pensional del sector público colombiano, en forma general, 
y de Ecopetrol en particular. 
Para tener una referencia de la magnitud del impacto, se hará un análisis breve de las 
cifras del pasivo pensional del sector público a través del Balance General del Sector Público 
al 31 de diciembre de 2015, comparativas con las del 2014, última información publicada 
por la CGN, para establecer con la regulación nacional e internacional, el impacto que se 
puede establecer en estas entidades y en el balance en general. 
 
5.1. Cifras reveladas del pasivo pensional en las entidades del sector público antes 
de aplicar los estándares internacionales de contabilidad 
Las cifras del pasivo pensional de las entidades del sector público colombiano son tomadas 
del informe “Situación Financiera y de Resultados del Sector Público a 31 de diciembre de 
2015” publicado por la Contaduría General de la Nación a través de su página WEB. 
 
Tabla 3. Pasivo Pensional del Sector Público Colombiano a 31 de diciembre de 
2015 
 
Como se observa en el cuadro el cálculo actuarial de pensiones del sector público, 
revelado en el Balance General al 31 de diciembre de 2015 alcanza la suma de $1.097,4 
2015 2014 2015 2014 2015 2014
En Balance 186,5 293,8 0 379,7 186,5 673,5
En Cuentas de Orden 80,1 12,8 830,8 302,4 910,9 315,2
Total Pasivo pensional 266,6 306,6 830,8 682,1 1.097,4 988,7
Fuente: Contaduría General de la Nación
Concepto
EMPLEADORAS FONDOS DE RESERVAS
Cálculo actuarial de pensiones - Resumen
a 31 de diciembre de 2015 comparativo 2014





billones de pesos, que representa el 137,2% del PIB, de los cuales $266,6 billones 
corresponden a entidades empleadoras y $830,8 billones a los Fondos de Reservas.  
 
Tabla 4 Pasivo Pensional del Sector Público Colombiano a 31 de diciembre de 2015 
 
Del total del cálculo actuarial revelado, únicamente el 10,5% del PIB aparece reconocido 
como pasivo, es decir la suma de $84,0 billones de pesos, por cuanto el valor restante, 
corresponde a cifras informativas, sin un efecto patrimonial, situación que es objeto de 
análisis a la luz de los estándares internacionales de contabilidad para el sector público.  
En el cuadro anterior se observa el valor del pasivo pensional que está reconocido en el 
Balance General Sector Público Colombiano, valor que incluye lo registrado y reportado por 
la Empresa Ecopetrol S.A, por $10,5 billones como provisión para pensiones como se 
mostrará en el siguiente capítulo. 
 
Tabla 5 Pasivo Pensional del Sector Público Colombiano a 31 de diciembre de 2015 
 
2015 2014 2015 2014 2015 2014
Empleadoras 186,5 293,8 84,0 84,3 102,5 209,5
Fondos de Reservas 0,0 379,7 0,0 57,0 0,0 322,7
Total registrado en Balance 186,5 673,5 84,0 141,3 102,5 532,2
Empleadoras 44,0 12,8 0,0 0,0 0,0 0,0
Fondos de Reservas 742,9 302,4 0,0 0,0 0,0 0,0
Revelado por la UGPP 124,1 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0
Total Registrado en Cuentas de orden 911,0 315,2





General de la Nación
Participación / PIB 137,0 130,5 10,5
En Balance
En Cuentas de 
Orden
Total Pasivo Pensional 1.097,5 988,7 84,0 141,3 102,5
Sector Público Colombiano
Pasivo Pensional
a 31 de diciembre de 2015 comparativo 2014
Valor en billones de pesos















2721 Provisión Pensiones 173,6 71,1 102,5 251,3 59,6 191,7
2721 Liquidación provisional Bonos Pensionales 0,0 0,0 0,0 31,0 17,2 13,8
2722 Obligaciones pensionales conmutadas 10,1 0,0 0,0 10,1 0,0 0,0
2722 Recursos entregados -10,1 0,0 0,0 -10,1 0,0 0,0
2625 Bonos Pensionales Emitidos 12,9 12,9 0,0 11,5 7,5 4,0
TOTAL EMPLEADORAS 186,5 84,0 102,5 293,8 84,3 209,5
2720 Provisión Pensiones 0,0 0,0 0,0 369,2 57,0 312,2
2721 Liquidación provisional Bonos Pensionales 0,0 0,0 0,0 10,4 0,0 10,4
2625 Bonos Pensionales Emitidos 0,0 0,0 0,0 0,1 0,0 0,1
TOTAL FONDOS DE RESERVAS 0,0 0,0 0,0 379,7 57,0 322,7
TOTAL EN BALANCE 186,5 84,0 102,5 673,5 141,3 532,2
Fuente: Contaduría 




Pasivo Pensional - Reconocido y revelado en Balance
a 31 de diciembre de 2015 comparativo 2014





El valor amortizado significa la cifra que está reconocida en el balance general del sector 
público, de acuerdo con la normatividad contable aplicable expedida por la Contaduría 
General de la Nación. En las gráficas siguientes se observa este comportamiento descrito 
para los años 2014 y 2015, dado el cambio de la normatividad a partir de 2015. 
 
Figura 5 Pasivo pensional del Sector Público colombiano a 31 de diciembre de 2014 
 
  Figura elaborada por el autor 
 
Figura 6 Pasivo pensional del Sector Público colombiano a 31 de diciembre de 2015 
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En la gráfica del año 2015 se puede apreciar cómo con el cambio de normatividad del 
pasivo pensional, el reconocimiento contable de los fondos de reservas corresponde a 
cuentas de orden, y para empleadores en balance. 
 
En la tabla siguiente se muestra el valor de los pasivos pensionales reconocidos y 
revelados en cuentas de orden al 31 de diciembre de 2015, comparativo con el 2014, para 
observar en forma cuantificada esas diferencias presentadas por la normatividad expedida, 
tanto para entidades empleadoras como para los fondos de reservas.  
 
Tabla 6 Pasivo Pensional - Reconocido y revelado en Cuentas de Orden a 31 de 
diciembre de 2015 comparativo 2014 
 
De otra parte, se presentan en las tablas siguientes las entidades del sector público que 
registran los mayores valores de pasivo pensional, tanto para entidades empleadoras como 
para los fondos de reservas: 
2015 2014 2015 2014
Cálculo actuarial pensiones 0 0 737,6 302,4
Pasivo Pensional conmutado 12,7 12,8 0 0
Bonos pensionales emitidos 0 0 0,1 0
Liquidación provisional de Bonos 
Pensionales 31,3 0 5,2 0
Cálculo actuarial Revelado por la 
UGPP 36,1 0 87,9 0
Total en Cuentas de Orden 80,1 12,8 830,8 302,4
Fuente: Contaduría General de la Nación
Sector Público Colombiano
Pasivo Pensional - Reconocido y revelado en Cuentas de Orden
a 31 de diciembre de 2015 comparativo 2014






Tabla 7 Entidades empleadoras con pasivo pensional a 31 de diciembre de 2015 y 
2014 
 
Tabla elaborada por el autor 
Tabla 8. Fondos de Reservas con cálculos actuariales de pensiones a 31 de 
diciembre de 2015 y 2014. 
 
Tabla elaborada por el autor 
En seguida se hará un análisis del impacto de la regulación internacional sobre el pasivo 
pensional en aplicación de las mismas.  
2015 2014
Ecopetrol S.A. 10.501,3 54,8
Parapat - Patrimonio Autónomo de Remanentes de Telecomunicaciones 9.989,8 8.878,1
Policía Nacional 9.199,9 10.329,2
Ministerio de Defensa Nacional 8.326,8 8.253,5
U.A.E. de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social 3.559,7 2.078,2
E.S.P. Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá 2.368,8 2.177,5
Fondo de Pasivo Social de Ferrocarriles Nacionales de Colombia 1.987,8 1.849,5
Medellín 1.157,2 1.077,8
Santiago de Cali 1.081,9 972,3
E.S.P. Empresas Municipales de Cali E.I.C.E 948,3 951,7
Otras entidades 21.929,9 21.947,4
TOTAL 71.051,3 58.570,0
 2.7.20








Colpensiones - Fondo de Vejez 522.482,7 221.555,0
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 102.296,5
Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional 39.905,6 18.281,7
Caja de Retiro de las Fuerzas Militares 37.273,2 13.380,7
Colpensiones - Fondo de Sobrevivientes 19.652,9 8.327,2
Colpensiones - Fondo de Invalidez 12.571,0 5.259,5
Patrimonio Autónomo de Pensiones del Fondo de Previsión Social del Congreso de la República 2.738,3 832,4
Fonprecon - Sobrevivientes 682,9 231,7
Fonprecon - Invalidez 30,9 9,1
U.A.E. de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social 34.378,2 122.221,9
Ministerio de Hacienda y Crédito Público 15.425,3
Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones 1.795,3
TOTAL 737.634,1 317.680,8 122.221,9
ENTIDADES
Cálculo actuarial
Miles  de mi l lones  de pesos
SECTOR PÚBLICO COLOMBIANO
FONDOS DE RESERVAS Y OTRAS
CÁLCULO ACTUARIAL DE PENSIONES
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5.2. Impacto en el valor del pasivo pensional del sector público en aplicación de las 
normas internacionales de información financiera 
5.2.1. Aspectos comparativos de la normatividad e impactos generales 
Como se mencionó anteriormente, la regulación contable del sector público le 
corresponde a la CGN, quien en el proceso de convergencia a estándares internacionales 
realizó un trabajo de comparación de la normatividad expedida por diferentes reguladores 
internacionales como el IASB y el IPSASB, para determinar la posibilidad de su aplicación 
en las entidades que conforman el sector público del país. 
De acuerdo con las normas contables acogidas por la CGN, las cuales fueron indicadas 
en capítulos anteriores, realizándose una comparación con la regulación internacional, se 
presentarán los principales impactos que se derivan de estas normas, frente a lo que venían 
aplicando con la regulación precedente. 
5.2.1.1. Impacto en las Administradoras de Pensiones: Colpensiones y en los 
Fondos de Reservas Pensionales  
La Administradora Colombiana de Pensiones, COLPENSIONES, es una Empresa 
Industrial y Comercial del Estado organizada como entidad financiera de carácter especial, 
vinculada al Ministerio de Trabajo. 
De conformidad con el Artículo 155 de la Ley 1151 de 2007, la Administradora 
Colombiana de Pensiones - COLPENSIONES, hace parte del Sistema General de Pensiones 
y tiene por objeto la administración estatal del Régimen de Prima Media con Prestación 
Definida, las prestaciones especiales que las normas legales le asignen y la administración 
del Sistema de Ahorro de Beneficios Económicos Periódicos de que trata el Acto Legislativo 
01 de 2005, en los términos que determine la Constitución y la Ley, en su calidad de entidad 
financiera de carácter especial.  
Colpensiones aplica el Régimen de Contabilidad Pública y lleva contabilidad como 
administradora y en forma independiente lleva la contabilidad de cada uno de los Fondos de 
Reservas Pensionales, de acuerdo al riesgo asociado, como son los Fondos de Vejez, 
Invalidez y Supervivientes.  
Colpensiones actúa como una empleadora en el caso de sus propios empleados y a su vez, 
es la administradora de los fondos de reservas. 
Como se ha señalado, el impacto de la aplicación de las normas internacionales 
relacionadas con el tema pensional se verá en el tratamiento contable que vienen efectuando 
los Fondos de Reservas a los planes de beneficios definidos que administran. Los principales 
impactos que se advierten son: 
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1. En el tratamiento del cálculo actuarial, por cuanto con la nueva normatividad el valor 
determinado se considera un pasivo contingente, al corresponder a un fondo común 
que se nutre de las cotizaciones de afiliados y solo en el caso de faltante de reservas, 
entra el Estado a cubrirlo. Con esto, el valor que está reconocido en el Balance, al 
pasar a cuentas de orden, tiene un efecto de incremento del patrimonio, en el valor 
que se encontraba amortizado y que afectaba los pasivos por este concepto. 
2.  Los fondos de reservas tienen la garantía del Estado, en el caso que los recursos 
(activos) no sean suficientes para el pago de las obligaciones pensionales. Esta 
garantía se registra actualmente en cuentas de orden, como un activo contingente. 
Esta garantía que tienen los Fondos de Reservas actualmente se controlan y revelan 
en cuentas de orden, por corresponder a un derecho contingente.  
3. Debe analizarse por parte del Estado como garante de fondos en caso de faltantes, 
para establecer si amerita reconocer una provisión. 
4. Actualmente las cotizaciones que reciben los fondos de reservas pensionales de los 
afiliados se reconocen directamente en el patrimonio, al igual que los recursos que el 
gobierno le transfiere como garantía estatal para cubrir el faltante del pago a realizar. 
Con la norma internacional se debe analizar si estos recursos por cotizaciones o 
transferencia estatal son pasivos del fondo o continúan registrándose como ingresos 
vía patrimonio. 
5. Es de señalar que la CGN expidió la Resolución 634 del 2014 con la cual establece 
en forma provisional el manejo contable de los fondos de reservas de pensiones. En 
general, el nuevo tratamiento contable busca equiparse al tratamiento que se da en 
los Fondos de Pensiones del Sector Privado administrados por las AFP, es decir, las 
cotizaciones recibidas se reconocen directamente en el patrimonio (cuenta 3207-
Capital de los Fondos de Reservas de Pensiones) del Catálogo General de Cuentas 
del Régimen de Contabilidad Pública, expedido por la Contaduría General de la 
Nación, y las erogaciones por pensiones, disminuyen directamente esta cuenta. 
6. En el marco normativo para las entidades de gobierno, expedido por la CGN 
mediante la Resolución 533 de 2015, se señaló que el cálculo actuarial de los fondos 
de reservas no se reconoce como un pasivo, sino en cuentas de orden, al igual que la 
garantía estatal que tienen los fondos. 
7. Una gran incógnita que surge del análisis de los Fondos de Reservas, es si la totalidad 
de los que son considerados como tales por la CGN, efectivamente corresponden a 
esta categoría.  
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8. Del análisis realizado, se puede establecer que existen fondos de reservas que por sus 
características deben considerarse como empleadores, tal es el caso, de la Caja de 
Sueldos de Retiro de las Fuerzas Militares-CREMIL, Caja de Retiros de Policía 
Nacional-CASUR, Fondo Prestacional del Magisterio-FOMAG, Fondo de Pensiones 
del Congreso de la República-Fonprecon. Lo anterior, por cuanto estos fondos o cajas 
atienden las prestaciones pensionales de personal que hacen parte o hicieron parte de 
la nómina del Estado, como empleados del gobierno.  
9. Siendo así, el tratamiento contable de estos fondos de reservas debe corresponder al 
de las entidades empleadoras, aplicando la NICSP 25-Beneficios a los empleados, es 
decir, reconocer sus pasivos pensionales en balance y no en cuentas de orden, 
situación que se tratará en un numeral siguiente.  
5.2.1.1.1. Administradora de pensiones: Caja de Sueldos de Retiro de las Fuerzas 
Militares - CREMIL  
Desde la expedición del decreto 0240 de 1952, existe una única entidad de previsión para 
el pago de las prestaciones económicas de las Fuerzas Militares; conocida como “CAJA DE 
RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES”. Tiene como objeto fundamental reconocer y 
pagar las Asignaciones de Retiro al personal de oficiales, suboficiales y soldados 
profesionales de las Fuerzas Militares que consoliden el derecho a tal prestación, así como 
la sustitución pensional a sus beneficiarios, y contribuir al desarrollo de la política y los 
planes generales que en materia de seguridad social adopte el Gobierno Nacional respecto 
de dicho personal.  
La Caja de Retiro de las Fuerzas Militares en cumplimiento de su objeto y dentro del 
marco de las normas legales vigentes, desarrolla las siguientes funciones: 
a) Colaborar con el Ministerio de Defensa Nacional en la formulación de la 
política y planes generales en materia de seguridad y previsión social, en 
relación con el personal de oficiales, suboficiales y soldados profesionales 
de las Fuerzas Militares con asignación de retiro y sus beneficiarios en 
goce de sustitución pensional.  
b) Administrar directa o indirectamente los bienes muebles e inmuebles y 
los recursos de capital que constituyan el patrimonio de la Entidad, o 
aquellos que, sin ser de su propiedad, se confíen a su manejo.  
c) Reconocer y pagar oportunamente las asignaciones de retiro, pensiones y 
demás prestaciones que la ley señale, a quienes adquieran este derecho.  
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Actualmente CREMIL aplica el Régimen de Contabilidad Pública y lleva 
contabilidad como administradora de pensiones y como Fondo de Reserva Pensional, 
pero sin independizar la contabilidad de los fondos, como son los de vejez, invalidez y 
supervivientes. 
Como se ha señalado, el impacto por la aplicación de las normas internacionales 
relacionadas con el tema pensional se verá en el tratamiento contable que vienen 
efectuando los Fondos de Reservas a los planes de beneficios definidos que administran 
y que, con la norma expedida por la CGN, el cálculo actuarial se considera contingencia. 
No existe aún un estándar internacional para los beneficios sociales. 
No obstante, como se señaló anteriormente este fondo por sus características debe 
pertenecer al grupo de entidades empleadoras, y aplicar la NICSP 25-Beneficios a los 
empleados. 
5.2.1.1.2. Administradora de pensiones: Caja de Sueldos de Retiro de la Policía 
Nacional - CASUR  
El 24 de febrero de 1955 el Gobierno Nacional mediante Decreto 417 crea la CAJA DE 
SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL, para garantizar el pago de las 
prestaciones sociales del personal de la Policía Nacional que adquiera el derecho por tiempo 
cumplido o por disposición del Gobierno.  
Actualmente CASUR aplica el Régimen de Contabilidad Pública y lleva contabilidad 
como administradora de pensiones y como Fondo de Reserva Pensional, pero sin 
independizar la contabilidad de los fondos, como son los de vejez, invalidez y 
supervivientes. 
Como se ha señalado, el impacto por la aplicación de las normas internacionales 
relacionadas con el tema pensional se verá en el tratamiento contable que vienen 
efectuando los Fondos de Reservas a los planes de beneficios definidos que administran 
y que, con la norma expedida por la CGN, el cálculo actuarial se considera contingencia. 
No existe aún un estándar internacional para los beneficios sociales. 
No obstante, como se señaló anteriormente este fondo por sus características debe 
pertenecer al grupo de entidades empleadoras, y aplicar la NICSP 25-Beneficios a los 
empleados. 
5.2.1.2. Impacto en las entidades públicas empleadoras 
Las entidades empleadoras se conocen como entidades responsables del pasivo 
pensional. La normativa contable actual señala que el pasivo pensional (cálculo actuarial) lo 
reconoce una entidad del sector público (empleadora); pero el pago de las obligaciones está 
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a cargo, bien sea del fondo de reserva pensional, o de otro fondo creado para el efecto por la 
ley. 
La entidad responsable del pasivo pensional registra el cálculo actuarial, pero, éste valor 
es compensado contablemente con una cuenta que neutraliza su efecto patrimonial en el 
balance, que se denomina “cálculo actuarial por amortizar”; este valor se difiere en el 
tiempo que la norma estableció como plazo, el cual actualmente es hasta el año 2029. 
Significa que las entidades empleadoras al aplicar las normas internacionales de 
contabilidad y lo señalado en el marco normativo para entidades de gobierno de la 
Resolución 533 de 2015, deben reconocer la totalidad del cálculo actuarial determinado 
como pasivo pensional, situación que hará impactar el patrimonio, disminuyendo en el valor 
que éstas entidades tienen pendiente de amortizar. 
5.2.1.3. Impacto en los fondos de pensiones especiales 
a) Fondo de Pensiones Públicas del Nivel Nacional - FOPEP. Este fondo tiene 
exclusivamente una función de pagador de aquellas pensiones a cargo del gobierno 
nacional de entidades que fueron liquidadas.  
En este caso, en la contabilidad del fondo se viene reconociendo como un pasivo los 
recursos recibidos, el cual se cancela al momento de utilizar los recursos en el pago de las 
pensiones. Se considera que para este fondo no tendrá impacto la aplicación de la norma 
internacional. 
Es de señalar que el pasivo pensional está reconocido en la entidad contable pública 
Ministerio del Trabajo, y el Fopep hace parte del Ministerio, pero lleva su contabilidad 
aparte, que la integra para el reporte a la CGN. El pasivo pensional reconocido por el 
Ministerio del Trabajo, corresponde a la aplicación normativa de una entidad empleadora, 
con el mismo impacto señalado para este tipo de entidades.  
b) Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales – FONPET. Este 
fondo administrado por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público a través de un 
consorcio fiduciario, se encarga de administrar los recursos que se transfieren de 
diferentes fuentes para el fondeo del pasivo pensional de las entidades territoriales 
del país. No actúa como pagador de pensiones, sino como un administrador de 
recursos para garantizar el pago de obligaciones pensionales de entidades 
territoriales, por tanto, no reconoce pasivo por pensiones, sino el pasivo por la 
administración de los recursos recibidos.  
Su contabilidad es la de un fondo, que registra en base caja, y se rige por lo 
establecido por la Superintendencia Financiera para las entidades fiduciarias y los fondos 
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que administra, y lo definido por la CGN especialmente para este fondo. No se advierte 
ningún impacto para la contabilidad del fondo con la aplicación de las normas 
internacionales. 
Es de señalar que el pasivo pensional (cálculo actuarial) está reconocido en la 
respectiva entidad territorial, quien actúa como entidad empleadora, con la lógica contable 
señalada para estas entidades. Pero adicionalmente, estas entidades reconocen los recursos 
que tienen ahorrado en el Fonpet, los cuales hacen parte de la Reserva Financiera Actuarial, 
o de los Planes de Activos para Beneficios Posempleo, que la registran y presentan en el 
balance en forma separada del pasivo, pero que en el Estado Financiero pueden presentar el 
neto entre el pasivo y los activos que lo respaldan. 
El impacto por la aplicación de las normas internacionales en las entidades 
territoriales es el mismo descrito para las entidades empleadoras públicas, es decir, deberán 
registrar y revelar la totalidad del cálculo actuarial como un pasivo por pensiones.  
c) Fondo de Solidaridad Pensional.  Es una cuenta especial de la Nación, sin 
personería jurídica, adscrita al Ministerio del Trabajo, destinada a subsidiar las 
cotizaciones para pensiones de los grupos de población que por sus características y 
condiciones económicas no tienen acceso a los Sistemas de Seguridad Social, así 
como el otorgamiento de subsidios económicos para la protección de adultos 
mayores en estado de indigencia o de pobreza extrema.   
El Fondo lleva una contabilidad separada, la cual se integra a la del Ministerio del 
Trabajo para el reporte de la información a la CGN. Los recursos que recibe el fondo se 
reconocen contablemente como ingresos fiscales no tributarios (cuenta 4110 del RCP) y las 
erogaciones en cumplimiento de su función de subsidiar los aportes al Régimen General de 
Pensiones, se reconocen como gastos de la operación. 
Se planteó la inquietud, si con la aplicación de los estándares internacionales de 
contabilidad para el gobierno, estos recursos deban contabilizarse como ingresos sin 
contraprestación, o por tener una destinación específica deben ser reconocidos como pasivos 
del gobierno. Por tanto, el impacto contable dependería de lo que el regulador considere para 
este tipo de recursos que recibe el gobierno de los trabajadores, y que los aplica como 
subsidios de pensiones.  
Con la expedición del marco normativo para entidades de gobierno, se determinó que 
estos recursos corresponden a ingresos sin contraprestación que los reconoce el Ministerio 
del Trabajo a través de este fondo. 
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d) Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – FOMAG. El fondo 
reconoce y paga las prestaciones sociales del personal docente a cargo de la Nación 
y de las entidades territoriales. Para llevar a cabo esta actividad recibe los recursos 
de las respectivas entidades que tienen a su cargo el pasivo pensional. 
Su contabilidad es la de un fondo, que registra en base caja, y se rige por lo establecido por 
la Superintendencia Financiera para las entidades fiduciarias y los fondos que administra, y 
lo definido por la CGN para los fondos de reservas. Lleva una contabilidad independiente a 
la del Ministerio de Educación, quien actúa como fideicomitente del patrimonio autónomo. 
Registra un cálculo actuarial de más de $80 billones de pesos, pero el mismo no presenta 
ninguna amortización, es decir no tiene ningún efecto patrimonial, solo es informativo o de 
revelación. 
Con la aplicación de las normas internacionales de contabilidad y lo analizado por 
sus características, se considera que este fondo corresponde a un plan de beneficios definidos 
de entidades empleadoras, por tanto, debe reconocer el cálculo actuarial como pasivo 
pensional en su totalidad, es decir, completamente amortizado, y presentar el neto con los 
recursos disponibles para determinar el déficit o superávit que tendría. Por tanto, presentaría 
un impacto de reducción patrimonial por el valor del cálculo actuarial, compensado con el 
valor de los recursos destinados a su financiación. 
e) Fondos de universidades públicas. El artículo 1º de la Ley 1371/09 impone un 
mandato particular al Estado, consistente en concurrir en el pago del pasivo pensional 
de las universidades estatales del orden nacional que con anterioridad al 23 de 
diciembre de 1993 tenían a su cargo el reconocimiento y pago de pensiones 
directamente o a través de una caja con o sin personería jurídica.  
La concurrencia se hace mediante aportes del presupuesto nacional, que toman la 
forma de apropiaciones independientes a los destinados al pago de pensiones que establece 
el artículo 86 de la Ley 30 de 1992. Antes de la entrada en vigencia del sistema general de 
seguridad social, las universidades regentaban sus propias cajas y fondos de previsión, las 
cuales reconocían los derechos pensionales de sus trabajadores, mediante un modelo 
financiero de concurrencia de aportes y recursos del presupuesto nacional, dentro del cual se 
generó un abultado pasivo pensional, derivado de la suma de aportes estatales dejados de 
pagar en su momento, pasivo que compromete la asunción de las prestaciones económicas 
de los pensionados de las universidades públicas.   
Ley 1371 de 2009 prevé los siguientes contenidos esenciales: a) Determina el deber 
de concurrencia de la Nación en el pago del pasivo pensional del orden nacional; b) Prescribe 
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a las universidades públicas destinatarias de la normatividad, el deber de constituir un fondo 
para el pago del pasivo pensional.   
Este fondo tiene la naturaleza jurídica propia de una cuenta especial sin personería 
jurídica, cuyos recursos serán administrados por una entidad fiduciaria vigilada por la 
Superintendencia Financiera, en forma independiente y como patrimonio autónomo.  De 
manera consonante con dicha naturaleza, los recursos y rendimientos del fondo tienen 
destinación específica en el pago del pasivo y de los gastos de administración del patrimonio 
autónomo. Actualmente, no todas las universidades tienen reconocido contablemente el 
cálculo actuarial de pensiones, ni tampoco separado los recursos que financiarán dicho 
pasivo.  
Por lo anterior, el impacto contable con la aplicación de los estándares 
internacionales se establece a partir de que este fondo tiene las características de una entidad 
empleadora, por tanto, su contabilidad debe estar separada de la contabilidad de la 
universidad, quien actúa como administradora del fondo.  El fondo al ser de empleadora 
debe reconocer la totalidad del cálculo actuarial y los recursos financieros que lo respaldan 
para establecer el déficit o superávit o registrar como pasivo o activo respectivamente.  
Se espera un impacto patrimonial negativo, en la medida que actualmente las 
universidades, a través del fondo, no tienen reconocido esta obligación pensional. 
5.2.1.4. Impacto en las entidades concurrentes 
| a) Ministerio de Hacienda y Crédito Público. La Nación tiene obligaciones 
generadas con diferentes sectores, que están en cabeza de este Ministerio: 
 Bonos Pensionales. Es una obligación con el sector de trabajadores y beneficiarios 
que estaban afiliados al Instituto de los Seguros Sociales, pero que con la entrada en 
vigencia de la Ley 100 de 1993, escogieron afiliarse a los fondos privados, debiendo 
trasladar el respectivo Bono Pensional a las entidades administradoras, labor 
encargada a este Ministerio. 
Actualmente, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público reconoce este pasivo 
pensional por Bonos Pensionales, de acuerdo con la norma expedida por la CGN, la cual, 
hasta el 31 de diciembre de 2014, le señalaba el reconocimiento de la respectiva liquidación 
y la amortización hasta la redención del bono con el traslado a la respectiva entidad 
beneficiaria, generalmente una AFP. 
Con la aplicación de los estándares internacionales de contabilidad, y con la 
normatividad expedida por la CGN, el impacto de esta obligación es que el pasivo pensional 
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debe tener el reconocimiento pleno en el Balance, medido a valor presente, lo cual significa 
un impacto directo negativo en el patrimonio de la Nación.  
Pero, las liquidaciones provisionales de bonos pensionales, no se consideran 
obligaciones ciertas, sino contingencias, por tanto, su tratamiento contable se hará en cuentas 
de orden, situación que tendrá impacto patrimonial por los valores amortizados de estas 
liquidaciones. 
 Concurrencia con el pasivo pensional del sector salud. Con ocasión de la difícil 
situación presentada en las entidades prestadoras de los servicios de salud, debido a 
la carga generada por el pasivo prestacional y pensional causado hasta el 31 de 
diciembre de 1993, se expidió la Ley 1438 de 2011 que atendiendo lo dispuesto por 
el Consejo de Estado, dispuso expresamente en su artículo 78, que este pasivo no es 
responsabilidad de los entes de salud por cuanto hasta esa fecha no tenían vida 
jurídica, quedando entonces a cargo de la Nación a través del Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público, y de los respectivos Departamentos. 
De esta manera, se dejó en cabeza de los entes de salud, la responsabilidad de remitir 
al Ministerio de Hacienda toda la información necesaria para que sean suscritos los 
Convenios de Concurrencia del Sector Salud, a través de los cuales quedarán fijadas las 
obligaciones que por concepto de pasivo pensional y prestacional han estado a cargo de los 
entes de salud. 
Con la expedición del Decreto 700 del pasado 12 de abril de 2013 se reiteró que la 
financiación del mencionado pasivo es responsabilidad de la Nación y las entidades 
territoriales, y determinó el porcentaje que asumirán en el pago de la concurrencia. 
Actualmente, el Ministerio reconoce en la contabilidad solo el giro que realiza como 
una transferencia a la respectiva entidad territorial en cumplimiento del convenio de 
concurrencia. Es decir, reconoce el gasto por el valor girado de la concurrencia. 
Con la entrada en aplicación de las normas internacionales de contabilidad, y del 
marco normativo para entidades de gobierno, es de suponer que estos convenios de 
concurrencia se configuran como una obligación presente a ser reconocida dentro de los 
pasivos de la Nación. Por tanto, se tendrá un impacto directo negativo en el patrimonio de la 
Nación, al registrar a valor presente el valor de la concurrencia de este pasivo.  
 Dirección de Crédito Público y del Tesoro Nacional- DCPTN. Los recursos o las 
reservas de pensiones que corresponden a las entidades liquidadas, son administrados 
por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, a través de esta Dirección, quien 
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los traslada a la entidad o al fondo que se encarga del pago de las mesadas 
pensionales.  
Actualmente la DCPTN reconoce estos recursos como un pasivo recibido en 
administración, el cual cancela cuando son trasladados para el respectivo pago. Con la 
entrada en vigencia de los estándares internacionales de contabilidad no se advierte ningún 
cambio en el tratamiento de estos recursos en el Ministerio, que seguirán reconociéndose 
como un pasivo de recursos administrados.  
b) Unidad de Gestión Pensional y Parafiscales - UGPP. En el sector público existen 
obligaciones pensionales que desde el punto de vista contable no se tiene la claridad de qué 
entidad estatal debe reconocerlas o incorporarlas en su balance, es el caso de aquellas 
entidades públicas nacionales que fueron liquidadas, y que cargaban con pasivos por 
pensiones. Para este caso, la ley designa a la Unidad de Gestión Pensional y Parafiscales 
(UGPP) para que se encargue de la gestión de estos pasivos y de procurar junto con la CGN 
el reconocimiento por parte de la entidad nacional a la cual estaba adscrita o vinculada la 
entidad liquidada. Algunos ejemplos de estos pasivos son: Ferrocarriles Nacionales, 
Minercol e ICA. 
Actualmente, varios de estos pasivos no están reconocidos en la contabilidad de 
ninguna entidad. La UGPP los reconoce en cuentas de orden, como una medida contable 
provisional, hasta tanto se logre que las entidades públicas que son responsables de este 
pasivo los incorporen en su Balance. Al 31 de diciembre de 2015 la entidad presenta un 
cálculo actuarial de $124,0 billones de pesos, distribuidos en $87,9 billones para fondos de 
reservas y $36,1 para entidades responsables del pasivo pensional (empleadoras). 
Con la aplicación de los estándares internacionales de contabilidad, y siguiendo la 
lógica contable definida en el marco normativo para entidades de gobierno, el impacto es el 
reconocimiento en el Balance de estas obligaciones por parte de los responsables de estos 
pasivos (entidades empleadoras), pasivo medido a valor presente, lo cual significa un 
impacto directo negativo en el patrimonio de la Nación, y en cuentas contingentes o de orden, 
para lo que corresponda efectivamente a fondos de reservas.  
5.2.2. Cuantificación del impacto en el Balance del Sector Público Colombiano 
Después de describir el impacto que se daría en la parte normativa por la aplicación de 
los estándares internacionales y del marco normativo para entidades de gobierno, se presenta 
a continuación una medición del impacto en forma cuantitativa, especialmente en el Balance 




Tabla 9 Pasivo Pensional a reconocer en Balance 
 
 
Al 31 de diciembre de 2015 los pasivos pensionales del sector público reconocidos en el 
balance con impacto patrimonial alcanzan la suma de $84,0 billones de pesos, que representa 
un 10,5% del PIB. Cifra obtenida por la aplicación de la normatividad contable vigente 
expedida por la CGN. 
Con la aplicación de los estándares internacionales de contabilidad y del marco normativo 
para entidades de gobierno, se considera que el sector público debe reconocer en balance la 
totalidad del cálculo actuarial de las entidades empleadoras, lo cual significa que aquellos 
valores que no están amortizados deben ser reconocidos plenamente como pasivo. Al 31 de 
diciembre de 2015, según cifras publicadas por la CGN, el valor del cálculo actuarial de 
pensiones y bonos pensionales de las entidades de gobierno empleadoras alcanza la suma de 
$186,5 billones de pesos, lo cual significa que estarían pendientes de reconocerse como 
pasivo la suma de $102,5 billones. 
Ahora bien, teniendo en cuenta lo señalado para los Fondos de Reservas en los cuales se 
incluyen entidades que tienen las características de entidades Empleadoras, por el tipo de 
afiliados que hacen parte de ellos, y como se observa en la tabla anterior, se incluyeron los 
cálculos actuariales de estos fondos como entidades empleadoras para medir el impacto en 
el balance y al reconocerse como pasivos,  el valor de estos fondos es de $216,6 billones, 
Cálculo actuarial Valor reconocido
Pensiones actuales 140,4 56,3 84,1
Futuras pensiones 22,3 10,9 11,4
Cuotas partes pensionales 10,9 3,8 7,1
Bonos Pensionales 12,9 12,9 0,0
Total entidades empleadoras 186,5 84,0 102,5
Fondo Prestacional del Magisterio - FOMAG 102,3 0,0 102,3
Casur 39,9 0,0 39,9
Cremil 37,3 0,0 37,3
Fonprecon 1,0 0,0 1,0
Revelado por la UGPP 36,1 0,0 36,1
Total Fondos de Reservas como Empleadoras 216,6 0,0 216,6
Valor del impacto en el Balance 403,1 84,0 319,1
Part./ PIB 50,3 10,5 39,8
Fuente: Contaduría General de la Nación y cálculos propios
FONDOS DE RESERVAS A CONSIDERAR COMO EMPLEADORAS
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que se agregarían a los $102,5 billones de las entidades empleadoras que faltan por 
reconocer. 
De acuerdo con lo anterior, el valor que debería ser reconocido, adicional al que hoy está, 
alcanza la suma de $319,1 billones, es decir, un impacto negativo en el patrimonio del sector 
público de un 39,8% del PIB adicional.  
Con esto, el pasivo pensional del sector público ascendería a $403,1 billones de pesos, es 
decir al 50,3% del PIB, con la aplicación de las normas internacionales de contabilidad. No 
obstante, el pasivo a reconocer debe netearse con los activos disponibles existentes que 
garantizan el pago de esta obligación. En el caso del sector público, los únicos recursos 
disponibles para ello, son los que están ahorrados en el FONPET, y los que las entidades 
tienen en algunos fondos, que alcanzan aproximadamente la suma de $43,3 billones de pesos 
a 31 de diciembre de 2015, según el Balance publicado por la CGN. 
De otra parte, seguirían revelándose en Cuentas de Orden los cálculos actuariales de los 
Fondos de Reservas, que alcanzarían la suma de $694,4 billones que corresponderían a los 
aquellos fondos de reservas que cumplen con estas características, valor que representa el 
86,7% del PIB.  
Aunque el trabajo se enfoca en el impacto del sector público, y como caso específico el 
impacto en la Empresa Ecopetrol S.A., se hace una reseña de lo que ocurre en el sector 
privado como complemento de la investigación, señalando que en relación con las normas 
referidas al tema pensional, no se encontraron mayores estudios y los que fue posible 
disponer no reúnen la profundidad necesaria para entender la dimensión del impacto que se 
generaría en la aplicación y los cambios que sufría la normatividad vigente. En algunos 
casos, se expresa que no existen mayores diferencias y que, por tanto, son más las similitudes 
entre la normativa internacional y la local. 
En el documento del (Comité Técnico Adhonorem del Sector Financiero - CTSF IFRS, 
2012) titulado IFRS: Documento de impactos, conclusiones y recomendaciones del Comité 
Técnico del Sector Financiero, frente a la norma de Beneficios a Empleados se señala como 
impacto financiero: 
(…) 4. Mayor Gasto financiero derivado de la mayor rigurosidad de las hipótesis 
actuariales tales como la Prima de Antigüedad y otras obligaciones legales e implícitas 
que hoy se apropian de manera lineal a título de provisión.  
5. Efecto de la aplicación total del Pasivo Pensional que hoy la Ley Colombiana permite 




Dentro de los impactos operativos, el estudio advierte que se vienen: “Cambios en los 
procesos para cubrir los requerimientos tanto de reconocimiento como de revelación de 
información. Incluye la complejidad de introducir hipótesis actuariales a lo que hoy se causa 
en forma simple”, y que se requiere un recurso humano con un “Perfil más cualificado sobre 
todo por la aplicación de Técnicas Financieras e Hipótesis actuariales, Mayor rigurosidad en 
la redacción de los pactos colectivos para NO generar obligaciones implícitas que puedan 
convertirse en Beneficios a empleados”. (Comité Técnico Adhonorem del sector financiero 
- Asobancaria, 2012) 
Para Ernst & Young “(…) el registro de los planes de beneficios definidos tiene algunas 
similitudes tales como a) la obligación es el valor presente de los beneficios que se han 
causado para los empleados, con base en estudios actuariales y b) se debe reconocer al cierre 
del periodo con base en dichos estudios actuariales. De igual manera, para los planes de 
aportaciones definidas existen similitudes tales como: a) los fondos son transferidos a un 
fondo independiente y b) se reconoce un pasivo y gasto del periodo por el correspondiente 
aporte al fondo independiente. (Ernst & Young, 2008) 
En relación con la amortización de los cálculos actuariales en la fecha de transición a las 
NIIF se señala: “Si los cálculos actuariales han sido realizados para personal pensionado que 
no labora en la entidad, todo el saldo no amortizado del cálculo actuarial deberá ser 
reconocido contra las ganancias retenidas. Si el cálculo actuarial corresponde a personal que 
aún labora en la entidad, la entidad podrá diferir una parte de los costos de servicios pasados, 
durante el periodo en el que el empleado preste sus servicios”. (Vásquez & Franco, 2013) 
Para (Salazar-Baquero, 2009) al comparar la NIIF para Pyme y la normativa colombiana 
en relación con la norma de Beneficios a empleados, se anota: 
(…) También encontramos similitudes en el registro de los planes de aportaciones 
definidas (beneficios posempleo), pues la entidad sólo tiene la obligación de realizar unos 
aportes fijos a un fondo, que es una entidad separada. Se advierten varias diferencias en 
el reconocimiento y medición de los planes de beneficios definidos, de los beneficios a 
los empleados a largo plazo y de los beneficios por terminación. Tales diferencias 
incluyen los cálculos de las provisiones correspondientes, así como su forma de 
amortización y reconocimiento. (Salazar Baquero, 2009)  
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Capítulo VI  
El caso de Ecopetrol S.A. 
 
6.1. Naturaleza Jurídica 
Ecopetrol S.A. tiene como objeto social el desarrollo, en Colombia o en el exterior, de 
actividades comerciales o industriales correspondientes o relacionadas con la exploración, 
explotación, refinación, transporte, almacenamiento, distribución y comercialización de 
hidrocarburos, sus derivados y productos, y de operaciones subsidiarias, conexas o 
complementarias de dichas actividades, de acuerdo con la regulación que resulte aplicable.  
La Ley 1118 del 27 de diciembre de 2006 modificó la naturaleza jurídica de Ecopetrol, y 
autorizó a la Empresa a emitir acciones para ser colocadas en el mercado y adquiridas por 
personas naturales o jurídicas. Una vez emitidas y colocadas las acciones correspondientes 
al 10,1% del capital autorizado, a finales de 2007, la Sociedad se convirtió en una Sociedad 
de Economía Mixta de carácter comercial, del orden nacional, vinculada al Ministerio de 
Minas y Energía. 
El 12 de septiembre de 2008, Ecopetrol presentó ante la Securities and Exchange 
Commission o SEC, la solicitud para inscribir la Empresa y para registrar y listar sus 
acciones en la Bolsa de Nueva York o NYSE, las cuales se negocian en la NYSE bajo el 
símbolo “EC” desde el 18 de septiembre de 2008. El 3 de diciembre de 2009, la Comisión 
Nacional Supervisora de Empresas y Valores del Perú CONASEV inscribió dichos valores 
en el Registro Público del Mercado de Valores, por lo que dichos valores se empezaron a 
negociar a partir del 4 de diciembre del mismo año en el mercado peruano bajo el 
nemotécnico EC. El 13 de agosto de 2010, Ecopetrol inició la transacción de sus acciones 
en la Bolsa de Valores de Toronto - Canadá. De esta manera, Ecopetrol se convirtió en la 
primera empresa colombiana en listarse en esa Bolsa.  
Entre el 27 de julio y el 17 de agosto de 2011, Ecopetrol llevó a cabo la segunda ronda 
del programa de emisión y colocación de acciones autorizada por la Ley 1118 de 2006. Como 
resultado de este proceso de emisión y colocación, la nueva participación accionaria del 
Gobierno Nacional en Ecopetrol es del 88.49%. (Ecopetrol, 2015) 
6.2. Normatividad contable que aplica 
Por ser Ecopetrol S.A., una sociedad de economía mixta, en donde la participación del 
gobierno es superior al 50%, la normatividad que debe aplicar es la establecida por la 




La preparación de los estados financieros contables no consolidados se elaboró de 
acuerdo con normas y principios de contabilidad de entidades públicas colombianas emitidos 
por la Contaduría General de la Nación (CGN) y otras disposiciones legales. Estos principios 
pueden diferir en algunos aspectos de los establecidos por otras normas y organismos de 
control y los conceptos sobre asuntos específicos emitidos por la CGN prevalecen sobre 
otras normas. Para el reconocimiento contable de los hechos financieros, económicos, 
ambientales y sociales se aplicó el principio de causación. 
En concordancia con las normas de inspección, vigilancia y/o control sobre Ecopetrol, se 
estableció la estructura para definir el tratamiento contable de operaciones no contempladas 
por la CGN, el cual es el siguiente: i) Inspección, vigilancia y control principal y permanente: 
Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, ii) Control residual: 
Superintendencia de Sociedades, y iii) Control concurrente: Superintendencia Financiera, 
sobre las actividades de la Empresa en su calidad de emisor del mercado de valores. Las 
Normas Internacionales de Información Financiera (NIIF) se usan para definir las diferencias 
normativas y los Principios de Contabilidad Generalmente Aceptados en los Estados Unidos 
(US GAAP) son aplicados en las operaciones relacionadas con petróleo crudo y gas natural. 
6.3. Reconocimiento contable del pasivo pensional 
Según se indica en las notas a los estados financieros de 2014, el régimen salarial y 
prestacional para el personal de Ecopetrol se rige por la Convención Colectiva de Trabajo, 
el Acuerdo 01 de 1977 y, en su defecto, por el Código Sustantivo de Trabajo. Además de las 
prestaciones legales, los empleados de Ecopetrol tienen derecho a los beneficios adicionales 
convenidos, los cuales dependen tanto del lugar, clase de trabajo, tiempo de servicio, como 
del salario básico.  
El cálculo actuarial incluye empleados activos, según se describe en los párrafos 
siguientes, con contrato a término indefinido, jubilados y herederos, para los conceptos de 
pensiones, salud y educación; igualmente, incluye los bonos pensionales para los empleados 
temporales, empleados activos y jubilaciones voluntarias. Las obligaciones por salud y 
educación no hacen parte de los pasivos pensionales, estas forman parte de las obligaciones 
prestacionales. 
Todas las prestaciones sociales de empleados ingresados con anterioridad a 1990 son 
responsabilidad de Ecopetrol sin intervención de organismo o institución de seguridad 
social. Para los trabajadores que ingresaron a partir de la vigencia de la Ley 50 de 1990, la 
Empresa hace aportes periódicos para cesantías, pensiones y riesgos profesionales a los 
respectivos fondos que asumen en su totalidad estas obligaciones. Igualmente, la Ley 797 
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del 29 de enero de 2003 determinó que a los trabajadores de Ecopetrol que ingresaron a partir 
de esa fecha se les aplicará lo dispuesto en el Régimen General de Pensiones. 
Mediante el Acto Legislativo 01 de 2005, sancionado por el Congreso de la República, el 
31 de julio de 2010, expiraron en Colombia los regímenes de pensiones exceptuados del 
Sistema General de Seguridad; de acuerdo con lo allí establecido, el pronunciamiento 
jurídico del Ministerio de la Protección Social sobre la materia y el análisis de los asesores 
laborales de Ecopetrol, se concluyó que quienes antes del 1° de agosto de 2010 cumplieron 
los requisitos de edad y tiempo de servicio, continuo o discontinuo, exigidos por la ley, la 
Convención Colectiva de Trabajo vigente y/o el Acuerdo 01 de 1977, consolidaron su 
derecho a la pensión; mientras que los demás trabajadores que no quedaron cubiertos 
ingresan obligatoriamente al Sistema General de Pensiones y será la administradora de 
pensiones (Colpensiones, Fondo Privado de Pensiones o el que corresponda) escogida por 
el trabajador, la encargada de reconocer y pagar la respectiva pensión. 
Siguiendo lo establecido en el Decreto 941 de 2002, una vez aprobado el cálculo actuarial 
por parte del Ministerio de Hacienda en octubre de 2008 y aprobado el mecanismo por parte 
del Ministerio de Protección Social, mediante acto administrativo del 29 de diciembre de 
2008, la Empresa conmutó parcialmente el valor correspondiente a mesadas de su pasivo 
pensional, trasladando dichas obligaciones y los dineros que las soportan a patrimonios 
autónomos de carácter pensional (PAP). Los fondos trasladados, al igual que sus 
rendimientos, no pueden cambiar su destinación ni ser reintegrados a la Empresa hasta que 
se hayan cumplido todas las obligaciones pensionales. 
La obligación conmutada cubre el pago de las mesadas y bonos pensionales; lo 
concerniente a salud y educación permanece dentro del pasivo laboral de la empresa. Al final 
de cada vigencia, la empresa debe revisar el valor reportado por los patrimonios autónomos 
frente al valor de la obligación pensional actualizada con base en el último estudio actuarial, 
en caso de que los recursos de los patrimonios no sean suficientes para cubrir el 100% de la 
obligación la empresa debe constituir una provisión por la diferencia, la cual debe ser 
fondeada, cuando la contingencia sea exigible. Ecopetrol S.A. continúa siendo responsable 
patrimonialmente por el pago del pasivo pensional. 
Mediante la Resolución 1555 del 30 de julio 2010, la Superintendencia Financiera 
reemplazó las tablas de mortalidad utilizadas en la elaboración de los cálculos actuariales y 
estableció que el efecto del cambio en las mismas podría reconocerse en forma gradual. 
Posteriormente, el Decreto 4565 del 7 de diciembre de 2010, modificó las normas contables 
sobre amortización del cálculo actuarial vigentes hasta esa fecha. Conforme al nuevo 
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decreto, las compañías que al 31 de diciembre de 2009 tenían amortizado el 100% de su 
cálculo actuarial, podrán amortizar de manera gradual el incremento en el cálculo actuarial 
de 2010 utilizando las nuevas tablas de mortalidad, hasta el año 2029. 
Teniendo en cuenta lo anterior, durante el año 2010, Ecopetrol modificó su política 
contable de amortización del cálculo actuarial de mesadas pensionales, cuotas partes y bonos 
pensionales (pasivo conmutado) y de salud; y adoptó un plazo de 5 años iniciando a partir 
de para amortizar el incremento en el cálculo actuarial de 2010. Al cierre de diciembre de 
2014, los pasivos correspondientes se encuentran totalmente amortizados. 
6.4. Revelación de las cifras actuales del pasivo pensional de Ecopetrol 
Como se ha señalado, Ecopetrol posee una carga pensional por los empleados que 
adquirieron este derecho en la empresa antes de la expedición de la Ley 100 de 1993 y 
teniendo en cuenta que esta empresa poseía un régimen especial, por tanto, ha realizado un 
cálculo actuarial para conmutar dicho pasivo, constituyendo patrimonios autónomos en 
donde trasladó la obligación y los recursos para atenderlos, pero continúa respondiendo 
patrimonialmente por los mismos. 
 
Tabla 10 Pasivo Pensional Sector Público reconocido en el Balance 
 
 
Saldos sin convergencia Saldo homologado
Aplicación RCP - CGN Consolidación CGN
2014 2015
Esfa Saldo Final
2720 Provisión para pensiones 54,8 10.501,3
2721
Liquidación Provisional Bonos 
Bonos Pensionales 19,2 0,0
2722




Recursos entregados -10.092,5 -10.092,5
2510
Pensiones y Prestaciones 
economicas por pagar 4,6 11,0
2514 Beneficios Posempleo 0,0 11.637,6 10.517,1 0,0
Activos del Plan 0,0 -11.657,6 -11.181,6 0,0
Total Pasivo pensional en 
Balance 78,6 -20,0 -664,5 10.512,3
9145
Pasivo pensional conmutado - 
Corriente 1.446,1 1.446,1 1.446,1 1.446,1
9146
Pasivo Pensional conmutado -  
No Corriente 11.203,5 11.091,3 11.091,3 11.091,3
Total Pasivo Pensional en 
Cuentas de Orden 12.649,6 12.537,4 12.537,4 12.537,4












El pasivo pensional de Ecopetrol al 31 de diciembre de 2015 alcanza la suma de $10,5 
billones de pesos, que los presenta en el concepto de Beneficios posempleo en aplicación de 
las NIIF, que al comparar esta cifra con lo que se reflejaba al 31 de diciembre de 2014, por 
valor de $78,6 miles de millones de pesos, cuando aplicaba la normatividad contenida en el 
Régimen de Contabilidad Pública de la CGN, se observa una diferencia significativa. 
Adicionalmente la Empresa revela la suma de $12,5 billones de pesos, en contingencias, es 
decir, en cuentas de orden en el concepto de pasivo pensional conmutado, y por tanto no 
están afectando actualmente la situación financiera de la empresa, por cuanto es un pasivo 
pensional que fue entregado a un patrimonio autónomo, pero que la empresa debe cubrir 
cualquier faltante que se llegare a presentar. La norma contable de la CGN señala que se 
reconoce en cuentas de orden como una contingencia..  
No obstante, esta información del pasivo presentado en balance, es de tener en cuenta que 
la empresa tiene activos que respaldan estos pasivos por la suma de $11,2 billones de pesos, 
que al netearse o confrontarse con el valor del pasivo, le resulta en mayor valor del activo, 
lo cual indica que el pasivo está totalmente fondeado, y tiene a su favor como activo un valor 
de $664,5 miles de millones, según la información del cuadro anterior. 
6.5. Impacto en las cifras del pasivo pensional de Ecopetrol por la aplicación de las 
normas de convergencia 
Teniendo en cuenta lo descrito en cuanto a las diferencias en el reconocimiento 
contable del pasivo pensional de la Empresa con la aplicación de los estándares 
internacionales, el impacto cuantitativo se observa en el cuadro anterior: 
Como la Empresa Ecopetrol aplicó durante el año 2015 las NIIF, se puede observar 
el impacto causado, cuando en el año 2014, registraba un pasivo pensional por valor de 78,6 
mil millones de pesos, pero al aplicar la nueva normatividad este pasivo por beneficio a 
empleados alcanzó la suma de $11, 6 billones al elaborar el Estado de Situación Financiera 
de Apertura en el año 2014 y de $10,5 billones al finalizar el año 2015.  
El valor del pasivo conmutado asciende a esa fecha a $12,6 billones de pesos, el cual 
se revela en cuentas de orden, y no presenta variaciones entre una norma y otra, en la medida 
que el estándar internacional no exige registros en cuentas de orden, sino como revelaciones 
contables. 
Sobre este particular, la Empresa al publicar sus estados financieros consolidados al 31 
de diciembre de 2015 en la página WEB, en la nota 22 referida al tema pensional se muestran 
los valores que se indican en la tabla siguiente:  
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Tabla 11 Provisión por beneficios a empleados 
 
 
Según la nota 22 de los estados financieros de la Empresa, el pasivo pensional por 
beneficios a empleados alcanza la suma de $10.435,5 mil millones de pesos al 31 de 
diciembre de 2015, en aplicación de las NIIF, pero al poseer la empresa los recursos 
suficientes para atender esta obligación (activos del plan) por valor de $11.181,6 mil 
millones de pesos, significa que tiene completamente amortizado o fondeado este pasivo y 
presenta una diferencia a favor, que se reconocería como Activo por la suma de $746,1 mil 
millones de pesos.  
Lo anterior da como resultado de la investigación para el caso concreto de Ecopetrol 
que el efecto o impacto por aplicación de las NIIF es neutro en el Balance de la Empresa al 
tener una obligación pensional completamente amortizada.   
Concepto 2015 2014
Pasivo por Beneficio a Empleados 10.435,5 11.559,0
Activos del Plan 11.181,6 11.657,6
Diferencia (Activos) -746,1 -98,6
Fuente: Ecopetrol
Valores en miles de millones de pesos




El trabajo de investigación permitió conocer el efecto patrimonial que tendría el Balance del 
sector público colombiano, y específicamente la Empresa Colombiana de Petróleos – 
ECOPETROL S.A., en relación con el pasivo pensional, por la aplicación de las Normas 
Internacionales de Información Financiera (NIIF), que el país viene acogiendo en el proceso 
de convergencia contable.  
1. La conclusión general es que en aplicación de las NIIF, se deben reconocer o 
incorporar al balance del sector público, como pasivo pensional, la suma de $391,1 
billones de pesos, adicionales a los $84 billones que a 31 de diciembre de 2015 están 
reconocidos, para un total de $403,1 billones correspondientes a  entidades 
empleadoras o a cargo del Gobierno, y que seguirían revelándose en cuentas de orden 
$694,4 billones correspondientes al cálculo actuarial de los fondos de reservas, por 
no ser pasivos reales, sino contingencias como beneficios sociales, en atención a lo 
señalado por el FMI. Lo anterior originaría un impacto negativo en el balance, que 
haría disminuir el patrimonio en la cifra a incorporarse, al no disponerse de los 
recursos para cubrir esta obligación. Por su parte, el pasivo pensional de Ecopetrol 
registrado en balance en aplicación de las NIIF alcanza la suma de $10,5 mil billones 
de pesos, y el pasivo pensional conmutado asciende a $12,5 billones de pesos, el cual 
se encuentra revelado en cuentas de orden. La empresa, posee activos que respaldan 
la obligación pensional por valor de $11,2 billones de pesos, lo cual significa que 
tiene amortizada o fondeada esta obligación en el 100%, por tanto, el impacto en el 
balance para la empresa es neutro. 
2. La constante evolución de las organizaciones profesionales u órganos encargados de 
la normalización contable, especialmente en Estados Unidos hizo que la 
normatividad contable referida a los planes y fondos de pensiones sea amplia y 
dilatada en el tiempo. Desde finales de los años 40 en Estados Unidos de América se 
presentan los principales debates teóricos-conceptuales en relación con las 
obligaciones pensionales, a través de las organizaciones contables existentes, como 
la American Institute of Accountants (A.I.A.), quien entre 1939 y 1959, publica 51 
Accounting Reserch Bulletin (A.R.B.), de los cuales los números 36, 43 y 47 se 
refieran a los planes y fondos de pensiones. 
3. La regulación contable internacional en materia pensional es la expedida por La Junta 
de Normas Internacionales de Contabilidad (IASB por su sigla en inglés) para el 
sector privado, y la Junta de Estándares Internacionales para el Sector Público 
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(IPSASB por su sigla en inglés) para el sector público. Las normas expedidas por el 
IASB son la NIC 19 – Beneficios a empleados, la NIC 26 – Contabilización e 
información financiera sobre planes de beneficio por retiro y la Sección 28 NIIF para 
Pymes sobre beneficios a empleados; El IPSASB expidió la NICSP 25 – Beneficios 
a empleados para el sector público, las cuales guardan similitud en los aspectos 
básicos de reconocimiento, medición, revelación y presentación. 
4. El modelo pensional vigente en el país tiene su origen en la Ley 100 de 1993 y 
empieza a regir a partir del 1º de abril de 1994 a nivel nacional y el 30 de junio de 
1995 a nivel territorial, creado con un sistema integral de seguridad social en el cual 
el Estado es quien lo dirige, coordina y controla. El sistema se estructura y organiza 
bajo dos regímenes solidarios excluyentes pero que coexisten: el régimen de prima 
media con prestación definida (RPM) y el régimen de ahorro individual con 
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